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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 2 de febrero de 2016 


La COMISIÓN PERMANENTE se reunirá el próximo 
jueves 4 de febrero, a las 9:30 horas, a fin de informarse de 


los asuntos entrados y considerar el siguiente 
Orden del día 


Recibir en régimen de comisión general al señor mi- 
nistro del Interior Eduardo Bonomi, a fin de que informe 


acerca de los siguientes asuntos: 


— Denuncias sobre hechos presuntamente irregulares 
ocurridos en la Guardia Republicana, formuladas por un 
conjunto de funcionarios dependientes de dicha unidad 


policial. 


8) Solicitud al señor ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca de que haga llegar 
antes de su comparecencia en el Cuerpo 
la documentación referida al contrato de 
fideicomiso con la República Bolivariana de 
Venezueld..ooononnoononcnonnnonnncnnocanocnocinconaccnnconnononos 37 


9) Recibir en régimen de comisión general 
al señor ministro del Interior Eduardo 
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— Denuncias sobre hechos presuntamente irre- 
gulares ocurridos en la Guardia Republica- 
na, formuladas por un conjunto de funciona- 
rios dependientes de dicha unidad policial; 


—Evolución de las estadísticas referidas a los 
delitos de rapiña y homicidio, y evaluación 
sobre su nivel de esclarecimiento. 


10) Levantamiento de la sesióN......ocoomomomommmsoo.. 89 


— Evolución de las estadísticas referidas a los delitos 
de rapiña y homicidio, y evaluación sobre su nivel de es- 
clarecimiento. 

Carp. n? 8/2016. 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Virginia Ortiz 
Secretaria 


2) ASISTENCIA 


Asisten los señores senadores Pedro Bordaberry y 
Luis Alberto Heber, y los señores representantes Pablo 
Abdala, Macarena Gelman, Pablo González, Jorge 
Meroni, Valentina Rapela, Juan Federico Ruiz y Alejo 
Umpiérrez. 


Observaciones: asisten a la sesión los señores 
legisladores Alvaro Delgado, Susana Pereyra, Alfredo 
Asti, Graciela Bianchi, Edmundo Roselli, Alejandro 
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Sánchez, Ruben Bacigalupe, Gonzalo Mujica, Javier 
Umpiérrez, Gloria Rodríguez, Orquídea Minetti, Germán 
Cardoso y Javier García. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10:40). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«El Ministerio de Salud Pública remite respuesta a los 
siguientes pedidos de informes: 


* Solicitado por el señor legislador Álvaro Dastugue, 
referente a las medidas de control y reducción del uso de 
productos y procesos que emplean mercurio. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR DASTUGUE. 


» Solicitado por el señor legislador Sebastián Andújar, 
relacionado con el traslado de pacientes básicos intrahos- 
pitalarios o de urgencia. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR ANDÚJAR. 


» Solicitado por el señor legislador Martín Lema, rela- 
cionado con los resultados de las auditorías dispuestas en 
las dependencias de la Administración de los Servicios de 
Salud del Estado. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR LEMA. 


» Solicitado por el señor legislador Guillermo Facello, 
relacionado con denuncias vinculadas al maltrato, acoso y 
discriminación. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR LEGISLADOR FACELLO. 


» Solicitado por los señores legisladores Martín Lema 
y Edgardo Mier, relacionado con las medidas adoptadas 
para la prevención y diagnóstico precoz de la diabetes. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES LEGISLADORES LEMA Y MIER. 


» Solicitado por los señores legisladores Martín Lema, 
Wilson Ezquerra y Sergio Mier, relacionado con la habili- 
tación de las Gotas GS elaboradas por el doctor en veteri- 
naria Edelmar Siqueira. 

—OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA A LOS 
SEÑORES LEGISLADORES LEMA, EZQUERRA 
Y MIER». 
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4) LLAMADO A SALA EN RÉGIMEN DE COMISIÓN 
GENERAL A LA SEÑORA MINISTRA DE 
INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA, Y A LOS 
SEÑORES MINISTROS DE ECONOMÍA Y 
FINANZAS Y DE GANADERÍA, AGRICULTURA 
Y PESCA 


—La Mesa notifica a los integrantes de la Comisión 
Permanente que la comparecencia de la señora ministra 
de Industria, Energía y Minería será el 16, a la hora 10, en 
lugar del día 17 como se había establecido. 


Por otra parte, la sesión pasada se presentó una mo- 
ción solicitando la comparecencia del señor ministro de 
Economía y Finanzas conjuntamente con la del ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, que ya estaba estable- 
cida. Con el fin de realizar los contactos pertinentes, en 
esa instancia dejamos en suspenso la consideración de la 
moción y hoy puedo informarles que hemos coordinado 
la concurrencia de ambos ministros para el jueves 18, a la 
hora 9 y 30. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: quiero 
agradecer el trabajo de coordinación que está realizando, 
que no es fácil. Obviamente, todos intentamos venir a es- 
tas sesiones lo más preparados posible y advertimos que 
esa semana vamos a contar con la presencia de la ministra 
de Industria, Energía y Minería el día 16, la sesión del Se- 
nado por los informes de la Comisión Investigadora sobre 
la Situación Económica y Financiera de Ancap entre los 
años 2000 y 2015 el 17 y la presencia del ministro de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca el día 18. Haremos el esfuer- 
zo que sea necesario para prepararnos debidamente, pero 
quizá sería bueno pasar una de las sesiones con presencia 
de ministro para la semana siguiente, lo que nos permitiría 
prepararnos mejor, en especial a quienes no solicitamos 
que la sesión fuera en régimen de comisión general y no 
somos miembros informantes. Si actuamos con responsa- 
bilidad, deberíamos poder estudiar bien los temas antes 
de su tratamiento. Por lo tanto, sugiero pasar, si se puede, 
la comparecencia de la ministra de Industria, Energía y 
Minería o del ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
para la semana siguiente, y así darnos a todos un poco de 
tiempo para preparar las sesiones responsablemente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor legislador: tomando 
nota de su sugerencia, le digo que ha sido arduo el trabajo 
para coordinar las agendas de tres ministros, por lo cual 
voy a someter a votación la moción que quedó pendiente. 


Léase por Secretaría la moción presentada por la se- 
ñora legisladora Rapela y los señores legisladores Umpié- 
rrez, Abdala, Heber y Bordaberry. 
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(Se lee). 


«Los abajo firmantes mocionamos: que se proceda a 
convocar a sala al ministro de Economía y Finanzas, con- 
tador Danilo Astori, en régimen de comisión general, en 
forma conjunta con el ministro de Ganadería, Agricultura 
y Pesca, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, cuya con- 
vocatoria ya fue aprobada, a los efectos de explicitar su 
participación en la conformación del fideicomiso con la 
República Bolivariana de Venezuela vigente, así como el 
destino de los fondos emergentes de la Ley n.* 19339 de 
cancelación de adeudos de Ancap con PDVSA y todo lo 
referente al citado pago y negocio». 


—En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota). 


—11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) DECLARACIÓN DE GRAVEDAD Y URGENCIA 
SEÑORA TOPOLANSKY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
legisladora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señora presidenta: hemos 
hecho consultas con los partidos representados en la Co- 
misión Permanente para poder considerar en forma grave 
y urgente, a pedido del Ministerio de Relaciones Exterio- 
res, la venia de Carlos Pérez del Castillo como embajador 
extraordinario y plenipotenciario de la república ante el 
Reino de Bélgica y representante permanente de la repú- 
blica ante la Unión Europea. 


El apuro tiene que ver, fundamentalmente, con el se- 
gundo destino, por lo cual solicitamos al Cuerpo la consi- 
deración de esta venia antes de que empiece la comisión 
general. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud de la señora legisladora. 


(Se vota). 
—11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR BORDABERRY- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: en el 
mismo sentido, solicitamos que se reparta y se incluya 
en el orden del día de la sesión del día de hoy la Carpeta 
n? 5/2016, Distribuido n.” 3/2016, que corresponde a una 
solicitud de venia de destitución originada en el Ministe- 
rio de Salud Pública. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud del señor legislador. 


(Se vota). 


—11 en 11. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) SOLICITUD DE VENIA PARA QUE EL 
SEÑOR CARLOS PÉREZ DEL CASTILLO 
SEA DESIGNADO COMO EMBAJADOR 
EXTRAORDINARIO Y PLENIPOTENCIARIO DE 
LA REPÚBLICA ANTE EL REINO DE BÉLGICA 
Y REPRESENTANTE PERMANENTE DE LA 
REPÚBLICA ANTE LA UNIÓN EUROPEA 


—De acuerdo con lo resuelto por la Comisión Perma- 
nente, se pasa a considerar el asunto relativo a la solicitud 
de venia para el señor Carlos Pérez del Castillo como em- 
bajador extraordinario y plenipotenciario de la república 
ante el Reino de Bélgica y representante permanente de la 
república ante la Unión Europea. 
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(Antecedentes). 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE 
RELACIONES EXTERIORES 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 2 1 ENE 2016 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA 
COMISIÓN PERMANENTE, 
LEGISLADORA DANIELA PAYSSÉ 


PRESENTE 


Señor Presidente: 


El Poder Ejecutivo tieñe el honor de dirigirse a ese Cuerpo, cen el 
fin de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para acreditar en calidad de Embajador 
Extraordinario y Plenipotenciario y de Representante Permanente de la República, al 
señor Embajador Carlos Pérez del Castillo. 


La capacidad y eficiencia que el señor Embajador Carlos Pérez del 
Castillo ha puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el curriculum «vitae que se adjunta, constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se própone asignarle como Embajadór Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República Oriental del Uruguay ante el Reitño de Bélgica y como 
Representante Permanente de la República ante la Unión Europea-con sede en Bruselas, 


El Poder Ejecutivo confía en que esé Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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—Léase el proyecto de resolución. 

(Se lee). 

—En discusión. 

Tiene la palabra la señora legisladora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señora presidenta: el em- 
bajador Pérez del Castillo es muy conocido en la sociedad 
uruguaya, pero nosotros vamos a puntear su currículum, 
como corresponde en la fundamentación de toda venia. 


Entre los años 1971 y 1982, ejerció una serie de car- 
gos importantes en el Centro de Comercio Internacional 
Unctad/GATT. A través de ellos representó al organismo 
no solo en el GATT, sino en la Conferencia del Consejo 
de la FAO y los Consejos Internacionales del Trigo y del 
Azúcar. 


Entre 1982 y 1985, el embajador Pérez del Castillo se 
desempeñó como coordinador de programas de relaciones 
económicas internacionales en la Cepal. Se recibió de li- 
cenciado en economía en Australia y posteriormente obtu- 
vo otros diplomas en universidades australianas. 


Ingresó al Ministerio de Relaciones Exteriores en mar- 
zo de 1985, como director general para Asuntos Económi- 
cos Internacionales con rango de embajador. En realidad, 
su carrera funcional es bastante sui géneris, y por eso la 
comentamos así. 


Estuvo en la Ronda Uruguay - Punta del Este en 1986. 
En 1987 fue electo secretario permanente del Sistema 
Económico Latinoamericano y del Caribe, SELA. 


Entre 1992 y 1995, fue socio principal y director gene- 
ral de CPC, Consultora Internacional. 


Entre 1995 y 1998, fue subsecretario de Relaciones Ex- 
teriores de Uruguay, así como ministro interino de otras 
carteras en múltiples ocasiones y misiones oficiales. 


Después fue embajador y representante permanente de 
Uruguay ante Naciones Unidas y la OMC. 


En marzo de 2004, fue asesor del presidente de la re- 
pública para negocios comerciales internacionales. Desde 
octubre de 2005, se desempeña como consultor interna- 
cional independiente. 


Entre 2010 y 2015, fue presidente del Consultative 
Group on International Agricultural Research, CGIAR, 
consorcio global de investigación para un futuro alimen- 
tario seguro. 


Asimismo, es consejero del Centro Uruguayo para Re- 
laciones Internacionales y representante uruguayo en el 
Grupo de Países Productores del Sur. 
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En marzo de 2015, fue designado por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores del Uruguay como asesor especial 
para negociaciones comerciales. 


Es autor de una enorme cantidad de publicaciones, que 
figuran en el repartido. Queremos destacar que en 1990 la 
Asociación de Economistas de América Latina le otorgó el 
premio Doctor Raúl Prebisch. Recibió otros destaques de 
los gobiernos de Brasil, Chile, Francia y Venezuela. 


Como dije, consideramos que el doctor Pérez del Cas- 
tillo ha desarrollado una manifiesta carrera profesional 
a lo largo de todos estos años, y tiene sobrada idoneidad 
para honrar las responsabilidades que se le cometen. 


Urge votar esta venia, como dice la fundamentación, 
para cubrir la representación permanente en la Unión 
Europea, habida cuenta de la importancia que tiene para 
Uruguay. 


Es todo cuanto quería decir. 
Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: apoyamos con 
muchisimo gusto esta venia que envía el Poder Ejecutivo 
y el destino. 


No voy a referirme al currículum del doctor Pérez del 
Castillo, que fue detallado muy claramente por la legisla- 
dora Topolansky. 


Es un gran acierto traer nuevamente al embajador Car- 
los Pérez del Castillo al servicio de la Cancillería; era una 
lástima que no lo tuviéramos en la casa o en actividades 
privadas. Me parece que el canciller Nin Novoa acierta 
realmente al procurar una representación diplomática de 
estas características. 


Tengo relación personal con el doctor Pérez del Casti- 
llo; no puedo decir que tengo amistad, pero me gustaría ser 
su amigo porque realmente siento mucha admiración por 
su trayectoria. Lo vi actuar en la Organización Mundial 
del Comercio, cuando integraba una delegación represen- 
tando al Parlamento, y aprecié cómo debatía con legisla- 
dores europeos. Lamentablemente, Uruguay no impulsó, 
como hubiera correspondido, su candidatura para ser di- 
rector de la Organización Mundial del Comercio cuando 
fue nominado. Adviértase qué méritos tiene, porque era 
su capacidad, su conocimiento, su relación personal con 
los embajadores lo que lo llevó a ser considerado y a que 
compitiera hasta último momento con el entonces comi- 
sario de la Comisión Europea, el señor Pascal Lamy, que 
terminó ganando la elección para ocupar la dirección de la 
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Organización Mundial del Comercio. Uruguay estaba pe- 
leando con el francés y el representante de la Comunidad 
Económica Europea la posibilidad de dirigir nada más y 
nada menos que la Organización Mundial del Comercio. 


Lamentablemente, creo que en su momento no nos 
movimos lo suficiente para que Pérez del Castillo fuera 
electo director. Yo lo lamenté mucho, porque realmente 
lo vi actuar en la Organización Mundial del Comercio, su 
conocimiento y la consideración personal que le tenían los 
otros embajadores, lo que le dio un prestigio que hasta hoy 
conserva Uruguay en esa organización. 


Por lo tanto, voto la venia de designación con las dos 
manos. Me parece que es de las personas que prestigian 
nuestro Servicio Exterior y hace honor a la gran cantidad 
de embajadores de esa talla que, por suerte, tiene nuestra 
Cancillería. 


Entonces, insisto, el Partido Nacional va a acompañar 
esta venia, que votaría con las dos manos, muestra del 
acierto puntual que ha tenido la Cancillería. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA - Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


«Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de embajador extraordinario y 
plenipotenciario de la república ante el Gobierno del Rei- 
no de Bélgica y representante permanente de la república 
ante la Unión Europea al señor Carlos Pérez del Castillo». 


—En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


—10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SU CARGO 
A UN FUNCIONARIO DEL MINISTERIO DE 
SALUD PÚBLICA 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde considerar en 
sesión secreta el informe de la Comisión Especial relacio- 
nado con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
destituir de su cargo a un funcionario del Inciso 12 “Mi- 
nisterio de Salud Pública”. 
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Se pasa a sesión secreta. 

(Es la hora 10). 

Continúa la sesión pública. 

(Es la hora 10:05). 

—Dese cuenta de lo resuelto en sesión secreta. 
(Se lee). 


«La Comisión Permanente ha concedido al Poder Eje- 
cutivo la venia solicitada para destituir de su cargo a un 
funcionario del Ministerio de Salud Pública». 


8) SOLICITUD AL SEÑOR MINISTRO DE 
GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
DE QUE HAGA LLEGAR ANTES DE SU 
COMPARECENCIA EN EL CUERPO 
LA DOCUMENTACIÓN REFERIDA AL 
CONTRATO DE FIDEICOMISO CON LA 
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 


SEÑOR UMPIÉRREZ.- Pido la palabra para plantear 
una cuestión de trámite. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 

SEÑOR UMPIÉRREZ.- Señora presidenta: el día 19 
de enero, por oficio 4/16, la Comisión Permanente remitió 
al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca la comu- 
nicación referente al llamado a sala, en cuyo pie figuraba 
la solicitud de agregar el contrato de fideicomiso. Según lo 
que he averiguado en Secretaría, hasta el día de hoy dicha 
información no ha llegado, por lo cual proponemos que se 
reitere la solicitud de que se agregue esa documentación, 
teniendo en cuenta los pocos días que faltan y que tenemos 
en medio el feriado de Carnaval. 


Esto es importante porque imaginamos la complejidad 
que tiene para todos los legisladores el examen de esa in- 
formación desde el punto de vista jurídico y, eventualmen- 
te, se deberá solicitar algún asesoramiento que se requiera 
desde el punto de vista técnico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Oportunamente, la Mesa 
se ocupará de reiterar esa solicitud. 


9) RECIBIR EN RÉGIMEN DE COMISIÓN 
GENERAL AL SEÑOR MINISTRO DEL 
INTERIOR EDUARDO BONOMI, A FIN DE 
QUE INFORME ACERCA DE LOS SIGUIENTES 
ASUNTOS: 
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— DENUNCIAS SOBRE HECHOS PRESUNTAMENTE 
IRREGULARES OCURRIDOS EN LA 
GUARDIA REPUBLICANA, FORMULADAS 
POR UN CONJUNTO DE FUNCIONARIOS 
DEPENDIENTES DE DICHA UNIDAD 
POLICIAL; 


- FEVOLUCIÓN DE LAS ESTADÍSTICAS 
REFERIDAS A LOS DELITOS DE RAPIÑA 
Y HOMICIDIO, Y EVALUACIÓN SOBRE SU 
NIVEL DE ESCLARECIMIENTO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se entra al orden del día 
con la consideración del asunto motivo de la convocatoria: 
«Recibir en régimen de comisión general al señor ministro 
del Interior Eduardo Bonomi, a fin de que informe acerca 
de los siguientes asuntos: 


— Denuncias sobre hechos presuntamente irregulares 
ocurridos en la Guardia Republicana, formuladas por un 
conjunto de funcionarios dependientes de dicha unidad 
policial. 


— Evolución de las estadísticas referidas a los delitos 
de rapiña y homicidio, y evaluación sobre su nivel de es- 
clarecimiento». 


Se invita a pasar a sala al señor ministro del Interior. 
(Así se procede). 


—La Comisión Permanente da la bienvenida al señor 
ministro del Interior, a quien recibe en régimen de comi- 
sión general. 


Según se comunicó a la Mesa, el señor ministro va a 
solicitar el ingreso a sala de su equipo. Por lo tanto, le ce- 
demos la palabra para que indique quiénes ingresarían. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Buenos días a 
todos y a todas. 


Solicito la presencia en sala del director general de 
Secretaría, doctor Charles Carrera; del subdirector de la 
Policía nacional, comisario general retirado Raúl Perdo- 
mo; del jefe de Policía de Montevideo, comisario general 
retirado Mario Layera; del director general de la Guardia 
Republicana, comisario general Rovert Yroa y del sociólo- 
go Gustavo Leal, asesor. 


SEÑORA PRESIDENTA. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la solicitud del señor ministro. 


(Se vota). 


—9 en 11. Afirmativa. 
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Se invita a pasar a sala al equipo de asesores del señor 
ministro. 


(Así se procede). 
SEÑOR ABDALA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señora presidenta: como corres- 
ponde, me sumo a la bienvenida del señor ministro del In- 
terior y de la delegación que lo acompaña, integrada por 
un conjunto muy importante y representativo de jerarcas 
de la cartera y de los mandos de la Policía nacional. 


Quiero reiterar el reconocimiento que oportunamente 
formulamos cuando se aprobó la moción correspondiente 
a la sesión del día de hoy, en primer lugar a la señora pre- 
sidenta por haber coordinado esta instancia parlamentaria 
con el señor ministro, cumpliendo cabalmente con su con- 
dición de presidenta del Cuerpo; en segundo término, a la 
Comisión Permanente por haber habilitado esta instancia 
que para nosotros es de singular importancia y, en tercer 
lugar, a los partidos políticos y sectores parlamentarios 
representados en el órgano legislativo, entre otras cosas 
porque, como dijimos en la sesión del 19 de enero, todos 
los partidos que estamos integrando este Cuerpo habili- 
tamos con nuestro voto que esta instancia se generara en 
régimen de comisión general y la moción se aprobó por 
unanimidad. Me parece relevante señalar esto, tal como 
hicimos en esa oportunidad. 


Señora presidenta: la Guardia Republicana como tal 
fue creada por el artículo 231 de la Ley n.* 18719 de Pre- 
supuesto nacional del año 2010, a partir de un muy amplio 
consenso político que se registró en aquel momento y que 
acompañamos con nuestro voto. 


Fundamentamos nuestra posición tanto en la Comi- 
sión de Presupuestos integrada con Hacienda como en el 
plenario de la Cámara de Representantes cuando se trató 
este tema; otro tanto ocurrió en el Senado. No nos gustaba 
mucho ni nos sigue gustando que esta unidad especializa- 
da del Ministerio del Interior dependa directamente de la 
persona del señor ministro, pero, como dijimos en aquella 
oportunidad, para nosotros era muy importante que el país 
diera este paso y que la Guardia Republicana, por lo tanto, 
tuviera alcance nacional. Y en ese sentido procedimos. 


Es notorio —todo el país lo sabe— que en lo que respec- 
ta al Partido Nacional el senador Jorge Larrañaga planteó 
con mucha fuerza e insistencia, particularmente en las ins- 
tancias previas a las elecciones del año 2009, la creación 
de un cuerpo de estas características. Eso demuestra la 
importancia política que para nosotros este asunto tenía 
en su momento. Inclusive, este tema fue incluido en el 
programa de gobierno del Partido Nacional de aquel en- 
tonces y, por tanto, se trata de un asunto, de una idea, que 
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el partido como tal recogió y proyectó hacia el futuro en el 
escenario nacional. 


Creo que esto demuestra que nosotros actuamos 
con objetividad —de la misma manera que demuestra el 
comportamiento que tuvimos en las distintas instancias 
presupuestales con relación a la Guardia Republicana y 
al Ministerio del Interior en general—, poniendo por de- 
lante el interés del país en la medida en que no valió en 
la creación de la Guardia Republicana, en la aprobación 
del presupuesto del Ministerio del Interior ni en la do- 
tación de recursos para esta unidad especializada —para 
la cual siempre proporcionamos nuestros votos— la mera 
circunstancia de que estuviéramos en la oposición. Desde 
ese punto de vista contribuimos decisivamente en lo que 
entendimos era un aspecto positivo desde el punto de vista 
del cumplimiento del cometido esencial de la seguridad 
ciudadana, de la seguridad pública. 


Hago esta introducción un poco general porque quiero 
aprovechar para apoyarme en ella y decir que solo lo que 
acabo de mencionar, esta reflexión que acabo de formular, 
bastaría para contestar un episodio que, por cierto, nos ge- 
neró mucho desagrado en los últimos días, que tiene que 
ver con ese libelo que publicó la Unidad de Comunicación 
del Ministerio del Interior en la página de dicha secretaría 
de Estado. Supongo que la Unicom desde algún lado esta- 
rá haciendo comentarios o juicios reprobatorios de lo que 
nosotros digamos y que después hará juicios laudatorios 
de lo que diga el señor ministro, siendo fiel a su tradición, 
por lo cual diría que casi le vamos a estar agradecidos. 


Lo cierto es que la Unidad de Comunicación del Mi- 
nisterio del Interior, siendo un organismo de comunica- 
ción oficial de una cartera tan importante que a todos nos 
debe dar garantías, como el Ministerio del Interior, se ha 
dedicado a utilizar los espacios para hacer política menor. 


Hace unos días reiteró esa conducta a partir de un 
escrito que publicó —que el país vio y el sistema políti- 
co debatió— en el que trató a los partidos de la oposición 
poco menos que de mezquinos, cuando en verdad diría 
que mezquino es utilizar los espacios que se supone son 
de uso y comunicación oficial para hacer política, y polí- 
tica menor. 


Volviendo al tema que hoy convoca a la Comisión 
Permanente, nosotros actuamos a partir del año 2010 
como acabo de describir—con el propósito de que en el país 
se diera la creación de una Guardia Republicana vigorosa, 
fuerte, dotada de recursos humanos y materiales por 
demás suficientes, con un despliegue territorial adecuado 
—tiene competencia nacional— y, por supuesto, una 
Guardia Republicana que actúe con transparencia, que 
sea respetuosa de las garantías constitucionales de los 
ciudadanos, como corresponde; respetuosa de las garantías 
funcionales, de los efectivos y del personal subordinado —a 
eso nos vamos a referir— y que, por lo tanto, esté sometida 
al más cabal cumplimiento de la ley, de lo que francamente 


COMISIÓN PERMANENTE 39-C.P. 


muchos tememos que en los últimos tiempos eso no haya 
ocurrido o se haya producido un apartamiento importante. 


A partir del año 2010 la Guardia Republicana inició 
un proceso de crecimiento y fortalecimiento significativo, 
diría, vertiginoso, que ahora no quiero cuestionar pues 
no es el centro del debate. Simplemente quiero describir- 
lo porque me parece que tiene que ver con la discusión 
aunque no esté en su centro. Aumentaron los cometidos 
y competencias de la Guardia Republicana, diría que en 
forma exponencial y extensiva. El decreto reglamentario 
de la ley de Presupuesto —me refiero al Decreto n.” 60, 
de 2011- claramente le atribuye competencias por demás 
diversas en todo lo que tiene que ver con restablecer el or- 
den público, colaborar y coordinar con todas las unidades 
ejecutoras, apoyar en el control del tráfico y transporte de 
sustancias e intervenir en todo tipo de situaciones críti- 
cas. Hay un último literal, que es de carácter residual, que 
dice que tendrá todas las atribuciones y cometidos que la 
autoridad oportunamente le confiera. Es claro que la vo- 
luntad política fue la de crear un cuerpo de gran escala y 
de importante envergadura; reitero, no estoy cuestionando 
ni condenando, sino simplemente relatando los hechos que 
han acontecido y que precedieron a la instancia que esta- 
mos compartiendo en esta sesión. 


Paralelamente a ese crecimiento en las atribuciones y 
cometidos hubo un incremento muy importante en cuanto 
al poder de fuego. Se ha dado un proceso de incorporación 
de armamento de enorme alcance y gran poder destructi- 
vo, que creo todo el país sabe y, si no lo sabe, es bueno que 
lo digamos hoy. La Guardia Republicana compró armas 
de guerra, se armó como para la guerra; popularmente se 
ha dicho que constituye la cuarta fuerza armada; se han 
comprado blindados, fusiles de guerra por cientos —según 
tengo entendido más de quinientos fusiles AK; no soy ex- 
perto en armamento ni en balística, pero he recogido esta 
información; se trata de fusiles para francotiradores, co- 
nocidos como el peregrino con un alcance de 3000 metros; 
tengo entendido que todavía están por ser entregados o por 
cumplirse la licitación que oportunamente se convocó. 


Vale esta introducción, pues vamos a llegar a los he- 
chos que mucho nos preocupan. Creo que es bueno que 
recordemos y reflexionemos que estamos frente a una uni- 
dad especializada, una unidad militarizada, depositaria 
de buena parte de las carabinas existentes en el territorio 
nacional. Por lo tanto, por esa sola razón —y por muchas 
más—, la Guardia Republicana debería tener un compor- 
tamiento ejemplar en todo lo que dije antes: en el apego 
al Estado de derecho, en el cumplimiento de la ley, en su 
desempeño externo, es decir, en su relación con la comu- 
nidad y los ciudadanos, y también en cuanto a su funcio- 
namiento y organización interna y a la relación entre sus 
mandos, su principal jerarca, el señor director Yroa y el 
personal subalterno. 


Lo que mucho nos preocupa es que este último aspec- 
to, el que hace a la vida interna de la Guardia Republicana, 
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fue lo que motivó el llamado a sala al señor ministro del 
Interior en el día de hoy. Nosotros, el Partido Nacional, 
tenemos muchas dudas en cuanto a que el funcionamiento 
interno de la guardia sea el más adecuado, indicado y el 
que corresponde a la norma de derecho. 


No solo tenemos dudas porque, a esta altura nos da la 
impresión, por no decir la sospecha, de que en el ámbito 
de la guardia se han cometido situaciones por lo menos de 
apariencia irregular en algún caso, en algunos otros irre- 
gularidades lisas y llanas respecto de las cuales hay aspec- 
tos de convicción suficientes, indicios concurrentes, semi- 
plena prueba o como se quiera decir; abusos cometidos 
por parte de la jerarquía, del mando o de los mandos de la 
guardia con relación al personal subordinado, y situacio- 
nes en general que están por fuera de las normas jurídicas. 


Estamos haciendo referencia —vamos de lo general a lo 
particular— a hechos que se han venido dando en los últi- 
mos tiempos, particularmente en los últimos doce o die- 
ciocho meses, que tuvieron como protagonista —antes que 
nada como responsable objetivo— a quien ha sido durante 
todo este tiempo el director de la Guardia Republicana, el 
señor inspector principal Rovert Yroa, aquí presente. 


Obviamente, no nos estamos manejando con rumores 
—eso sería irresponsable o, por lo menos, prematuro—, sino 
que estamos hablando de versiones muy concretas, por- 
que las versiones son algo más que un simple rumor. Estas 
versiones tienen distintos orígenes, y tienen que ver con 
hechos que fueron denunciados en el Parlamento, tienen 
estado parlamentario; con hechos que fueron denunciados 
oportunamente por efectivos de la Guardia Republicana 
en el ámbito de la Comisión de Legislación del Trabajo; 
con versiones de investigaciones periodísticas referidas a 
esos mismos hechos que se dieron en forma reciente —a 
los que nos vamos a referir dentro de algunos minutos—, 
que no han sido cabalmente desmentidos; y también con 
versiones de testimonios que nosotros mismos a lo largo 
de todo este proceso previo a la comparecencia del señor 
ministro hemos recogido de otros integrantes de la Guar- 
dia Republicana, de gente vinculada a la guardia o a la ins- 
titución policial, coincidentes con las que tomaron estado 
público. De pronto esas versiones pueden no tener valor 
probatorio debido a que están dichas desde el anonimato, 
pero a nosotros —debo confesarlo— nos reafirman las dudas 
y sospechas de lo que serían situaciones irregulares que 
allí estarían aconteciendo. 


Pero lo que nos ha reafirmado en este temperamento 
es otro eje de este análisis, y para eso está el ministro del 
Interior aquí. El comportamiento del Ministerio del Inte- 
rior, en particular del señor ministro, nos resultó llamativo 
frente a estas versiones que tomaron estado público, que 
fueron muy contundentes y que en algunos casos dieron 
lugar a denuncias penales, como veremos más adelante. 


Cuando estos temas se plantearon en una comisión 
permanente de la Cámara de Representantes, y fue convo- 
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cado o invitado a comentar estos hechos, el señor ministro 
del Interior, prefirió no concurrir. Podrán decirme, y es 
verdad, que en la invitación no se lo obligaba a venir, sino 
que se lo invitaba y eventualmente podía hacerse repre- 
sentar por otra jerarquía, tal como ocurrió. Pero el minis- 
tro no vino, y es algo que me llama la atención porque 
frente a la gravedad de los hechos, si yo hubiera sido mi- 
nistro del Interior, habría concurrido a precisar el alcance 
de los hechos o a desmentirlos —si fueran mentira— para 
evitar males mayores. 


En esa oportunidad el señor ministro tampoco autori- 
zó al señor director Yroa a concurrir a la comisión perma- 
nente respectiva de la Cámara de Representantes, a pesar 
de que, según se nos dijo, el señor director había mani- 
festado su voluntad de asistir. No solo había manifestado 
su voluntad de concurrir, sino que había un comunicado 
del ministerio en el que se informaba que el director Yroa 
asistiría a la Comisión de Legislación del Trabajo, pero 
finalmente —según se nos dijo—, por decisión del comando 
ministerial, es decir, del señor ministro, al director Yroa 
no se lo autorizó a concurrir. A cambio de eso el señor 
ministro envió una delegación ministerial compuesta por 
figuras de cuarta o quinta jerarquía —lo digo con enorme 
respeto personal, ya que estoy hablando desde el punto 
de vista institucional— que eventualmente podrían haber 
desmentido, aclarado o despejado las dudas de los señores 
legisladores, lo que no ocurrió. 


A la Comisión de Legislación del Trabajo concurrieron 
el subdirector general de Secretaría, inspector Sesser, y el 
doctor Florio, asesor del señor ministro, quienes no solo 
no desmintieron, evacuaron las dudas ni contestaron las 
afirmaciones que allí se realizaron y que, como veremos 
más adelante, están referidas a denuncias muy delicadas 
contra el señor director de la Guardia Republicana, sino 
que en muchos casos confirmaron, por lo menos, la ve- 
rosimilitud o la posibilidad de que esos hechos —después 
de algunas investigaciones que están en marcha— podrían 
llegar a confirmarse. 


Y si alguna prueba adicional del comportamiento du- 
bitativo del ministerio necesitábamos, creo que la obtuvi- 
mos del señor ministro Bonomi cuando el 22 de diciem- 
bre, mucho después de ocurridos los acontecimientos que 
estoy narrando, compareció ante los medios de comunica- 
ción en una conferencia de prensa que convocó el propio 
ministerio. De todos esos hechos se refirió solo a algunos 
y otros no los contestó y, fundamentalmente, se dedicó a 
comentar un operativo desarrollado por la Guardia Repu- 
blicana en el río Cebollatí, que no es especificamente el 
objetivo del llamado a sala de este día, pero que aparente- 
mente comentó mal. Ese operativo en el río Cebollatí que 
la Guardia Republicana había desarrollado en situaciones 
vinculadas con el abigeato, no fue el que se denunció en los 
medios de comunicación; el ministro terminó comentando 
un operativo en el que la Guardia Republicana habría ac- 
tuado correctamente combatiendo una banda dedicada al 
delito de abigeato el 16 de agosto, pero la denuncia que se 
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hizo pública en un programa de televisión con relación a 
supuestos abusos de la Guardia Republicana no tenía nada 
que ver con eso, sino con un conjunto de cazadores turísti- 
cos —por decirlo así—, que con todos los permisos estaban 
practicando tiro en una zona cercana, pero el día anterior, 
es decir, el 15 de agosto; por lo tanto, una cosa no tenía 
nada que ver con la otra. Reitero que ese no es el centro del 
llamado a sala del día de hoy. 


Señora presidenta: después de estas consideraciones 
iniciales y generales, vayamos a los hechos. Por supuesto 
que no queremos aburrir a la Comisión Permanente con 
estos comentarios por lo que, en principio, los vamos a 
analizar de manera enunciativa y descriptiva y después, 
eventualmente, cuando el ministro se pronuncie, podre- 
mos agregar algunos aspectos adicionales, ya que conta- 
mos con abundante documentación. 


El primer hecho que queremos mencionar tiene que ver 
—hablando de la relación del jefe con sus subordinados, de 
las situaciones de acoso laboral, de los malos tratos y de 
la situación de presión interna que se viviría en la Guardia 
Republicana— con una agresión física que habría sufrido 
un guardia, el señor Marcelo Bustamante —o mejor dicho, 
sufrió, porque creo que a esta altura hay semiplena prueba 
de todo eso—, por parte del señor inspector Yroa en el año 
2014, que a partir de un forcejeo le provocó una quemadu- 
ra de primer grado en el cuello, cosa que fue debidamente 
certificada por el Hospital Policial y que, además, dio lu- 
gar a una denuncia penal contra el señor director Yroa por 
el delito de lesiones. 


Dicha denuncia se tramitó en la Justicia y se le dio cur- 
so, aunque se podría haber archivado en forma liminar si 
no hubiera encontrado elementos suficientes para abrir un 
expediente e iniciar un proceso. Inclusive, tengo entendido 
que la próxima semana, está prevista la realización de una 
audiencia con testigos. 


El propio Ministerio del Interior —esto es muy signi- 
ficativo y elocuente— le dio virtualidad a esta denuncia. 
El señor inspector Sesser, cuando concurrió a la Comi- 
sión de Legislación del Trabajo nos dijo que el ministerio 
estaba esperando las resultancias de la decisión judicial, 
que la propia Guardia Republicana se había presentado en 
la causa porque si de esa investigación judicial surgiera 
algún tipo de responsabilidades para el inspector Yroa, se 
tomarían las medidas disciplinarias que correspondieran. 


Esto en principio está muy bien, y creo que en algún 
sentido confirma la verosimilitud de la denuncia, que des- 
cribe un hecho grave, porque el director de una unidad no 
puede forcejear con un subordinado, no lo puede agredir 
físicamente ni lastimar; sí lo puede someter a un proce- 
so disciplinario, sancionarlo, iniciarle un sumario y todo 
lo que establece la normativa vigente, entre otras cosas, 
el reglamento de disciplina que en los primeros días del 
mes de enero acaba de aprobar el Poder Ejecutivo para la 
fuerza policial. En los hechos, lo que ocurre en la Guardia 
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Republicana va muy por fuera, o en línea paralela, a lo que 
establece la letra o el texto de los reglamentos y de la Ley 
Orgánica Policial. 


Lo que llama mucho la atención —tiene que ver con lo 
que considero es una suerte de tratamiento especial que 
parece que el señor director Yroa, como jerarca policial, 
ha recibido del mando político del ministerio— es que si el 
ministerio reconoce que hay un hecho que eventual, posi- 
ble o probablemente pueda conducir a la responsabilidad 
del señor Yroa —que está siendo investigado por la Justicia, 
y a lo que el Ministerio del Interior le da asidero y vero- 
similitud, más allá de que después se pueda confirmar, en 
todo o en parte—, él siga en su cargo y que no haya sido 
separado en forma preventiva, si su jerarca y el Ministerio 
del Interior entienden que la actuación judicial que está en 
marcha pueda desembocar en una consecuencia de carác- 
ter penal para este jerarca. 


El segundo hecho al que quiero referirme tiene que ver 
con una práctica que creo nos debería preocupar como ciu- 
dadanos y como integrantes del sistema político, como la 
práctica de tiro dentro de la unidad Guardia Republicana. 
Digo esto porque dentro de esta unidad el tiro se practica 
de manera absolutamente irregular, al aire libre y fuera 
del polígono, con armas de largo alcance. Esto, además 
de que sin ninguna duda es contrario a las normas y a las 
prácticas correctas e indicadas, puede comprometer la se- 
guridad del personal que revista en la Guardia Republica- 
na, y también la seguridad ciudadana, la seguridad de los 
montevideanos. La Guardia Republicana está emplazada 
en medio de un centro urbano de la ciudad de Montevideo, 
a pocos metros del monumento a Luis Batlle Berres y del 
edificio Libertad. Estamos hablando de la práctica de tiro 
con armas que, repito, tienen un alcance de 2000 o 3000 
metros. Por lo tanto, desde ese punto de vista, se compro- 
mete inexorablemente la seguridad de las personas. 


No quiero aburrir a la Comisión Permanente, pero ten- 
go un pen drive que contiene imágenes en las que se apre- 
cia con claridad que esto es efectivamente así; en ellas se 
muestra al señor director Yroa y a otros jerarcas policiales 
haciendo tiro al blanco fuera de los tres polígonos que tie- 
ne la Guardia Republicana. Se supone que los polígonos 
son para ensayar o para practicar tiro en condiciones de 
seguridad: hay uno de armas largas, otro de armas cortas 
y un polígono virtual. Entonces, ¿cómo puede entenderse 
que el señor ministro Bonomi, que se refirió a esto en al- 
guna oportunidad cuando habló con la prensa, diga que la 
Guardia Republicana es un cuerpo de élite y, por lo tanto, 
es necesario que en determinadas situaciones tire bajo es- 
trés? No cabe la más mínima duda de que tira bajo estrés, 
pero ello no quiere decir que lo haga de manera regular, 
cuidando y previniendo las condiciones de seguridad de 
los trabajadores de la guardia y de los ciudadanos en ge- 
neral, como recién decíamos. 


La versión que nos dio el inspector general Sesser 
cuando concurrió a la comisión nos llenó de perplejidad. 
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Nos dijo, en nombre del Ministerio del Interior, que habían 
pedido información con relación a la práctica de tiro y la 
Guardia Republicana les había dicho —supongo que la in- 
formación fue proporcionada por el señor director Yroa— 
que cuando a la Guardia Republicana concurrió de visita 
una delegación de legisladores del Partido Nacional y el ex 
comisionado parlamentario, doctor Garcé, se los invitó a 
tirar en el polígono y allí los señores legisladores del Par- 
tido Nacional pudieron comprobar que los conceptos de 
seguridad que se manejan, emplean y rigen están absolu- 
tamente contestes con las normas a ese respecto. Creo que 
esto sería un exceso de ironía o una falta de respeto si no 
fuera que, además, es de una enorme gravedad, porque no 
se puede decir que lo que sucedió en la visita programada 
de dos legisladores y del ex comisionado parlamentario, 
en la que efectuaron un tiro en el polígono, con todas las 
condiciones de seguridad, siguiendo las instrucciones de 
los instructores de la guardia, se tenga que tomar como 
la cotidianeidad en lo que respecta a la práctica del tiro. 
Las normas se cumplen cuando van los senadores, pero no 
todos los demás días, cuando no hay senadores o cuando 
no hay visitas del exterior y, por lo tanto, el señor director 
Yroa practica tiro como está documentado, como hay imá- 
genes al respecto y como también ha sido denunciado, en 
condiciones verdaderamente irregulares. 


En ese mismo contexto, en ese fogoso y peculiar con- 
texto, otro de los hechos que se produjo fue que uno de 
los guardias, el señor Sergio Núñez, mientras caminaba 
por una calle interna de la Guardia Republicana sufrió una 
herida, cuando el señor director Yroa, personalmente, dis- 
paraba contra un terraplén, en dirección al polvorín, donde 
se guardan las municiones de la Guardia Republicana. Por 
supuesto, fue una herida leve. Obviamente, la relevancia 
del hecho no es que sea leve, sino que hubo una herida, 
lo cual confirma que se estaba practicando tiro de manera 
inadecuada, indebida. 


También con respecto a esto fue sugestiva la explica- 
ción que nos dio el ministro del Interior. Cuando el ins- 
pector general Sesser vino a la comisión eludió cualquier 
respuesta sobre este episodio. El señor ministro Bonomi 
dijo públicamente que no se probó que la herida que el 
subalterno sufrió hubiera sido una herida de bala. Por su- 
puesto que no se probó. Si se hubiera probado que era una 
herida de bala, el subalterno estaría muerto, no hubiera 
sobrevivido, no hubiera resistido el impacto de una bala de 
ese calibre y de esa magnitud. No soy experto en balística, 
pero parece obvio que la bala lo hubiera matado. Lo que 
ocurrió fue que en ocasión de la balacera que estaba en 
marcha y de esa práctica de tiro en condiciones irregulares 
que realiza con habitualidad el señor director Yroa en el 
ámbito de la guardia —según los testimonios que hemos 
podido recoger—, una esquirla, una piedra o algo afectó o 
lastimó a este funcionario, lo cual está certificado por las 
más diversas vías: el médico de la unidad, el médico del 
Hospital Policial, las denuncias que se hicieron en la sec- 
cional n.? 13, los testimonios de oficiales superiores que 
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estaban allí y corroboraron los hechos, tal como estamos 
describiendo. 


Dicho esto, quiero plantear otro aspecto que me parece 
realmente preocupante. Me refiero a que estos hechos se 
denunciaron ante la Dirección de Asuntos Internos, como 
corresponde. De acuerdo con lo que establece el artículo 
13 de la Ley Orgánica Policial, la Dirección de Asuntos 
Internos del Ministerio del Interior es el órgano de con- 
trol integral de la gestión funcional de las dependencias 
del ministerio y tiene una larga serie de competencias y 
cometidos, entre ellos, controlar que el servicio policial se 
cumpla eficientemente y de acuerdo con el ordenamiento 
jurídico. El artículo 13 establece con respecto a la Direc- 
ción de Asuntos Internos: «La Dirección de Asuntos In- 
ternos dispondrá de todas las facultades necesarias para el 
cumplimiento de sus cometidos [...]. Al personal actuante 
de la Dirección de Asuntos Internos [...] no le será oponi- 
ble la jerarquía policial, el grado, el cargo o la función del 
investigado [...]». 


¿Qué quiere decir esto? Quiere decir que se supone que 
se crea la Dirección de Asuntos Internos para dar garan- 
tías a todos los trabajadores, como un organismo que, más 
allá de las jerarquías, con las mayores facultades que sean 
necesarias y suficientes, pueda intervenir y asegurar las 
garantías funcionales de todos los que trabajan en la Guar- 
dia Republicana y en las demás unidades policiales. 


Sin embargo, en este caso, tendríamos que preguntar- 
nos para qué está la Dirección de Asuntos Internos, por- 
que no intervino ante la denuncia que oportunamente se 
formuló. Nunca tomó declaración al oficial Núñez; nunca 
diligenció actuaciones ni pruebas; nunca investigó. ¿Por 
qué no investigó? ¿Porque depende directamente del mi- 
nistro del Interior? No quiero hacer suposiciones ni con- 
jeturas, no quiero generar suspicacias, pero me llama po- 
derosamente la atención que eso haya sido así. Se violaron 
las garantías funcionales, no se cumplió con la ley, no se 
investigó por parte de la Dirección de Asuntos Internos y, 
sin embargo, a este funcionario se lo trasladó. Se lo tras- 
ladó como represalia. A los tres días de que este aconte- 
cimiento ocurriera se lo trasladó al Instituto Nacional de 
Rehabilitación. 


Es así que llegamos al episodio tan difundido del 5 de 
octubre, que diera lugar a las denuncias públicas que dieci- 
siete funcionarios de la Guardia Republicana trasmitieron 
por los medios de comunicación, cuando otro integrante 
de la Guardia Republicana, el guardia Gustavo Brites fue- 
ra sumariado, separado y expulsado de la Guardia Repu- 
blicana por haber formulado determinadas denuncias. 


Este guardia se instaló en las afueras de la unidad. 
Un puñado de integrantes de la guardia concurrió a so- 
lidarizarse con él, a saludar al compañero que había sido 
expulsado. El ministerio interpretó que esto era una falta 
de parte de los funcionarios que se habían congregado a 
saludar al compañero expulsado. No está muy claro cuán- 
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tos fueron los funcionarios que se acercaron. Inclusive, en 
la conferencia de prensa del 22 de diciembre, el ministro 
habló de nueve funcionarios; se supone que fueron algu- 
nos más. 


Lo cierto es que a los tres días de esta decisión los 
diecisiete trabajadores que supuestamente estuvieron 
vinculados con ese episodio, con ese hecho y con esa ac- 
titud —y que por lo tanto fueron presuntos partícipes de 
esa supuesta concentración o manifestación—, sin investi- 
gación administrativa fueron trasladados al Instituto Na- 
cional de Rehabilitación en lo que obviamente es también 
una sanción encubierta y representa una represalia y una 
reacción de parte del ministerio y de la Guardia Republi- 
cana porque les provoca —claramente, esto es así; no puede 
sostenerse lo contrario— un perjuicio de carácter laboral y 
también económico. Si los trabajadores hubieran cometido 
una falta —partamos de la base de que es así o de que, por 
lo menos, es presumible que así sea—, el ministerio debería 
haberlos sumariado y separado del cargo, si se entiende 
que mientras se investiga o se procesa el sumario no pue- 
den desarrollar su función, pero no trasladarlos inmedia- 
tamente —en lo que es, sin ninguna duda, una sanción— ale- 
gando razones de servicio que todos sabemos no son tales, 
y tres meses después —como efectivamente ocurrió a fines 
del mes de diciembre del año pasado— decretar el sumario 
con la separación del cargo. 


Claramente, creo que este es un acto de mera arbitra- 
riedad y una notoria dualidad de criterio de los jerarcas del 
Ministerio del Interior a la hora de actuar. 


Sin embargo —aquí ingreso en un aspecto que es com- 
plejo y muy delicado porque tiene que ver con la pérdida 
de vidas humanas—, de los diecisiete funcionarios que fue- 
ron trasladados a partir de la situación que se generó el 5 
de octubre, efectivamente terminaron siendo trasladados 
dieciséis, porque uno se quitó la vida. En su momento, el 
señor ministro dijo que era de mal gusto hacer referencia 
al suicidio de este trabajador. Sé que es un tema muy deli- 
cado que se debe abordar con particular cautela, pero creo 
que si no lo señaláramos, más allá del mal gusto, incurri- 
ríamos en una evidente irresponsabilidad. 


Creo que sería irresponsable no introducir este aspecto 
en esta sesión, entre otras cosas, porque la cantidad de sui- 
cidios que ha habido, particularmente en la Guardia Re- 
publicana, en los últimos tiempos es en verdad alarmante. 
Hubo cinco suicidios y lo que me parece más llamativo, 
significativo, relevante, sugestivo e impactante es que fue- 
ron en un mes: entre el 10 de octubre y el 8 de noviembre 
del año pasado. Tres integrantes de la Guardia Republica- 
na se quitaron la vida, casualmente, días después de que se 
diera la situación del 5 de octubre. 


El señor ministro dijo que no había relación entre la 
circunstancia de que se quitara la vida el señor funciona- 
rio trasladado y el traslado. Señora presidenta: más allá 
del comportamiento de los suicidas —por cierto, se trata 
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de personas absolutamente desgraciadas; no es sencillo 
desentrañar o conjeturar las causas concretas que desen- 
cadenan una decisión fatal y dramática de esas caracte- 
rísticas—, debo decir —porque es así y, además, ha tomado 
estado público— que todos los testimonios que se conocen 
de familiares -más cercanos o más lejanos—, amigos, com- 
pañeros de trabajo y conocidos de estos trabajadores de la 
Guardia Republicana relacionan o intentan explicar esta 
decisión fatal a partir de la situación agobiante, de pre- 
sión, de acoso moral y de acoso laboral que no solo ellos, 
sino muchos más denuncian y han denunciado que estaría 
imperando en el interior de esta unidad especializada del 
Ministerio del Interior. 


Me queda un par de conceptos más para agregar al 
análisis de la Comisión Permanente. 


Ha habido denuncias que van más allá de la relación 
laboral del señor Yroa con sus subordinados y del clima 
interno aparentemente tan contaminado en la Guardia 
Republicana, que estarían afectando o comprometiendo 
severamente las garantías funcionales de los efectivos y 
aun la seguridad personal de ellos, en algunos casos. Ha 
habido denuncias —quiero decirlo porque han tomado es- 
tado público y también son versiones que creo el señor 
ministro debe comentar— de que se han dado situaciones 
inadecuadas en cuanto a la administración del patrimonio 
de la Guardia Republicana. Se ha hablado del delito de 
peculado y de situaciones indebidas en la administración 
de las chacras policiales que están a cargo de la Guardia 
Republicana, y por lo tanto del señor director Yroa, en San 
José y en Florida. No tengo pruebas contundentes, pero 
sé que el tema está en la Justicia y que se ha denuncia- 
do públicamente; por lo tanto, en función de eso traigo la 
versión a este llamado a sala al ministro del Interior para 
conocer la posición oficial de esa cartera. Se comenta que 
se ha vendido mercadería, animales que se crían en las 
chacras de manera clandestina, ilegal, y hay testimonios, 
yo he visto algunos, aunque no estoy en condiciones de 
valorarlos; en todo caso, lo hará la Justicia si es que este 
trámite sigue —creo que sí— ese camino. Inclusive, a algu- 
nos de los guardias se le habría dado la orden de trasladar 
en camión determinadas existencias, animales de distinto 
tipo, lanares, productos porcinos, a una chacra en la zona 
de Piedras Blancas y que a partir de allí habría una especie 
de organización clandestina que estaría funcionando no sé 
con qué alcance; eso también habría ocurrido en el último 
tiempo. 


Tengo entendido —repito que en esto quiero ser muy 
cuidadoso— que la Justicia también ha dado trámite a la 
denuncia —que primero se presentó en el juzgado de cri- 
men organizado y que este derivó a la Justicia penal- res- 
pecto de la cual el señor director Yroa fue citado a declarar 
el pasado 23 de diciembre. 


Más allá de eso —por supuesto, habrá que esperar las 
resultancias de la Justicia, que podrá concluir que efec- 
tivamente se cometió un delito, que podrá concluir que 
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no se cometió ninguno, que podrá concluir que no hay 
pruebas suficientes, porque muchas veces los hechos irre- 
gulares acontecen, pero las consecuencias penales no se 
producen porque no se reúnen las pruebas suficientes; 
veremos lo que dice la Justicia— lo que sí le pregunto al 
señor ministro es si es razonable que en las chacras de 
la Guardia Republicana, que se supone están para todo lo 
que dijimos al comienzo de nuestra exposición, se realicen 
actividades productivas como la cría de animales y faenas. 
Los registros gráficos muestran un número muy importan- 
te de efectivos, de recursos humanos dedicados a tareas de 
producción respecto de las cuales creo que es bueno que se 
nos diga —se podrá considerar bueno o malo— qué tipo de 
controles existen. ¿Hay inventarios de la actividad que se 
realiza en las chacras, de carácter productivo y comercial? 
¿Hay auditorías? ¿Interviene la Auditoría Interna de la 
Nación o esto lo maneja el director Yroa con el criterio de 
un patrón de estancia, como si fuera una hacienda privada 
donde, por lo tanto, se crían animales, se venden, entran 
y salen sin control alguno? ¡Estos son recursos públicos! 
No me refiero a la producción, que puede tener un escaso 
valor económico, sino a los recursos humanos, logísticos, 
al espacio público, que es del Estado, de la administración 
pública, del Ministerio del Interior. Más allá de la discu- 
sión en cuanto a la pertinencia de desarrollar esta activi- 
dad, si se va por ese camino es obvio que debería hacerse 
con todas las garantías de la buena administración, con 
todos los controles, con toda la documentación y con to- 
dos los recaudos administrativos que, francamente, no sé 
si existen, y al respecto solicito que se me informe. 


En la última parte de mi exposición, no tengo más re- 
medio que poner sobre el tapete un asunto referido a la 
persona del señor director Yroa, jefe de la Guardia Repu- 
blicana, y le pido disculpas por anticipado porque, real- 
mente, no me resulta para nada cómodo hacerlo. Tengo 
la impresión —así se me ha trasmitido en varias versiones 
que he recogido— de que en la persona del señor director 
Yroa muchas veces se confunden de manera curiosa las 
condiciones profesionales —que, seguramente, tiene— con 
las condiciones emocionales. 


El señor director Yroa ha tenido comportamientos lla- 
mativos en el desempeño de su función, más allá de la na- 
turaleza de la función policial, de la verticalidad del man- 
do que él ejerce y de la característica y signo de la tarea 
que tiene a su cargo como funcionario y jerarca policial. 
Por ejemplo, en comisión se denunció —he recogido testi- 
monios coincidentes en ese sentido— que el señor director 
Yroa llevó a su hijo, cuando era menor de edad, a practicar 
tiro en las instalaciones de la Guardia Republicana. No 
solo ha hecho eso, sino que además le ha puesto uniforme 
y lo ha hecho formar con los demás efectivos de la guar- 
dia. Y no solo le ha puesto uniforme y lo ha hecho formar, 
sino que además lo ha premiado. No sé por qué; supongo 
que sería por haber tirado bien; le ha entregado premios a 
su propio hijo, que ahora es mayor de edad, pero esto ocu- 
rrió cuando aún era menor. Si es así, es una irregularidad. 
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Traigo esto a colación —entre otras cosas— porque a 
esta altura creo que si el señor ministro del Interior que- 
ría evadir estos temas, administrar los tiempos o dilatar 
las respuestas con relación a las acusaciones, se equivocó 
cuando hizo venir al señor inspector Sesser a la Comi- 
sión de Legislación del Trabajo, porque él tampoco negó ni 
desmintió lo que estoy denunciando. En esa oportunidad 
dijo: «En cuanto al hijo del inspector Yroa, nos consta que 
concurre a la Guardia Republicana y que en alguna opor- 
tunidad, como hacen muchos civiles [...] con las precau- 
ciones del caso [...] ha realizado tiro. No nos consta que 
en alguna oportunidad haya sido premiado. Quizás haya 
sucedido. No lo sabemos; tendríamos que averiguarlo». La 
negativa y el desmentido no son rotundos; es un desmenti- 
do y punto. Cuando un jerarca del Ministerio del Interior, 
frente a una afirmación tan grave como esa dice que hay 
que averiguar, me queda la sensación de que se están cu- 
rando en salud y están dejando un margen porque algo de 
esto pudo haber acontecido. 


Asimismo —porque todo esto tiene que ver—, se ha di- 
cho que en el pasado no inmediato, pero cuando ya era 
funcionario policial y revistaba en las filas de la Guardia 
Republicana, el señor director Yroa fue sometido a trata- 
miento psiquiátrico. Naturalmente, eso es algo a lo que 
cualquier ser humano puede verse enfrentado. Esto tam- 
bién fue mencionado en la comisión por parte de los traba- 
jadores que concurrieron y de la misma manera que hizo 
con relación a lo que comenté antes, el inspector Sesser 
también dejó abierta la posibilidad. Con respecto a los pro- 
blemas de salud del inspector Yroa dijo: «No descartamos 
que los haya tenido, porque no conocemos toda la historia 
médica del inspector Yroa, pero desde el momento en que 
asumió en la Guardia Republicana, y aun antes, desde el 
período anterior en el cual fue director nacional de Policía 
Caminera, no sucedió nada de eso. Habría que ahondar un 
poco en su legajo personal para ver si aconteció algo con 
anterioridad». 


Repito que quiero ser muy cuidadoso y respetuoso: 
esto no implica ningún tipo de imputación. Condenar o 
juzgar a alguien por haber estado enfermo y sometido a un 
tratamiento sería un comportamiento autoritario. Lo digo 
por algo que hemos aprobado en la ley de Presupuesto y 
que dio lugar a una nota que apareció en el mes de enero 
en el diario El País titulada «La nueva Policía de Bono- 
ml», como si estuviéramos iniciando un nuevo tiempo. En- 
tre ocho puntos sobresalientes que implicarían reformas o 
ajustes a la gestión del ministerio y a la conducción poli- 
cial, se menciona uno que tiene que ver con una norma que 
hace pocos meses aprobamos en el Presupuesto nacional: 
que desde este año los policías deberán contar con un car- 
né de aptitud psicofísica y que periódicamente el personal 
policial será sometido a una evaluación de salud mental 
y física. Hurgando en lo que resolvimos en la instancia 
presupuestal el año pasado, encontré que el artículo 157 de 
la Ley n.” 19355 —de Presupuesto del año 2015—, dice que 
la aptitud psicofísica del personal policial deberá ser eva- 
luada al menos cada veinticuatro meses y que el no cum- 
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plimiento de esa disposición será considerada falta grave. 
Quiero que el ministro nos diga qué alcance tiene esto, 
porque es muy importante en lo que hace a la gestión y a la 
conducción policial. No vale que esto solo se aplique a los 
subordinados. Supongo que el ministerio habrá aprobado 
esta disposición para que todos los policías, sean oficiales 
subalternos, oficiales superiores, los que están al mando 
de las unidades del Ministerio del Interior, los comisarios, 
los subcomisarios, los jefes de Policía, por la naturaleza 
de la función, porque están uniformados y llevan armas, 
pasen por ese control que nos daría la debida tranquilidad 
a todos los ciudadanos. En esa dimensión nosotros apoya- 
mos esa disposición. 


No quiero alargar esta exposición inicial indebida- 
mente. Tendría más cosas para agregar; probablemente, 
después de escuchar al ministro, incorpore algún aspecto 
más al análisis. Con estas preocupaciones que acabamos 
de volcar llegamos a la Comisión Permanente. Va de suyo 
que las interrogantes que nos animan están implícitas en 
todas las afirmaciones y consideraciones que hemos for- 
mulado con respecto a la situación que hemos narrado; no 
necesitamos darles forma de pregunta. 


En ocasión del aniversario de la Guardia Republica- 
na el pasado 17 de diciembre, el director Yroa dijo en su 
discurso que a la Guardia Republicana no se le debe te- 
mer. Presumo que habrá tenido la necesidad de hacer una 
aclaración en ese sentido. Sin embargo, mucho tememos 
que los aspectos que hemos comentado estén horadando a 
la Guardia Republicana, precisamente, en la condición de 
carácter republicano, que por algo lleva su nombre, ya que 
es la que a todos —no solo a los representantes del gobier- 
no, sino a la sociedad entera y a todos los partidos políti- 
cos— nos debería garantizar la certeza de que este cuerpo 
de élite, especializado y con características tan especiales, 
cumple debidamente la ley, respeta los derechos de los 
ciudadanos y de sus propios integrantes, que también son 
ciudadanos. 


He culminado, señora presidenta, pero si se me auto- 
riza daré una interrupción al señor legislador Bordaberry 
para que formule las consultas vinculadas al otro punto de 
la convocatoria. 


SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
legislador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY-- Señora presidenta: vamos a 
plantear al señor ministro y a sus asesores siete preguntas. 
Las hemos traído por escrito y voy a solicitar que se repar- 
tan para que no sea necesario tomar nota y así facilitar su 
comprensión. Refieren al segundo punto de la convoca- 
toria, es decir, a la evolución de las estadísticas sobre los 
delitos de rapiña y homicidio y a la evaluación del nivel de 
esclarecimiento. Se ha hablado, pero aún no se han libera- 
do los números correspondientes a 2015. 
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La primera pregunta es: ¿cuál fue el número total de 
homicidios en 2015, y si hubo un aumento respecto a los 
años anteriores? De haberlo habido, ¿cuál estima fueron 
los motivos? 


En la segunda interrogante planteamos la misma inte- 
rrogante con respecto a las rapiñas. ¿Cuál fue el número de 
rapiñas ocurridas en 2015? Si hubo un aumento respecto 
a los años anteriores, ¿cuáles estima fueron los motivos? 


La tercera pregunta es por qué no se liberó aún toda la 
información y los datos sobre los delitos de 2015. 


La cuarta interrogante está referida a un anuncio que 
realizó hace un tiempo el ministro. Nos gustaría saber en 
qué estado se encuentra la construcción de un observato- 
rio nacional de criminalidad que opere fuera del Ministe- 
rio del Interior. 


En quinto lugar, con respecto a los números del ob- 
servatorio y de la convocatoria, nos gustaría conocer los 
motivos por los cuales la tasa de esclarecimiento de los 
delitos en el Uruguay está descendiendo cada año. ¿Por 
qué en el Uruguay cada día se aclaran menos delitos? Nos 
parece importante conocer los motivos y la estimación del 
ministro al respecto. 


Hemos visto que ahora también se clasifican los de- 
litos como luchas de narcos por territorios. Por lo tanto, 
nos gustaría saber cuál es el criterio técnico que utiliza 
el ministerio para definir como lucha de narcos por terri- 
torio determinados hechos que están ocurriendo hoy en 
Uruguay. 


Por último, en cuanto a las estadísticas solicito que, si 
es posible, se nos informe cuál es la tasa de participación 
de mayores y menores en los delitos de rapiña y homicidio 
que inician un proceso judicial. 


Estas son las siete preguntas que espero hayan sido en- 
tregadas al señor ministro. 


Gracias señora presidenta; gracias señor legislador 
Abdala. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
legislador Abdala. 


SENOR ABDALA .- He finalizado, señora presidenta. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: es un gusto comparecer en esta jornada para dar 
nuestra opinión y brindar información sobre los dos temas 
planteados. 


46-C.P. COMISIÓN PERMANENTE 


Voy a responder primero lo referente a la Guardia Re- 
publicana y después a lo planteado por el senador Borda- 
berry respecto a la evolución de los delitos. 


En cuanto a la Guardia Republicana, voy a hacer una 
exposición de fondo, pero antes quiero referirme a algunos 
de los planteos formulados. 


Es contradictorio; hubo un momento en que la prensa 
nos criticaba, decía que los delincuentes tienen mayor po- 
der de fuego que la Policía y cómo íbamos a enfrentar a 
esa delincuencia con un bajo poder de fuego. Me llamó la 
atención que se señalara que la Guardia Republicana tiene 
un poder de fuego importante porque es una visión dife- 
rente a la que se da en la prensa, y dos por tres se sostiene 
para decir que la Policía no puede enfrentar a los delin- 
cuentes. La visión acertada es la que se acaba de expresar: 
hay un poder de fuego importante, pero los delincuentes 
no están mejor armados. 


Participé en una conferencia de prensa, no para res- 
ponder lo que se había planteado en las comisiones del 
Poder Legislativo, sino en un programa televisivo. Se aca- 
ba de mencionar en sala que yo hablé solo de uno, pero 
después se dijo que en la prensa expresé que la Guardia 
Republicana tiene que hacer prácticas de tiro bajo estrés y 
que la herida de bala no fue certificada por ningún médico. 
Todo eso fue en la misma conferencia de prensa donde 
se habló de los dos temas: la denuncia pública hecha a la 
cacería y lo que pasó en la Guardia Republicana. En esa 
conferencia de prensa dimos respuestas y lo que se acaba 
de mencionar forma parte de ellas. No es que no hayamos 
hablado; hablamos de ese asunto, por eso lo pudieron citar; 
de lo contrario no hubieran podido hacerlo. Les habrá con- 
vencido o no, pero nosotros tocamos los dos temas. 


Respecto a la cacería, la conferencia de prensa la hi- 
cimos junto con productores rurales que entendían la 
importancia de ese operativo que duró cuatro días. Ellos 
hacían referencia a cuatro días, pero los que participaron 
y fueron detenidos quisieron hacer creer que duró un día 
y que los detuvieron en forma irregular. Fue todo regular, 
todo dirigido por la Justicia, duró cuatro días y los deteni- 
dos fueron a la Justicia bajo la dirección del operativo. Lo 
quiero aclarar: la conferencia de prensa se refería a eso. 
El programa planteó algo muy poco serio, y por eso nos 
sentimos obligados a responder públicamente. 


Con referencia a la no comparecencia ante la Comisión 
de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representan- 
tes, debo decir que generalmente no comparezco ante esa 
comisión salvo cuando se tratan determinados asuntos, 
porque tenemos una comisión que trata los temas labo- 
rales y sindicales y es habitual que concurran los que se 
ocupan del tema. Además, lo que para el legislador es un 
asunto muy importante para nosotros no lo era. Este asun- 
to, a diferencia de lo que se ha dicho, ha sido tratado desde 
el primer momento en la Comisión de Asuntos Internos, 
por cuestiones administrativas y porque está en más de 
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un juzgado y el auxiliar de la Justicia en esos juzgados es 
dicha comisión. Por lo tanto, se ha investigado este tema; 
no es que no se haya participado en ningún momento. Se 
ha investigado con las denuncias y con testigos que llama- 
ron. Desde el punto de vista administrativo, me comuni- 
can formalmente que no hay mérito para que se denuncie 
como falta administrativa, y la Justicia verá el resto. Por 
tanto, nosotros no tomamos medidas porque, si no hay mé- 
rito según la Comisión de Asuntos Internos, que es la que 
estudia estos temas, no hay mérito. Reitero: lo ha tratado 
la Comisión de Asuntos Internos. 


Quisiera abordar en especial un tema. No me parece 
correcta la apreciación personal sobre el director de la 
Guardia Republicana, el comisario general retirado Ro- 
vert Yroa. Creo que no se sabe de lo que se está hablando 
y eso lo hace más incorrecto. En la Policía hay situaciones 
que hacen que muchos funcionarios —no solo el director 
Yroa, sino muchos policías— que pasaron por determina- 
da experiencia sean sometidos a un análisis psicológico 
para ver si están en condiciones de seguir. Este fue el caso. 
La comisión correspondiente entiende que puede trabajar, 
pero no voy a entrar en detalles; solo digo que hay quienes 
saben de qué estoy hablando y me parece muy malo haber- 
lo traído a colación. También hay quienes no saben de qué 
estoy hablando y, por lo tanto, deberían pensarlo un poco 
más. Es absolutamente incorrecto haber traído ese tema al 
tapete en los términos que se hizo. 


Deseo hablar fundamentalmente de algunos conceptos 
relativos al cambio de paradigma en materia de seguridad 
pública que hemos promovido desde esta administración. 
Voy a mencionar alguna de las normas que refieren al es- 
tatuto policial consagradas en la Constitución de la repú- 
blica y en la nueva Ley Orgánica Policial. 


Detrás de toda organización funcional siempre existe 
una concepción doctrinaria que domina su accionar. La 
Policía, como fuerza pública destinada a la prevención, di- 
suasión y represión de los delitos, también tuvo y tiene una 
concepción doctrinaria. Antes de que asumiera el nuevo 
Gobierno, la doctrina de la Policía estaba inspirada en la 
concepción del orden público dominante en el siglo XX, 
basada en los trabajos del escritor y periodista francés 
Jean Lartéguy. El orden público como tal no es otra cosa 
que un concepto jurídico indeterminado y su significado 
siempre dependerá de la interpretación que haga el go- 
bierno de turno. Nosotros no compartimos esa concepción 
doctrinaria. Desde que asumimos consideramos que de- 
bíamos apostar a la seguridad de los habitantes, tal como 
la definió Naciones Unidas en el año 1995, entendiendo 
que la seguridad del Estado y el concepto de orden público 
no eran suficientes para enfrentar los problemas de segu- 
ridad que se estaban dando en el mundo, y reafirmando la 
idea de que la Policía es una fuerza civil y, como tal, debe 
proteger a las personas, permitiendo el desarrollo de su 
vida en sociedad. La Policía está al servicio del Estado de 
derecho y su misión es garantizar el libre ejercicio de los 
derechos y libertades. Sin seguridad no existe el libre ejer- 
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cicio de los derechos de que gozamos por vivir en socie- 
dad. Podemos afirmar que la seguridad de los habitantes 
es, en definitiva, la garantía para el goce de los derechos 
humanos. 


Esta concepción, que venimos llevando a la práctica, 
es la base fundamental de la nueva Ley Orgánica Policial 
que entró en vigencia el 1. de enero. Debe tenerse claro 
que la anterior Ley Orgánica Policial y sus decretos regla- 
mentarios fueron producto de un período de inestabilidad 
institucional de nuestro país, por lo que sus conceptos se 
encontraban imbuidos por otros que les son ajenos y que 
son propios de la disciplina militar. Como ejemplo pode- 
mos destacar la manifiesta confusión conceptual en la que 
incurría la norma al equiparar defensa y seguridad. Asi- 
mismo, el criterio de asignación de las misiones se basaba 
en un régimen disciplinario que se fundaba en el arresto 
como medio correctivo; el sistema de ascensos priorizaba 
la antigúedad por encima de los talentos y se tenía una lar- 
ga carrera funcional conformada por catorce grados, entre 
otros tópicos. 


Concretamente, apostamos a generar una Policía que 
esté al servicio de la comunidad, con vocación democrá- 
tica, cuyo servicio sea profesional y desempeñe sus fun- 
ciones a través de la planificación y evaluación de sus ac- 
tividades; una Policía que se ajuste a los principios éticos 
aceptados internacionalmente y cuyas funciones principa- 
les sean prevenir, disuadir y reprimir el delito, actuando 
además como auxiliar de la Justicia. 


En definitiva, la Policía nacional es un cuerpo arma- 
do de naturaleza civil y profesional dependiente del Poder 
Ejecutivo que, conforme a nuestra Constitución, se encar- 
ga de la conservación del orden y de la tranquilidad en la 
seguridad interna. 


Voy a hacer hincapié en un concepto que ya mencio- 
né anteriormente en cuanto a tomar a la Policía como un 
instrumento para la defensa y la protección de los dere- 
chos humanos. La Policía debe garantizar la convivencia 
y apostar a la protección de los habitantes. Sin embargo, 
dentro de la fuerza aún existen algunos funcionarios que 
tienen un comportamiento diametralmente opuesto al que 
nos proponemos. Pero sobre esto hablaré más adelante. 


En cuanto a lo establecido en la Ley n.? 19315, de 18 de 
febrero de 2015, mencionaremos que el orden y la seguri- 
dad pública interna son de competencia exclusiva del Es- 
tado, y su mantenimiento corresponde al Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio del Interior. Como ya dijimos, se 
trata de una fuerza civil y pública en materia de seguridad 
interna y, como tal, es un cuerpo de carácter profesional y 
nacional. Su estructura y organización son de naturaleza 
jerárquica y su funcionamiento se rige por la más estricta 
disciplina y observancia del ordenamiento jurídico vigen- 
te. La Ley Orgánica Policial establece, a texto expreso, 
que la Policía nacional tiene como misión proteger el li- 
bre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar el 
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orden y seguridad interna mediante el desempeño de sus 
cometidos. 


Entre sus cometidos, se establece: 


«A) Velar por el cumplimiento de las leyes y disposi- 
ciones generales, ejecutando las órdenes que le hayan sido 
encomendadas, en el ámbito de sus respectivas competen- 
cias. 


B) Auxiliar y proteger a las personas y asegurar la con- 
servación y custodia de los bienes que se encuentren en 
situación de peligro por cualquier causa. 


C) Mantener y restablecer, en su caso, el orden y la 
seguridad. 


D) Prevenir la comisión de los delitos y las faltas esta- 
blecidos en el Código Penal y en las leyes especiales, así 
como las contravenciones administrativas para las cuales 
se haya dispuesto su intervención. 


E) Reprimir las conductas que constituyan delitos y 
faltas. 


[+s:] 
G) Garantizar la seguridad en lugares y actos públicos. 


H) Participar en los operativos que determinen las au- 
toridades competentes, en casos de grave riesgo, catástro- 
fe o en materia de protección del medio ambiente y recur- 
sos naturales. 


I) Efectuar la vigilancia aérea, utilizando el espacio aé- 
reo exclusivamente para tareas de observación y apoyo a 
las operaciones policiales en tierra, en conformidad con el 
ordenamiento jurídico internacional y nacional que rige la 
materia y la reglamentación que al respecto se dicte. 


J) Combatir el terrorismo, así como los delitos y crí- 
menes de lesa humanidad, promoviendo el respeto por los 
derechos humanos. 


K) Aquellos otros cometidos que le atribuye la legisla- 
ción vigente». 


Por otro lado, se establece que a la Policía nacional, 
como auxiliar de la Justicia, le compete investigar los 
delitos o hechos con apariencia de delito; someter a la 
jurisdicción del tribunal competente a los presuntos res- 
ponsables de hechos delictivos; desarrollar el proceso de 
investigación criminal dentro de sus competencias y bajo 
la dirección del tribunal; preservar la escena del hecho, 
documentar los hallazgos, manipular, analizar y conservar 
los objetos, pruebas e indicios del delito, de acuerdo con 
los procedimientos científicos y técnicos aplicables, po- 
niéndolos a disposición del tribunal competente, y aque- 
llos otros cometidos que le atribuya la legislación vigente. 


48-C.P. COMISIÓN PERMANENTE 


A continuación, me referiré al aspecto disciplinario 
que rige la actuación de la Policía. 


La Constitución de la república establece que habrá un 
estatuto especial. En ese sentido, el artículo 59 expresa: 


«La ley establecerá el Estatuto del Funcionario sobre 
la base fundamental de que el funcionario existe para la 
función y no la función para el funcionario. 


Sus preceptos se aplicarán a los funcionarios depen- 
dientes: 


A) Del Poder Ejecutivo, con excepción de los militares, 
policiales y diplomáticos, que se regirán por leyes especia- 
les [...]». 


Además, el artículo 2.* de la nueva Ley Orgánica Poli- 
cial, que entró en vigencia el 1. de enero —disculpen que 
insista—, determina: «La Policía nacional constituye una 
fuerza civil y pública en materia de seguridad interna. Es 
un cuerpo de carácter nacional y profesional. Su estructu- 
ra y organización es de naturaleza jerárquica y su funcio- 
namiento se rige por la más estricta disciplina y observan- 
cia del ordenamiento jurídico vigente». 


En el mismo sentido, el literal A del artículo 37 esta- 
blece, de manera expresa, la prohibición de realizar ma- 
nifestaciones que atenten contra el respeto a los poderes 
del Estado, sus autoridades o formulen críticas sobre la 
organización y estructura de la institución, gestión y po- 
líticas adoptadas por autoridades. Funcionarios policiales 
interpusieron una acción de inconstitucionalidad con re- 
lación al derecho de huelga y a la prohibición de realizar 
manifestaciones que atenten contra el respeto a los pode- 
res del Estado, sus autoridades o formulen críticas a la or- 
ganización de la institución, gestión y políticas adoptadas 
por las autoridades. En su dictamen sobre la acción de in- 
constitucionalidad, el fiscal de corte, doctor Jorge Díaz, 
se expidió acerca de la constitucionalidad de esta nor- 
ma. Con relación al artículo 37, manifestó que se trata de 
mantener el equilibrio jurídico entre el derecho a la libre 
expresión y la necesidad de que exista disciplina interna, 
cualidad indispensable en el organismo del cual depende, 
fundamentalmente, la seguridad pública, dado que este es 
un componente insoslayable de la necesaria legitimidad 
social que debe rodear al agente policial. 


Lo cierto es que esto no es nuevo. El artículo 50 de la 
anterior Ley Orgánica Policial —vigente en el momento en 
que ocurrieron los hechos que generaron esta convocato- 
ria— establecía, entre las obligaciones del Estado policial 
para el personal en actividad, la obediencia al superior 
jerárquico impartida por las órdenes de servicio y la suje- 
ción al régimen disciplinario policial. 


¿Cuál es la razón que justifica que estas normas subra- 
yen el carácter disciplinario y la dependencia jerárquica 
de la Policía? La respuesta es muy sencilla: es a través de 
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la Policía que el Estado ejerce el monopolio del uso de la 
fuerza en forma legítima. Por este motivo, el cuerpo poli- 
cial debe ser altamente profesional y estar sometido a una 
estricta disciplina, que evite cualquier tipo de desborde. 
En definitiva, su obligación respecto al uso de la fuerza no 
es otra cosa que defender a la población. Si a un funcio- 
nario policial se le entrega un arma, debe estar sometido, 
como contrapartida, a un régimen disciplinario que ase- 
gure su utilización, amparándose de manera estricta en el 
marco normativo que lo rige. 


Cuando en 2010 asumimos nuestro cargo en el Minis- 
terio del Interior, nos propusimos realizar un cambio ra- 
dical en la Policía, apostando a generar una fuerza acorde 
a los desafíos venideros en materia de seguridad. Fuimos 
conscientes de que en esa materia era fundamental promo- 
ver una política de Estado. Por eso, no dudamos en convo- 
car a todo el espectro político para generar un acuerdo de 
base que nos permitiera instrumentar los cambios. 


En el documento de consenso elaborado por la co- 
misión multipartidaria de seguridad pública —que fue 
integrada por todos los partidos políticos que tenían re- 
presentación parlamentaria—, entre las medidas a adoptar 
se consignó dar carácter nacional al Regimiento Guardia 
Republicana, fortaleciendo su capacidad operativa, lo cual 
podría llegar a representar —si las circunstancias así lo 
requirieran— aumento de su personal. En la instancia 
jurídica correspondiente, esta fuerza recibiría el nombre 
definitivo de Guardia Republicana. 


Además, dicho documento establecía el compromiso 
de conformar grupos de intervención rápida —como el 
actualmente denominado GEO-— en aquellas jefaturas de 
Policía que fuera necesario hacerlo, teniendo en cuenta la 
situación de criminalidad y de orden público de la zona. 


El Gobierno cumplió el compromiso asumido: a tra- 
vés del artículo 231 de la Ley n.” 18719, de Presupuesto 
nacional, de 27 de diciembre de 2010, creó la Guardia Re- 
publicana como cuerpo especial, con jurisdicción nacio- 
nal, dependiente del Ministerio del Interior, asignándole 
los cometidos de prevención y de represión del delito, el 
mantenimiento del orden público y la formación técnica 
policial de quienes revistan en los cuerpos especiales de 
las diferentes jefaturas departamentales. 


Este cambio representó la unificación de dos cuerpos 
policiales: la Guardia de Coraceros y la Guardia de Gra- 
naderos, que dependían de la Jefatura de Policía de Mon- 
tevideo y no tenían jurisdicción nacional. Luego de esta 
unificación, la fuerza efectiva quedó con ochocientos fun- 
cionarios; al día de hoy ha aumentado, llegando a mil qui- 
nientos. Esto nos permite mejorar los despliegues a nivel 
nacional e ir cumpliendo con los compromisos asumidos. 


Estas modificaciones organizacionales vinieron acom- 
pañadas de cambios de enfoque en cuanto al rol de la 
Guardia Republicana, garantizando su carácter preventl- 
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vo y decisivo en apoyo a las demás unidades policiales y 
modificando el enfoque exclusivamente represivo que tu- 
vieron las fuerzas que se unificaron. Se trató de un nuevo 
paradigma que puso en el centro la dignidad de la persona 
y la defensa de sus derechos. Lamentablemente, cuando 
asumimos en el año 2010 nos encontramos con una cul- 
tura organizacional ajena a la función que tenía asignada. 
Era una fuerza distante, que la mayor parte del tiempo se 
encontraba acuartelada y no tenía tareas específicas de 
prevenir o disuadir la comisión de delitos; trabajaba en 
determinadas situaciones concretas y había una verdadera 
subutilización del personal. 


Conforme a la perspectiva adoptada, nos propusimos 
realizar una readaptación del perfil del personal que in- 
gresara a la Guardia Republicana, para modificar cuali- 
tativamente sus recursos humanos. Sin embargo, esto no 
arrancó de cero. Como dijimos, luego de que las guardias 
fueran unificadas se contaba con un total de ochocientos 
funcionarios, quienes estaban acostumbrados a otra diná- 
mica de trabajo y tenían una visión exclusivamente repre- 
siva. No hay que ser muy perspicaz para darse cuenta de 
que un cambio de esta naturaleza iba a generar resistencias 
dentro de la fuerza. Nos encontramos con un personal cuya 
tarea consistía casi exclusivamente en la intervención ante 
situaciones concretas y actuaba únicamente cuando era 
convocado para realizar procedimientos específicos —1n- 
tervención en los partidos de fútbol de alto riesgo, grandes 
convocatorias, operaciones especiales, etcétera ahora 
debe desplegarse a nivel nacional, cumpliendo una mayor 
cantidad de tareas. Esta es una de las razones fundamen- 
tales por las cuales se ha generado alguna resistencia a los 
cambios. Sin embargo, tengo que resaltar que la enorme 
mayoría de los funcionarios ha acompañado de manera sa- 
tisfactoria los cambios propuestos, porque se ha entendido 
que ellos están para la función y no la función para ellos y 
que esta modalidad de trabajo es la mejor forma de servir 
a la población. 


Nosotros apostamos a una disciplina por convicción. 
En este sentido, en términos generales, la experiencia ha 
sido exitosa. Lamentablemente, hay un grupo minoritario 
de funcionarios que resiste los cambios y que se ha 
propuesto generar una serie de problemas tendientes a 
desestabilizar este proceso, cuestionando constantemente 
el mando de las autoridades políticas, dando palo y palo a 
la Guardia Republicana antidisturbios, en lugar de apoyar 
lo que se está tratando de construir y consolidar. Esa era la 
idea y a partir de ella se genera una resistencia. 


Como forma de manifestarse, entre otras, han elegi- 
do las redes sociales. Nosotros vamos a demostrar el uso 
abusivo, indebido e ilegítimo que algunos funcionarios 
realizan en las redes sociales, vulnerando la normativa 
disciplinaria y demostrando una falta absoluta de ética 
profesional. A continuación, vamos a mostrar registros 
fotográficos obtenidos a través de las redes sociales. Este 
es el motivo de muchas de las cosas que suceden adentro. 
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La fotografía que estamos observando tiene una ins- 
cripción que dice: «A veces situaciones desmedidas ame- 
ritan acciones extremas». El problema es quién resuelve 
tomar acciones extremas. 


La siguiente foto es grave porque, precisamente, lo que 
se lee en ella ocasiona todo lo demás. Tiene una inscrip- 
ción que dice: «Si la lucha te asegura la victoria, entonces 
debes luchar incluso si el gobernante lo prohíbe. Si luchar 
no asegura la victoria, entonces no debes luchar incluso 
por orden del gobernante». Este concepto surge de una tri- 
logía de libros que leían los militares de la predictadura y 
la dictadura: Los centuriones, Los pretorianos y Los mer- 
cenarios, cuyo autor es Jean Lartéguy. Además, en esos 
libros se maneja que siempre, a último momento, un pelo- 
tón de soldados salva a la humanidad. Este es un concepto 
absolutamente mesiánico que se repite. 


Esta fotografía es interesante, porque son funciona- 
rios policiales los que están diciendo esto: «Después del 
programa Santo y Seña, Bonomi debería relevar a Yroa y 
luego renunciar». 


La próxima demuestra la mentalidad con que se hace 
todo esto: «No me subestimes. Puedo parecer ángel, pero 
tengo un lado oscuro que no debes provocar». 


En la que ahora vemos aparece una persona vestida 
con un atuendo como el que usa el Estado Islámico y dice: 
«¿Te sientes con suerte? Si te sientes preparado serás ca- 
paz de enfrentar tu destino... Toda acción tiene consecuen- 
cias, positivas o negativas, si reconoces ambos lados, ves 
la realidad y asumes la responsabilidad de tus actos...». 
Esto es una amenaza. 


La siguiente foto es importante, porque aparece ex- 
presamente la expresión «Guardia Republicana antidis- 
turbios». Dice: «Cuando el caos parezca irreversible, solo 
quienes estén preparados permanecerán de pie para res- 
tablecer el orden alterado. No existe situación que no se 
pueda enfrentar con disciplina, unión y valentía». Esto 
también tiene que ver con las ideas de Lartéguy y con el 
pelotón de soldados que en última instancia salva a la hu- 
manidad. Reitero que esa es una visión mesiánica y a par- 
tir de ella se dicen estas cosas. 


En la fotografía que vemos a continuación se expresa: 
«No somos ángeles ni demonios. Somos simples mortales 
cumpliendo una tarea que pocos son capaces de realizar». 
Me parece que este es el problema, porque no estamos ha- 
blando de gente mala o buena sino de gente que tiene una 
visión de cómo se debe encarar la tarea; el problema es 
que la manera en que la entienden no es como está carac- 
terizada. 


La siguiente foto dice: «Yo estoy preparado. ¿Tú te 
sientes con suerte?». No es cuestión de suerte sino de tra- 
bajo organizado que, por definición, está sometido a je- 
rarquía. 


50-C.P. COMISIÓN PERMANENTE 


En la siguiente, se expresa: «Llevo conmigo una pe- 
sada carga», y aparece una imagen de la parca, la muerte, 
detrás de una persona. Y sigue: «Tú, que tanto cuestionas 
mi manera de proceder, ¿te animarías a acompañarme por 
solo un instante, así puedes ver que la responsabilidad que 
llevo sobre mis espaldas es una mochila que no todos son 
capaces de cargar?». Es cierto que esto critica a quienes 
no se ponen en los zapatos del otro, pero lo hace desde una 
visión incorrecta. 


Lo que sigue es muy grave. Se trata de un video, aunque 
solo estamos mostrando la foto que lo presenta. De todos 
modos, tenemos la transcripción, que dice: «Del otro lado 
del Pantanoso, sobre la calle Carlos María Ramírez, en 
el barrio del Cerro, parece que no existieran leyes, regla- 
mentos ni disposiciones de ningún tipo. Cuando consul- 
tamos a este muchacho el motivo por el cual circulaba sin 
casco protector, sin licencia de conducir, sin documentos 
personales ni del birrodado, puso por excusa que se había 
olvidado de la billetera y del casco, porque salió apurado. 
Luego de unos minutos de charla asumió que, en realidad, 
no tenía licencia de conducir, que la moto era de su madre, 
que no sabía que se la llevó. «¿Casco? ¿Para qué?, si nadie 
da bola acá. Aparte, voy hasta ahí nomás, no le hace...». 
Así que tuve que aplicarle un correctivo disciplinario para 
que la próxima vez que circule en moto lo haga dentro del 
marco legislativo». 


Esto es abuso de poder ante la ciudadanía. Y se acusa 
de abuso de poder interno al que prohíbe el abuso de poder 
ante la ciudadanía. Ese es el problema. 


La fotografía que sigue va en el mismo sentido, pero 
es peor: «Mientras tengamos al pichi de Bonomi al man- 
do, no podemos terminar con estas cosas. Lo mejor sería 
juntarse un par de policías de combate, leales, y empezar 
a agarrar a estos malhechores. Así de fácil. ¿Por qué no 
autorizan a difundir las imágenes? ¡A despertar, gente!». 
Esto significa dar vía libre a los policías para que salgan 
a buscar chorros a discreción, no bajo una planificación 
ni bajo la dirección de la Justicia. Este es el problema; es 
abuso de poder ante la ciudadanía. 


La siguiente foto es anecdótica: «El destino susurró al 
guerrero: «Tú no puedes soportar la tormenta». El guerre- 
ro devolvió el susurro: «Yo soy la tormenta». Según esta 
mentalidad, hay que darles vía libre para que vayan a bus- 
car a los chorros. 


La que sigue dice: «El coracero no muere. Va al in- 
fierno, mata al diablo y vuelve». Esto es viejo, de otras 
épocas, de la década del noventa; lo que pasa es que algu- 
nos lo siguen sosteniendo. También se decía, cuando había 
dos cuerpos: «El metropolitano, cuando muere, resucita 
en el infierno para seguir combatiendo». Ese era el papel 
que se adjudicó a la Guardia Republicana en determina- 
do momento y que se extendió en democracia, porque los 
cambios no son abruptos —no estoy responsabilizando a 
quien conducía al país- sino progresivos. Lo que viene de 
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mucho tiempo atrás perdura; me refiero a esta forma de 
encarar las cosas. 


Asimismo, en otra fotografía se expresa: «Creo que 
la gente que asistió a Santo y Seña se dará cuenta de que 
el brazo militarizado de Bonomi es tan sinvergúenza 
como el cazador de carpinchos, el abusador, el supuesto 
tropa de élite. Tendrían que comprarse cien gramos de 
vergiienza y estampárselos por el rostro. Esa es la famosa 
seguridad que nos ofrece el ministro. Saquen sus propias 
conclusiones». 


Ponen cuatro o cinco fotos y dicen: «Los hombres de 
la Policía»; claramente, quieren tener otra Policía. Muchos 
de los hombres que están acá tienen un prestigio impor- 
tante en la sociedad, pero los quieren desprestigiar por- 
que apuntan a otra concepción doctrinaria. Eso es lo que 
se está planteando. Reitero: otra concepción doctrinaria. 
Y ponen como excusas ciertas cosas, que se han repetido 
como sl fueran ciertas, y no lo son. 


Se dice: «La libertad de expresión no se negocia. No te 
calles; jamás. Di lo que piensas sin temor». El problema es 
que, como ya vimos, sobre todo por la Constitución y por 
la Ley Orgánica Policial, los militares, los policías y los 
diplomáticos se rigen por leyes especiales. Por tanto, hay 
cosas que no pueden hacer. 


También dicen sobre mí: «Los policías no lo critican, 
simplemente destaparon una olla de la cual Bonomi quie- 
re tapar la corrupción, los robos, los abusos por parte de 
sujetos de su confianza. Aparte, criticar es murmurar por 
la espalda. En mi caso, Bonomi no pasa de un asesino, me- 
diocre, delincuente con traje. Sos un pichi con cargo, nada 
más que eso. Y no murmuro, te lo digo de frente y donde 
quieras, sin vergúenza». Esto es lo que no se puede hacer. 


La siguiente afirmación tampoco la pueden hacer: «La 
senadora Topolansky, el vicepresidente de la República, 
el ministro de Economía, el expresidente de la república: 
cárcel a los cuatro por corrupción». 


Hay otra manifestación que quizás no se entienda, pero 
voy a tratar de explicarla. Con su nuevo papel, la Guardia 
Republicana opera mucho más que antes y participa en los 
patrullajes en zonas de riesgo. Al patrullaje le agregan: 
«Molestando en el Cerro». Lo califican como molestia. 
No es molestia, sino que es esencial en la estrategia. Se- 
ñalamos todo esto porque desde esta óptica se hacen las 
denuncias, y no son ciertas. 


Con sinceridad, agradezco profundamente al legisla- 
dor convocante por habernos citado al Parlamento, por- 
que nosotros conocíamos alguna de estas fotos. Ahora 
conocemos estas y muchas más que no trajimos porque 
una cantidad de gente que sigue las redes sociales nos las 
hizo llegar cuando vieron lo que se estaba denunciando. 
Y ellos fueron los que dijeron que nos denunciaban desde 
esas redes. Con esto, nosotros vamos a ampliar el sumario. 
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Vamos a hacer otro, con separación de cargo, y haremos 
llegar su resultancia a la Justicia, porque esto no puede ser. 


Quiero recalcar que es desde esta óptica que se hicie- 
ron todas las críticas. Son conductas de extrema gravedad 
y por ello debemos proceder en consecuencia, es decir, 
disponer las medidas disciplinarias del caso para los fun- 
cionarios involucrados. Existen violaciones de distintas 
normas jurídicas: la Ley Orgánica Policial, el Reglamento 
General de Disciplina, el Decreto n.” 30 del año 2003 —nor- 
mas de conducta de la función pública—, el Decreto n.? 300 
del año 2015, el Código de Ética Policial, entre otras. 


Queremos asegurar ante este Parlamento y a la pobla- 
ción en su conjunto que vamos a tomar serias medidas dis- 
ciplinarias respecto a estas situaciones. Nos llama la aten- 
ción la gravedad de las conductas que pudieron apreciarse 
en las imágenes que acabamos de exponer. De alguna de 
ellas parece surgir la existencia de una conciencia de gru- 
po, cuyos integrantes estarían incitando a actuar por fuera 
de la institucionalidad en la represión del delito. Esto es 
extremadamente grave y dentro de la Policía nacional no 
lo vamos a permitir. 


En atención a que los puntos planteados son varios, 
daremos opinión sobre cada uno. Pero antes, quiero hacer 
una breve descripción del origen del tema. 


El traslado de efectivos involucrados —que luego de- 
nunciaron esa situación ante la Comisión de Legislación 
del Trabajo de la Cámara de Diputados— se dispuso luego 
de un hecho de carácter público: una concentración con 
pancartas frente a la Guardia Republicana, derivada de 
un episodio protagonizado por el guardia Brites. No fue 
en forma espontánea que se salió a acompañar, como se 
dijo. Fue organizado, convocado por redes sociales, y se 
hicieron pancartas. Este policía fue entrevistado en un 
programa de charlas y entrevistas que el Comando y los 
directores realizan con el personal. En esas reuniones, 
el Comando y la Dirección ven los problemas que tienen 
ellos. Este guardia estaba viviendo en la unidad, una si- 
tuación no habitual, porque al policía generalmente se le 
proporciona alojamiento y alimentación solo en el mo- 
mento de reclutarlo o mientras está realizando el curso de 
aspirante; excepcionalmente, a algunos del interior, en la 
medida en que no tienen vivienda en Montevideo. Sin per- 
juicio de ello, por alguna situación especial que se había 
dado, el guardia estaba viviendo en la unidad. Él requirió 
un horario de trabajo que le sirviera para mantener su otro 
empleo: conductor de un camión de residuos hospitalarios. 
Empezó a exigir que si no se le daba ese horario, se iría de 
baja. Eso lo trasmitió a medios de prensa. En definitiva, 
el director de la Guardia Republicana lo intimó a aban- 
donar la unidad exclusivamente en cuanto al alojamiento. 
En señal de protesta, se instaló en un vehículo frente a la 
unidad. Después, las convocatorias en redes sociales y de 
otros compañeros, en señal de apoyo, desencadenaron la 
realización de algún tipo de manifestaciones que, como 
se dijo antes, no están permitidas en la Policía y mucho 
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menos en una unidad con una disciplina muy rígida, como 
la de la Guardia Republicana. 


En 1992, cuando trabajaba en la pesca, yo estaba ha- 
ciendo una huelga de hambre. Durante casi diez días, esta 
huelga fue opacada por la huelga de hambre de los funcio- 
narios policiales frente a la Guardia Republicana. Termi- 
naron todos de baja. 


En esa convocatoria, además solicitaban mayor arma- 
mento y represión, discrepando con el perfil con el que 
viene trabajando la unidad en los últimos años, que hace 
hincapié en el uso de la fuerza exclusivamente en los ca- 
sos en que sea necesario y en forma progresiva, racional 
y proporcional. Aun cuando los funcionarios alegan que 
su presencia allí obedeció a la intención de apoyar a un 
compañero que pasaba un mal momento, está claro que 
hubo una convocatoria a una reunión de las características 
con las que se produjo, a través de redes sociales, con el 
objetivo de cuestionar decisiones del comando de la uni- 
dad. Debido a esto, el director de la Policía nacional, co- 
misario general Julio Guarteche, dispuso el inicio de una 
investigación administrativa y, asimismo, el traslado del 
personal que había participado en ese movimiento hacia el 
Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Estos hechos fueron investigados, en primera instan- 
cia, por la Dirección de Asuntos Internos. Existen otras 
instancias en las que se están instruyendo sumarios admi- 
nistrativos para determinar, con las garantías del caso, la 
eventual responsabilidad de los funcionarios participantes 
en la concentración. En este sentido, todo fue oportuna- 
mente judicializado. La seccional 13. de la Jefatura de 
Policía de Montevideo dio cuenta a la Justicia y asumió 
competencias el Juzgado Letrado de Primera Instancia en 
lo Penal de 17.* Turno. Asuntos Internos instruyó la inves- 
tigación, que no arrojó resultados que demostraran que los 
hechos denunciados fueran ciertos. En definitiva, se de- 
mostró que las denuncias presentadas por los funcionarios 
no tenían mérito. 


Los guardias denunciantes se presentaron ante el Juz- 
gado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 10.2 
Turno. Cabe destacar que las actuaciones instruidas en el 
Juzgado Penal de 17.* Turno continúan en la instancia pre- 
sumarial. Por lo tanto, no se ha dispuesto procesamiento 
alguno ni otro procedimiento específico. 


Antes de continuar, quiero retomar algo que se dijo en 
la presentación del tema. Que cualquier representante del 
Ministerio del Interior diga que está a la espera de lo que 
resuelva la Justicia no quiere decir que dé por cierto lo 
que está denunciado; podría estar diciendo exactamente 
todo lo contrario, por ejemplo: «Estamos seguros de que 
esto no es así y estamos esperando que lo diga la Justicia, 
porque está presentado en la Justicia». Es más, cuando dije 
eso me referí a que no había mérito para lo administrativo, 
pero veamos para lo judicial. Es la Justicia la que se tiene 
que expedir. 
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Muchas veces esperamos ya previendo lo que va a 
pasar, lo que vamos a hacer; en este caso debemos se- 
guir igual. 


Por otra parte, el traslado de los funcionarios al Institu- 
to Nacional de Rehabilitación no debe llamar la atención, 
ya que se trata de una medida tendiente a descomprimir 
un eventual ambiente de tensión que pudiera haberse ori- 
ginado por los hechos ocurridos y no encubre ningún tipo 
de sanción para los funcionarios. Por eso, corresponde se- 
ñalar que es muy común en el Ministerio del Interior el 
traslado de funcionarios de una dependencia a otra, más 
concretamente de funcionarios de la Guardia Republica- 
na al Instituto Nacional de Rehabilitación. El trato que se 
dispensa en el mencionado instituto no tiene ninguna ca- 
racterística especial y el personal ha sido afectado a tareas 
propias de funcionarios policiales ejecutivos que desarro- 
llan su labor en establecimientos de internación de perso- 
nas privadas de libertad. 


Con respecto a las prácticas de tiro, corresponde decir 
que se realizan aplicando estrictos conceptos de seguridad. 
La munición utilizada no puede atravesar los terraplenes 
frente a los que se coloca el blanco al que se dispara. Se 
ha intentado establecer que en la Guardia Republicana hay 
un polígono de tiro; es un polígono deportivo. Lo que dije 
en la conferencia de prensa —en la que supuestamente no 
hablé del tema, porque solo hablé de la cacería, pero antes 
hablé de esto— fue que un cuerpo especial tira en situacio- 
nes especiales. En la Guardia Republicana hay terraplenes 
fuera del polígono, precisamente, para práctica de tiro de 
otras características, no deportiva; luego voy a pedir al di- 
rector Yroa que amplíe la información. Entonces, la muni- 
ción utilizada no puede atravesar los terraplenes donde se 
coloca el blanco. 


También se pregunta si es cierto que se ha reconocido 
a personas ajenas a la Guardia Republicana colaborando y 
participando de la unidad. Esto es absolutamente normal y 
forma parte del vínculo que la Guardia Republicana debe 
mantener con la sociedad a la que sirve. En el aniversario 
de la Guardia hubo reconocimientos a personas ajenas a 
ella y el acercamiento a la población es una línea de acción 
transversal a toda la Policía. 


Más temprano se habló de dos chacras; en la prensa se 
habló de cinco. En realidad, son dos: una en San José y otra 
en Florida. Comparto lo expresado por el señor legislador 
en cuanto a que hay que tener extremo cuidado con lo que 
se hace, no desde ahora sino desde que ingresamos al mi- 
nisterio, cuando la práctica de las chacras estaba distribui- 
da a lo largo y ancho del país, y los subjefes de Policía ma- 
nejaban más de una chacra por jefatura. Muchas veces las 
chacras se vinculaban a las cárceles, porque dependían de 
las jefaturas de Policía, de las que normalmente se encar- 
gaba el subjefe de Policía. Esas chacras, que pertenecían a 
las cárceles, las utilizaba la Policía, y nosotros entendemos 
lo mismo que el señor legislador: que debe terminarse con 
esto, que no puede funcionar así. 
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Por lo tanto, desde ese momento iniciamos un largo 
proceso de retiro de las chacras policiales de las jefaturas 
de Policía. La última chacra que se retiró a la Policía fue 
la de Florida hace poco tiempo, cuando la cárcel de Flori- 
da pasó al Instituto Nacional de Rehabilitación. Puede ser 
que todavía quede alguna; las que sí existen son las dos 
que se mencionaron, y deben quedar porque tienen que ver 
con los equinos que pertenecen a la Guardia Republicana. 


Compartimos que no deben efectuarse transacciones 
comerciales; hasta donde nosotros sabemos, la producción 
de las chacras —que sí se hace— se utiliza para consumo 
interno, y es lo que vamos a mantener, sin perjuicio de 
seguir con el proceso de las jefaturas. Insisto, por las du- 
das no quiero decir que no queda ninguna chacra, pero 
creo que es así. Había una o más chacras en cada jefatura; 
ahora no. El proceso va a ser el mismo, pero no para que 
desaparezcan las chacras, porque cumplen una función 
fundamental en el trabajo de la Guardia, pero sí con todo 
lo conexo. 


También se plantea un tema muy delicado: los suici- 
dios. Hay estudios que afirman que la difusión de los casos 
concretos resulta perniciosa para evitar el problema. Para 
tratar de dimensionarlo vamos a decir que las muertes por 
suicidio son exactamente el doble que los homicidios. La 
tasa de suicidios en Uruguay es el doble que la de homici- 
dios. Uruguay tiene tristes antecedentes al respecto, lo que 
implica un verdadero problema para la sociedad. 


De todas maneras, la División Nacional de Asuntos 
Sociales hace una proyección permanente y presta asis- 
tencia psicológica a los policías. Se trata de prevenir los 
problemas que pudieran tener, que no son solo de indole 
funcional, porque muchas veces son económicos y, la ma- 
yoría de las veces, emocionales, afectivos, sentimentales. 


En este sentido, estoy seguro de que el caso que fue 
mencionado no se debe a lo que se señala pasó, pero no 
voy a decir más nada al respecto. No voy a decir lo que se 
considera que sucedió; no lo voy a decir, pero no se debe a 
eso. Y cuando se sale a decir esto, hay un doble problema. 
En principio, es un manejo absolutamente irresponsable 
del tema y de la situación —reitero: absolutamente irres- 
ponsable— que no se debería haber hecho, pero se hizo; y 
además, no es correcto repetirlo sin estar informado de lo 
que pasó. 


Insisto con que se ha trabajado en este sentido y al res- 
pecto ponemos en conocimiento de la Comisión Perma- 
nente las acciones que viene tomando la correspondiente 
dirección para el abordaje del problema. 


A continuación describiremos los servicios que brinda 
el Departamento de Salud Mental, según lo que surge de 
la memoria anual correspondiente al año 2015. En primer 
lugar, tenemos al Servicio de Psiquiatría con 6987 consul- 
tas en el periodo referido, desglosadas de la siguiente ma- 
nera: policlínica, 5587; comité de recepción, 242; asesoría 
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de psiquiatría, 648; entrevistas psiquiátricas por violencia 
doméstica, 92; psicología de CTI pediátrico y de adultos, 
280; neuropsiquiatría pediátrica, 138. 


El Servicio de Psiquiatría ha cumplido adecuadamen- 
te sus cometidos bajo la encargatura del doctor Enrique 
Smerdiner, a completa satisfacción de la Dirección Nacio- 
nal de Sanidad Policial. Gracias a la incorporación de va- 
rios médicos con especialidad en psiquiatría se ha logrado 
disminuir notoriamente el retraso de los expedientes en- 
viados para la evaluación por la Junta Médica Nacional de 
Aptitud. Durante este ejercicio se ha difundido y puesto en 
práctica el nuevo instructivo sobre el retiro y el reintegro 
del porte de armas de reglamento que fuera aprobado por 
el Ministerio del Interior. 


En segundo término, el sector de psicología atendió 
5495 consultas, que incluyen policlínica y piso. Se rea- 
lizaron nueve talleres en Montevideo: cinco de padres y 
adolescentes, tres de cardiología y uno por la Semana del 
Corazón. En esos nueve talleres hubo 117 asistentes. Entre 
consultas y talleres, hubo un total de 5612 personas. 


Más allá del trabajo habitual, en este sector se debe 
destacar la formación de varios técnicos en abordajes 
específicos durante 2015. Asimismo, se hicieron test de 
evaluación de riesgo de suicidio y ya se están atendiendo 
algunos pacientes con un enfoque cognitivo conductual. 


Se está trabajando desde la perspectiva de la psico- 
neuro- inmunoendocrinología y se está impartiendo un 
curso de intervenciones focales grupales. Esto fue posible 
gracias al apoyo de la Dirección Nacional de Sanidad Po- 
licial. Asimismo, se está apostando a la actualización del 
conocimiento de los profesionales de las diferentes áreas 
del Departamento de Salud Mental. 


Pasando a Sanidad Policial debemos decir que cuenta 
con centros de atención sanitaria, policlínicas departa- 
mentales que dependen de cada jefatura. En el interior del 
país se han realizado charlas sobre detección de factores 
de riesgo de suicidio; se ha procedido a la evaluación de 
aspirantes a ingreso y se han efectuado intervenciones 
en situaciones de violencia doméstica y de género en el 
marco del protocolo vigente, realizándose, además, juntas 
mensuales en cada jefatura operacional. El total registrado 
en los centros de atención sanitaria del interior del país es 
de 3785 personas. 


Escuela Nacional de Policía: 299 consultas psicoló- 
gicas en el Centro de Formación y Capacitación para el 
Personal Subalterno. La licenciada a cargo ha llevado 
adelante evaluaciones psicológicas de cadetes a solicitud 
de la jefatura de la Escuela Nacional de Policía, así como 
evaluaciones de los cadetes que participan en la Opera- 
ción Verano Azul. Asimismo, colabora en la preparación 
del plan de estudios y en múltiples actividades del centro. 
Gracias a su gestión se ha agregado al currículo de los 
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cadetes una materia sobre la promoción de la salud y la 
prevención del estrés. 


El trabajo en los centros de atención sanitaria se ha 
incrementado notablemente por varios motivos. Uno de 
ellos es la mejora en el registro y en la comunicación de 
los datos al Departamento de Salud Mental. Otro motivo 
consiste en que en varios centros de atención sanitaria del 
interior del país se está trabajando en forma conjunta con 
las unidades de ASSE. 


Más recientemente, la incorporación de nuevos psi- 
cólogos en varios departamentos ha permitido mejorar la 
atención a los funcionarios policiales, brindando un mejor 
servicio y, posiblemente, quitando gravitación a la consul- 
ta en el Hospital Policial. 


Es de destacar el trabajo del equipo del Departamen- 
to de Salud Mental, liderado por la directora del servicio, 
quien ha mantenido un seguimiento del trabajo de los psi- 
cólogos del interior del país, brindando orientación y ase- 
soramiento permanente. 


Dentro de la planificación para 2016, se organizarán 
las instancias de formación para técnicos y consejeros de 
pares, en un sistema continuo de capacitación. 


En cuarto término, el área Unidad de Estrés está con- 
formada por catorce licenciados en psicología, dos espe- 
cializados en trabajo psicosocial, cuatro médicos psiquia- 
tras, una licenciada en trabajo social, una licenciada en 
psicomotricidad y una procuradora, trabajando en forma 
interdisciplinaria; también cuenta con dos administrati- 
vas. El alcance de su labor es nacional. Debido a las exi- 
gencias de la tarea policial de hoy es inevitable que exista 
presión. En este sentido, un nivel de presión que el policía 
considere aceptable puede mantenerlo alerta, motivado y 
en condiciones de trabajar y aprender, dependiendo de los 
recursos de que disponga y de sus características persona- 
les. El estrés aparece cuando esa presión se hace excesiva 
o difícil de controlar, lo que puede perjudicar la salud y 
los resultados del desempeño del policía. En la Unidad de 
Estrés se evalúan los riesgos para la salud en la tarea po- 
licial; se suministra información y capacitación adecuada 
en materia de salud y se suscita la disponibilidad de es- 
tructuras y prácticas institucionales de apoyo que promue- 
van la salud. 


Asimismo, se brinda atención al policía en actividad 
cuando manifiesta alteraciones psíquicas y físicas —en este 
último caso se lo deriva a medicina— como consecuencia 
de la exposición a situaciones estresantes o traumáticas en 
el cumplimiento de su función. Se trabaja en forma indi- 
vidual o grupal, con variedad de técnicas aprobadas inter- 
nacionalmente para ofrecer atención adecuada a quienes 
consultan. Por otra parte, se llevan a cabo talleres en todo 
el país a través del equipo de promoción de la salud y pre- 
vención de estrés. 
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Existe un equipo de diagnóstico de entornos labora- 
les que investiga y evalúa precisamente el entorno de las 
unidades de trabajo para ofrecer sugerencias que promue- 
van ambientes laborales más saludables. La unidad está 
en contacto permanente con los denominados consejeros 
de pares, policías de cualquier jerarquía que están capaci- 
tados para detectar diferentes síntomas de estrés ya sean 
postraumáticos, provocados por violencia doméstica, rela- 
tivos a la salud ocupacional, al consumo abusivo de sus- 
tancias, al riesgo de intento de autoeliminación, etcétera. 
Estos funcionarios también son entrenados en técnicas 
básicas de relajación para ayudar en el momento a algún 
compañero que esté atravesando alguna situación proble- 
mática. 


La Unidad de Estrés atiende un promedio de cuatro mil 
consultas anuales y sesenta primeras consultas mensuales. 
En el año 2014 se trabajó en talleres de prevención de es- 
trés y promoción de salud con un número aproximado de 
ochocientos policías. 


En lo que refiere concretamente a la Guardia Repu- 
blicana, sin perjuicio de las autoridades que acabamos de 
detallar, entre fines de 2013 y 2014 se llevó a cabo una in- 
tervención por parte de la Unidad de Estrés con relación a 
dos suicidios. Por tanto, decir que el suicidio tuvo que ver 
con esta situación es una irresponsabilidad. 


Respecto al séptimo punto, el pretendido incidente 
entre el guardia Bustamante y el director de la Guardia 
Republicana, los hechos fueron puestos en conocimiento 
de la Justicia, por lo que se aguardará lo que se resuelva 
en ese ámbito, lo cual no quiere decir que pensemos que lo 
que se denuncia sea cierto. 


No lo iba a decir, pero me dicen que lo haga: en la 
investigación de Asuntos Internos que está en la Justicia, 
hay testigos que aseguran que se autoinfligió la herida. Sí, 
hay testigos que aseguran que se autoinfligió la herida fro- 
tándose, lo que está radicado en la Justicia. 


Por otra parte, a practicar tiro desde afuera concurre 
parte del personal que trabaja en empresas de seguridad y 
también los servicios de seguridad de las embajadas. Asi- 
mismo, concurrieron a tirar varios legisladores y no solo 
me refiero a lo mencionado en esta sesión, que es cierto. 
Ellos dispararon contra uno de los terraplenes con un fusil 
que tira hasta tres kilómetros; y el terraplén lo resiste. De 
todo esto se hizo un relevamiento que está documentado. 


También quiero señalar que el hijo del director de la 
Guardia Republicana, que es mayor de edad, fue instruido 
por su padre en este sentido, quien se encuentra expuesto 
en su integridad física debido al cargo que ocupa y, ade- 
más, viaja, por lo que en la casa, el mayor a cargo es ese 
muchacho. 


Finalmente, queremos hacer alguna consideración 
más: la Guardia Republicana vive —al igual que el resto de 
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la Policía—, un proceso de transformación en lo institucio- 
nal que abarca no solo lo estructural, sino la forma de rea- 
lizar los cometidos asignados. Hay resistencia a los cam- 
bios; a menudo tenemos dificultades vinculadas a esto. El 
Ministerio del Interior debe velar porque la disciplina de 
la fuerza se mantenga y está abierto a considerar todos los 
puntos de vista, pero siempre que se utilicen los medios 
legítimos que como funcionarios tienen a su alcance. Por 
eso comparecemos con agrado a esta instancia, en el en- 
tendido de que, más allá del natural control parlamentario 
en la gestión de los ministros, coincidimos en la necesidad 
de observar una conducta responsable como pilar de una 
fuerza pública profesional. 


Antes de terminar, quiero hacer extensivo el agradeci- 
miento al diputado convocante, si bien ya lo hice antes, por 
lo que recibimos como elementos para agregar de dónde 
venía esto, pero también por la cantidad de manifestacio- 
nes de vecinos de balnearios, de pueblos del interior, de 
barrios de Montevideo, incluidos varios alcaldes de distin- 
tos partidos políticos que se sintieron en la necesidad de 
apoyar el trabajo de la Guardia Republicana, expresando 
la mejora de la seguridad en esos ámbitos desde su parti- 
cipación. Esta se hace a partir del nuevo rol de la Guar- 
dia Republicana. Quería dejar en claro este punto y decir 
que a raíz de esta convocatoria recibimos una cantidad de 
apoyos muy importantes. Así que muchas gracias, señora 
presidenta. 


Me gustaría que se le cediera la palabra al director de 
la Guardia Republicana, inspector principal Yroa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
director de la Guardia Republicana, comandante gene- 
ral Yroa. 


SEÑOR YROA.- Señora presidenta: agradezco la opor- 
tunidad de expresarme ante ustedes. Me voy a referir a lo 
técnico, y si se me permite haré un breve resumen, desde 
lo técnico, de los cambios que se han generado desde mar- 
zo, cuando me hice cargo de la unidad. Evidentemente, 
luego de trece años en los que no estuve en lo que hoy es la 
Dirección Nacional Guardia Republicana, encontré claras 
diferencias en lo operacional, en lo edilicio, en lo disci- 
plinario, en lo moral y en el acatamiento de determinadas 
leyes como, por ejemplo, la ley de procedimiento policial. 


En conocimiento de la ley que creó esta Dirección 
Nacional, me encontré con que seguía funcionando de la 
misma manera, en los mismos lugares, con los mismos 
comandos que antes de 2010. Para ser claros, seguía fun- 
cionando la sede de la Guardia de Coraceros en José Pedro 
Varela, la Guardia de Granaderos o Metropolitana en la 
calle Magallanes y el Comando en la calle Minas. Todo 
ello llevaba a una clara dispersión de medios, de personal 
y logística. 


En ese momento también era muy clara la cantidad de 
efectivos que se volcaban a la construcción de seguridad 
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pública y apoyo a la Jefatura de Policía de Montevideo, 
principalmente. Asimismo, había un despliegue mínimo 
en el territorio nacional, con un destacamento en un paso 
de fronteras en el departamento de Artigas. 


Después de haber realizado este resumen, y a pesar de 
la existencia de una ley que hablaba de una Dirección Na- 
cional, se seguía funcionando de forma tradicional. Desde 
el punto de vista operacional, se seguían resolviendo si- 
tuaciones mediante el inmediato uso del arma de fuego, 
la escopeta calibre 12. Y aclaro que nadie prohibió —como 
se dijo por ahí— el uso del armamento orgánico ante el re- 
querimiento de la fuerza. Era lo más común que en cada 
operación se utilizara ese armamento con munición no le- 
tal o posta de goma. Se trataba de una práctica operacional 
muy común, que llegaba a promedios muy altos por gastos 
de munición en distintas patrullas y eventos, utilizando la 
escopeta que tenía en uso la unidad. 


Para seguir hablando del armamento y responder a al- 
gunos de los cuestionamientos quiero decir que la unidad, 
en todo su proceso, ha recibido armamento, equipamiento, 
vehículos, uniformes y capacitación. Se envió a oficiales 
a capacitarse a otros países. Es verdad que se entregaron 
los armamentos que se mencionaron en primera instancia 
cuando se hacía referencia a los fusiles como AKN 103, 
calibre 7,62 por 51. La unidad tiene 287 fusiles. Con refe- 
rencia al fusil peregrino, calibre .50 para francotirador, la 
unidad recibió dos. 


Respecto al entrenamiento y a la capacitación que reci- 
be el personal, se realizan prácticas de tiro dentro y fuera 
de la unidad y en lugares específicamente preparados para 
entrenar a determinado personal y oficiales en el manejo, 
con seguridad, de las armas disponibles para el cumpli- 
miento de la misión. ¿Por qué digo fuera de los polígonos? 
Porque la unidad tiene personal que también llega a evo- 
lucionar, disparar y efectuar entrenamientos dentro de un 
ómnibus, donde se dispara y se trabaja con seguridad para 
entrenarse y resolver una situación. Esto lo hacemos a dia- 
rio con el personal de la Jefatura de Policía de Montevideo, 
cuando tenemos una rapiña en proceso dentro de un medio 
de transporte. 


Esta práctica se hace en lugares abiertos, pues la uni- 
dad cuenta con un solo polígono con vigas para balas. Sin 
embargo, tiene cuatro lugares de terraplenes con seguri- 
dad para hacer disparos con armas cortas o largas, con 
escopetas o con distinta variedad de municiones. Desde 
que asumí el mando de la unidad se cortó la práctica con 
agentes químicos, evitando molestias al vecindario que 
vive alrededor. Puedo asegurar, señora presidenta, que 
todos los instructores formados, y quien habla, antes de 
la realización de cualquier ejercicio velamos por la segu- 
ridad —que es el objetivo del video que se subió cuando se 
filmó, desde dentro de la unidad, la práctica de un ejer- 
cicio— y nos preocupamos por saber hacia dónde van los 
proyectiles que disparamos. 
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También la prensa ha estado presente en distintas ins- 
trucciones. En ese sentido, quisiera invitar a la señora 
presidenta y demás miembros de la Comisión Permanente 
a que, sin previo aviso, concurran a recorrer las instala- 
ciones, ver el armamento y conocer cómo se trabaja en la 
unidad. 


El día en que se filmó el video, ocasión en la que es- 
tábamos haciendo ejercicios de fuego y movimiento en 
parejas con el señor subdirector, comandante Severo, el 
señor jefe del Estado Mayor, comandante Ojeda y el señor 
director de la zona 1, comandante Da Rosa, realizamos 
disparos a una distancia de cuarenta metros, en ángulo ne- 
gativo, hacia un terraplén que tiene cinco metros de ancho 
de tierra compactada, treinta metros de largo y dos o tres 
metros de alto. Nuestros blancos se encontraban al pie de 
ese terraplén, aunque podrían haber estado en otro en el 
que se hacen disparos de armas de fuego, armas largas, 
que da sobre un frontón que se ubica a los fondos de la 
unidad. 


Como dije, la dirección de los disparos fue en ángulo 
negativo, de arriba hacia abajo; por eso me gustaría que 
fueran y lo vieran personalmente para que me puedan 
explicar cómo un proyectil pudo atravesar el terraplén y 
pasar por todos los lugares que debió pasar para impactar 
sobre un funcionario en una calle central. Puedo asegurar 
que en todo ejercicio, instrucción o trabajo —no solo de ar- 
mas de fuego, sino también antidisturbios, o en las prácti- 
cas con el grupo K9 o el grupo especial de operaciones— lo 
que prima es la seguridad. 


Por otro lado, los tiradores especializados pueden verse 
con regularidad apostados en los techos, en las partes altas 
de la ciudad, cubriendo la seguridad de eventos importan- 
tes. Asimismo, hemos trabajado para saber exactamente 
qué lugar, qué inclinación y qué distancia se necesita para 
realizar esos disparos y dar seguridad, y en ese sentido 
entrenamos a nuestros tiradores. Como dije, siempre man- 
tenemos el elemento de la seguridad como primordial. 


Por otra parte, no puedo referirme al tema relativo a las 
lesiones del guardia Bustamante debido a que tengo que 
comparecer ante la Justicia por las denuncias realizadas 
a nivel penal por torturas y lesiones, aunque ya he ido a 
declarar. De todos modos, quisiera comentar que en esa 
oportunidad el guardia me interceptó el paso y no me dejó 
entrar a la unidad por un puesto de guardia y que ante- 
riormente otro guardia había hecho lo mismo, buscando 
y provocando la reacción. Como dije, como el hecho está 
en una instancia penal voy a esperar a que la Justicia se 
defina sobre el tema aunque, como manifesté, ya concurrí 
a declarar y fui investigado por Asuntos Internos. 


En cuanto a los problemas del personal y a las situa- 
ciones de autoeliminación, puedo decir que la directora de 
Asuntos Sociales se ocupa de recorrer, apoyar y estar con 
las familias de los policías procesados, de los que están en 
tratamiento y de aquellos que están con parte de enfermo 
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o tienen algún problema. En ese sentido, cuento con cien- 
to veinte informes, por lo que puedo decir que sabemos 
claramente qué dijo cada una de esas familias y conoce- 
mos los casos de las personas que se han autoeliminado. 
Eso, sin duda, me da tranquilidad, porque hemos tratado 
de apoyar a esos funcionarios y de derivar su tratamiento 
al Departamento de Salud Mental de la Dirección de Sa- 
nidad Policial. 


Por otro lado, al poco tiempo de asumir mi cargo al- 
gunos oficiales me dijeron: «Usted pretende cambiar muy 
rápido esta unidad», pero no es así. En realidad, lo que 
pretendo —trabajamos para eso— es construir una seguri- 
dad sobre la base de la disciplina y del convencimiento 
y el compromiso por lo que tenemos que hacer. Creo que 
debemos estar convencidos de que tenemos que estar en 
la sociedad y apoyar en las tareas de seguridad en el lu- 
gar en que nos requiera el mando de la Policía nacional. 
En ese sentido, este director y el comando de la unidad 
han coordinado y trabajado subordinados al director de 
la Policía nacional; lógicamente, desde el punto de vista 
administrativo o por imperio de la ley podemos depender 
del señor ministro del Interior, pero no hay una operación, 
medida de traslado, de movimiento o de despliegue que 
no se coordine con el mando de la dirección de la Policía 
nacional. 


Por otra parte, los eventos denunciados en las chacras 
también están en la órbita judicial, y el comandante 
Pereyra, que es el director de los destacamentos del 
interior y responsable de las chacras también concurrirá 
a la Justicia. 


En realidad, ese despliegue nos ha llevado a estar en 
distintas operaciones, en algunas con despliegue perma- 
nente y en otras, ocasional. Asimismo, realizamos operati- 
vos en apoyo a jefaturas, direcciones nacionales, desastres 
naturales, evacuaciones e inundaciones, y también para 
apoyar a nuestro personal, que ha tenido dificultades en 
distintos puntos del país. 


Asimismo, si fuera necesario —aunque no creo que 
constituya un aporte importante— puedo brindar el resu- 
men completo del armamento y las municiones de la uni- 
dad. En ese sentido, reitero que sería un gusto recibir a los 
integrantes de la Comisión Permanente en nuestras ins- 
talaciones, pero sin previo aviso, para que no se entienda 
que se trata de una visita programada, pactada o acordada, 
que es algo que ya se hizo. También quiero informar que 
se realizaron reuniones de coordinación, de presentación 
de los niveles de seguridad y de los distintos programas. 
Asimismo, se han realizado estudios y análisis a los ofi- 
ciales y al resto del personal vinculados al consumo de 
drogas. Todos nos realizamos esos estudios —quien habla a 
la cabeza—, y lo hacemos periódicamente. Además, como 
ya se dijo, estamos dispuestos a realizar todos los análisis 
médicos y clínicos, así como las evaluaciones que se so- 
liciten. 
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Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: me quedó sin responder la pregunta sobre el alcance 
del carné policial. En ese sentido, quiero decir que todos 
los policías en actividad, sin distinción de jerarquías, tie- 
nen ese carné. 


SEÑOR ABDALA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señora presidenta: pido discul- 
pas al señor legislador Bordaberry porque tal vez estemos 
alargando un poco más de la cuenta esta primera parte, y 
el ministro todavía no respondió las consultas formuladas 
por él. 


Quiero señalar que el ministro viene de hacer una serie 
de afirmaciones que no puedo más que contestar enfática- 
mente, porque me parece que, por lo menos, son graves, 
y pretendo contestarlas con similar severidad conceptual. 


He tomado nota de las respuestas —si así se las puede 
llamar— o de los comentarios que formuló el señor minis- 
tro, y voy a empezar diciendo que me gusta pensar en la 
buena fe de todas las personas y no atribuir intenciones, 
porque ese es un terreno peligroso, y menos andar etique- 
tando a las personas —aun a las que tienen responsabili- 
dades políticas, como el señor ministro— con calificativos 
fuertes. Sin duda, podría decir que el señor ministro es un 
mentiroso por muchas de las cosas que expresó en sala, 
pero no lo voy a hacer; lo que sí voy a decir es que ha in- 
currido en mentiras, seguramente inducido por el error de 
sus asesores, de los servicios del ministerio o de quienes le 
aportaron información relativa a muchas de las denuncias 
que fueron motivo de análisis de esta Comisión Permanen- 
te y que el ministro intentó contestar. 


Creo que lo que estoy diciendo es muy fácil de probar, 
porque el ministro es prisionero de los antecedentes que 
tiene este tema en el Parlamento. El señor ministro no pue- 
de dar en el Parlamento una versión de estos hechos desde 
cero o empezar la discusión desde el punto cero, porque ya 
recorrimos un trecho importante. 


Hace pocos días, el 8 de diciembre de 2015, vino el 
Ministerio del Interior institucionalmente. Si bien noso- 
tros reclamamos la presencia del ministro, y muy espe- 
cialmente la del director Yroa, ni el ministro Bonomi ni 
el director Yroa —el señor secretario de Estado impidió su 
concurrencia— vinieron a la Comisión de Legislación del 
Trabajo, pero sí concurrió una delegación del ministerio 
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debidamente comisionada y mandatada institucionalmen- 
te por el señor ministro a dar versiones de estos hechos 
que, en muchos casos, fueron contradictorias con las que 
el señor ministro ha expresado hoy. Entonces, ¡no tengo 
más remedio que no creer muchas de las cosas que hoy ha 
señalado el señor ministro! Salvo que aclare que lo que se 
nos dijo el 8 de diciembre no es cierto, que se equivocaron 
y que la verdad es esta otra. Pero las dos juntas, no. Y voy 
a explicar por qué. Iré punto a punto porque ha habido 
algunos aspectos que no estoy dispuesto a tolerar pacífi- 
camente. 


El señor ministro dijo que no le pareció correcta la 
alusión que hicimos a la situación personal y de salud del 
señor inspector Yroa. Lo lamento mucho, pero no solo no 
me arrepiento, porque creo haberlo hecho con enorme res- 
peto, consideración y delicadeza, sino que además creo 
que hubiera sido muy irresponsable si no hubiera puesto 
sobre el tapete estos aspectos. El ministro dice que no se 
puede hablar de los temas vinculados a la salud por los 
que habría pasado el señor director Yroa. Yo digo que sí 
se puede y se debe hablar. ¡Porque no se trata de hablar de 
la salud o de la vida privada de un ciudadano cualquiera! 
¡El señor ministro Bonomi no es un ciudadano cualquiera! 
Es el ministro del Interior. No es un ciudadano cualquiera 
el diputado Abdala, la señora presidenta de la Comisión 
Permanente, Daniela Payssé, o cada uno de los señores le- 
gisladores y las señoras legisladoras, precisamente porque 
somos legisladores, tenemos una investidura a la que nos 
debemos. Por lo tanto, los límites entre lo privado y lo pú- 
blico son difusos, por no decir que directamente no exis- 
ten. El señor director de la Guardia Republicana, inspector 
Yroa, no es una persona cualquiera porque está a cargo, 
ni más ni menos, que de una unidad de las característi- 
cas de la Guardia Republicana —no las voy a repetir ahora, 
porque empecé mi exposición anterior por ese punto y el 
señor ministro lo ha ratificado con sus comentarios—, una 
unidad armada que, por lo tanto, tiene injerencia y capaci- 
dad de incidir y de generar consecuencias de distinto sig- 
no —a favor o en contra— en la sociedad y la población en 
general. Entonces, cuando hablamos de quien está a cargo 
de esta unidad, ¡¿cómo no vamos a hablar de todo lo que 
a esa persona concierne?! Porque resulta que todo lo que a 
esa persona concierne nos termina concerniendo a todos y, 
eventualmente, afectando y generando consecuencias so- 
bre la sociedad y, en este caso, con relación a un cometido 
esencial del Estado, como el orden interno y la seguridad 
pública. Así que no me arrepiento. 


Menos aún voy a permitir al señor ministro que me 
diga —no me presta atención; me importa poco que no lo 
haga— que es irresponsable haber traído a colación el tema 
de los tres suicidios que se produjeron en la Guardia Re- 
publicana en el mes de noviembre. No lo voy a permitir. 
¡Irresponsable es él si pretende indicar a los parlamenta- 
rios hasta dónde debemos llevar nuestros comentarios o 
dónde debemos poner los límites de nuestras preocupacio- 
nes a la hora de interrogar al ministro del Interior! No lo 
voy a tolerar, entre otras cosas porque, consciente o no, lo 
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que el ministro acaba de hacer con esa actitud es afectar 
el fuero parlamentario; no el mío sino el del Cuerpo, el de 
la Comisión Permanente, el del Poder Legislativo. ¡Y eso 
es gravísimo! Creo que él, como ministro del Interior, por 
lo que representa su investidura, está incurriendo en una 
falta muy grave desde el punto de vista político. 


¡Que no me vengan a decir que con relación a los sui- 
cidios el Departamento de Salud Mental del Hospital Po- 
licial viene desarrollando tales o cuales programas! Me 
parece muy bien, ¡pero resulta que en momentos en que se 
denuncia acoso moral, acoso laboral, estrés y presión de 
parte de los mandos con relación al personal subalterno en 
la Guardia Republicana ocurren tres suicidios en menos 
de treinta días! Y los testimonios que se conocen —no los 
hice públicos yo, sino que los conocí del mismo modo que 
los conoció el ministro— van en la dirección de que esa 
resolución fatal estaría vinculada con la realidad que se 
vive hacia la interna de esta unidad policial. 


¡Irresponsable o grave hubiera sido venir a manosear 
nombres! Yo no he dado los nombres de estos tres fun- 
cionarios. Creo que eso sí sería faltar el respeto a sus deu- 
dos, a sus familias. ¡De uno de ellos se dijo que se pegó el 
tiro con la resolución del traslado al INR en la mano! Eso 
fue lo que se dijo. ¿Pasó o no pasó? ¡Si pasó o no pasó es 
relevante, porque eso puede indicar que allí hay un nexo 
causal, como dije antes! En el caso de otro de ellos, todos 
vimos los testimonios de su señora esposa. ¿Mintió cuan- 
do dijo que su esposo se suicidó porque vivía atormentado 
con relación a la realidad que había en la Guardia Republi- 
cana? ¡No sé si mintió, pero en primer lugar tengo el deber 
de creerle cuando sale a decir esto por televisión! ¡Con 
relación al otro funcionario, fue el padre quien habló! Dijo 
que sufría castigos y presiones en la Guardia Republicana 
y que él entendía o explicaba este desenlace por esa causa. 
Sé que todo eso es muy subjetivo, que admite prueba en 
contrario, que estamos ingresando en un terreno compli- 
cado, pero ¡¿cómo no lo voy a traer a colación?! ¡¿Cómo 
voy a tolerar que el ministro del Interior, el Gobierno o el 
Poder Ejecutivo me vengan a decir que es irresponsable 
que yo haga lo que hago?! No solo no me arrepiento, sino 
que lo reitero y lo reafirmo, y que el señor ministro se haga 
cargo de lo que le corresponda. 


Con relación a la orientación de la Guardia Republi- 
cana, comparto mucho de lo que el señor ministro dijo. 
Me parece muy bien. Ese fue el sentido del acuerdo mul- 
tipartidario que hicimos en el año 2010. Hablamos de una 
guardia que estuviera orientada a respetar los derechos 
humanos y la vigencia del Estado de derecho, que no fue- 
ra meramente represiva. Según el ministro, los gobiernos 
anteriores a los del Frente Amplio no lograron avanzar en 
esa dirección porque veníamos de la dictadura y se estaba 
en un proceso de transición. Está bien; en eso estábamos 
todos de acuerdo, pero admitamos que esa orientación o 
esa política tiene marchas y contramarchas. De lo contra- 
rio, ¿en qué concepto o en qué casillero se inscribe que a 
fines de diciembre se haya procesado con prisión a cuatro 
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integrantes de la guardia por haber reprimido salvajemen- 
te según la prensa— a menores internados en el Ceprili? 
¿Puede ser la excepción que confirma la regla? Puede ser, 
pero admitamos que esto no es lineal. Admitamos también 
—el hilo siempre se corta por lo más fino— que más allá de 
que algunos integrantes de la guardia tengan determinada 
nostalgia, como el señor ministro ha pretendido postular 
en el ámbito de este debate, a la vez que se preocupa por 
los funcionarios de la Guardia Republicana que teórica- 
mente así opinan o piensan, debería preocuparse por su 
interna, porque hay sectores del Frente Amplio con repre- 
sentación parlamentaria y hay colegas en la Cámara de 
Diputados que entienden que la Guardia Republicana no 
va por el camino que dice el señor ministro. 


Tengo declaraciones de señores diputados —no voy a 
nombrarlos, porque no sería de buen gusto— del Partido 
Comunista, del Partido por la Victoria del Pueblo, del Par- 
tido Socialista que dicen, por ejemplo, que en la interna 
del Frente Amplio debe darse una discusión acerca del rol 
que deben tener las fuerzas que tienen el monopolio de las 
armas de seguridad y la represión. Señalan que los grupos 
que se rebelan contra la decisión del ministro del Interior 
—la nota refiere a los grupos políticos— coinciden en que la 
Guardia Republicana es una fuerza de choque que nada 
tiene que ver con la tarea preventiva que se postula. Otro 
señor diputado agrega que está pendiente una tarea demo- 
cratizadora de las Fuerzas Armadas y de la Policía; esto no 
quiere decir que no existan esos cuerpos, pero deben tener 
un fuerte control político y social y que su concepto de la 
convivencia y la seguridad no pasa por el fortalecimiento 
de los aparatos represivos. Esto fue dicho hace pocas se- 
manas, cuando todavía estábamos tratando el presupuesto 
nacional. De manera que, sin ninguna duda, en esa mate- 
ria al señor ministro le queda mucha tarea pendiente. 


Coincido con esa orientación y con muchos de los as- 
pectos que se incluyeron en la nueva Ley Orgánica Poli- 
cial, con respecto a la cual tuvimos una diferencia, funda- 
mentalmente de oportunidad política, porque el ministro 
resolvió pedir a su bancada parlamentaria que apurara el 
trámite y la sacamos a las apuradas a fines de 2014. La 
Cámara de Diputados la votó el 22 de diciembre, cuando 
ya había un nuevo Gobierno electo. Esa fue la diferencia 
que tuvimos, pero con muchos de sus contenidos estoy de 
acuerdo. Estoy muy de acuerdo con muchos de los conte- 
nidos del Reglamento General de Disciplina que se aprobó 
en los primeros días de este año, pero quien parece que no 
lo está es el ministro del Interior, porque el Gobierno apro- 
bó el decreto respectivo, donde entre otras cosas se prohí- 
be o se establece que la obediencia debida no es eximente 
de la responsabilidad —y está bien—, pero después andan 
persiguiendo a los integrantes de la Guardia Republicana 
que hacen denuncias. Entonces, resulta que la obediencia 
tiene límites. Me refiero a aquellas situaciones que están 
más allá de la legalidad, como cuando a un guardia se le 
dice que no puede ampararse en la obediencia debida, no 
puede cumplir una orden que sea ilegal o no se le permite 
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denunciar cuando algo ilegal ocurre, en este caso en el ám- 
bito de la Guardia Republicana. 


Evidentemente, el ministro del Interior y el Poder Eje- 
cutivo en este aspecto, entre el discurso y la acción, en- 
tre lo que escriben en los instrumentos jurídicos y lo que 
realizan en la práctica de la gestión policial, exhiben una 
contradicción muy grande. 


Con relación a los hechos concretos, el ministro trajo 
a colación el tema de las redes sociales —está bien que 
lo haga, tiene derecho a hacerlo; ahora, su uso puede 
tener vinculación, pero no desmiente, confirma, agranda 
ni achica la gravedad de las denuncias que pusimos a 
consideración de la Comisión Permanente en nuestra 
exposición inicial. No sabemos muy bien qué alcance tiene 
ese uso de las redes sociales, si hay una conspiración o no 
—como el ministro ha planteado—, si son comportamientos 
individuales —graves— ilegales, pero, sea lo que sea, lo que 
el ministro debería hacer es actuar, y hasta ahora no lo 
hizo. Si hay policías que en forma individual o colectiva, 
de a uno o de a pocos, a través de las redes sociales afectan 
el buen nombre del instituto policial, ponen en duda el 
ordenamiento democrático del país, postulan conductas 
reñidas con los derechos humanos, pues entonces el 
ministro tiene los instrumentos para actuar, para investigar 
administrativamente, para sumariarlos y separarlos del 
cargo. Pero eso no fue lo que hizo el ministerio ni tiene 
relación con las denuncias que estuvimos discutiendo 
en este Cuerpo. La supuesta asonada, la manifestación 
del 5 de octubre, que pongamos fue una falta —no lo 
juzgo—, se debió haber investigado pero no se investigó. 
Y cuando se dispuso el traslado no fue por esas mismas 
razones, porque esos trabajadores estuvieran en una 
campaña o en una conspiración para subvertir el orden, 
para degradar o deteriorar a la Policía. ¡No! Se dijo que 
se los trasladaba por razones de servicio en lo que sin 
duda era —como dije antes— una sanción encubierta. Si 
tan grave era la conducta, ¿por qué no los separaron del 
cargo y los sumariaron en esa misma oportunidad? No. 
Los trasladaron para hacerles daño, para perjudicarlos 
desde el punto de vista laboral y económico. Se me dirá 
que son malos funcionarios. ¡Demuéstrenlo! Y si no, ¿por 
qué aprobamos un decreto con ciento veinte artículos 
referidos al régimen disciplinario para dar garantías a 
los funcionarios, si después no se pone en práctica? ¿O 
se me dirá que todavía no estaba vigente el decreto que 
se aprobó veinte días después? Esa es la realidad material 
de las cosas. Y el sumario no se dispuso por lo de las 
redes sociales. En todo caso, el sumario se dispuso dos 
meses y medio después, cuando todo esto hizo eclosión 
en el escenario público, cuando apareció en los programas 
de televisión, cuando vino el ministerio a declarar al 
Parlamento, cuando anunciamos en nombre del Partido 
Nacional que íbamos a efectuar esta convocatoria. Fue 
entonces que el señor ministro dispuso, sin hacer la más 
mínima referencia a nada de lo que hoy exhibió, que como 
estos funcionarios se habían concentrado y supuestamente 
eso representaba una falta, iban a ser separados del cargo y 
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luego sumariados. Ahora dicen que recibieron más pruebas 
y que por lo tanto van a tensar la línea. ¡Qué casualidad! 


Porque esto de las redes sociales ya lo dijo el inspec- 
tor José Pedro Sesser en la Comisión de Legislación del 
Trabajo: esto no es una novedad; el ministerio ya había 
manejado este argumento. Ahora, si es tan grave, ¿por qué 
no sumariaron por ese motivo a esos trabajadores? ¿Por 
qué no actuaron conforme a derecho en lo que respecta a 
la aplicación del Código Disciplinario si hicieron las cosas 
mal? No lo hicieron. No tengo la más mínima duda de que 
actuaron violando los principios del derecho administra- 
tivo. 


Sobre el oficial Gustavo Brites, el señor ministro in- 
currió en algo que ya había dicho el inspector Sesser en 
la Comisión. Dijo que el oficial Brites había reaccionado 
como reaccionó porque le negaron un horario especial. 
Eso es mentira. Tal vez el señor ministro no haya men- 
tido deliberadamente —repito, sigo creyendo en la buena 
fe de la gente y, además, me parece que lo constructivo 
es no llevar esto al terreno de las intenciones—, pero le 
informaron mal. El oficial Brites ya tenía un horario es- 
pecial y se lo sacaron después de que se le ocurrió hacer 
alguna denuncia —en el acierto o en el error, pero en el 
derecho de hacerla porque para eso está la Dirección de 
Asuntos Internos— para hacerle daño. Después habrá he- 
cho todo lo que se dice, yo no lo defiendo —él sabrá cómo 
hacerlo—, pero no me vengan a decir que en realidad actuó 
por reacción porque no le daban el horario especial que 
estaba pidiendo. Aquí tengo documentación de la Guar- 
dia Republicana que demuestra claramente que ya tenía el 
horario especial y cuando se armaron los líos procedieron 
a sacárselo. 


Con relación a la agresión que habría sufrido el guar- 
dia Bustamante —creo que la sufrió—, el señor ministro 
dice que están esperando la decisión de la Justicia, que eso 
no significa que la resolución sea negativa y que prevén 
que no habrá responsabilidad. Tampoco fue eso lo que dijo 
en comisión el Ministerio del Interior, sino algo más —¿eso 
cómo se explica?—: que la denuncia había sido hecha por la 
Guardia Republicana. Para mí que la hizo el guardia Bus- 
tamante. Ahora, a nosotros nos dijeron —están en nuestro 
poder las versiones taquigráficas— que la denuncia la hizo 
la Guardia Republicana. 


Si estamos frente a hechos sobre los cuales el ministe- 
rio anticipa o prevé que no habrá ninguna responsabilidad 
de parte del señor director Yroa, ¿por qué razón la Guar- 
dia Republicana hace la denuncia? ¿O es que la Guardia 
Republicana denuncia cualquier cosa? Allí hay una incon- 
sistencia evidente. Me parece que estamos asistiendo a la 
construcción de un relato que a medida que van pasando 
las instancias se va ajustando, acomodando y poniendo un 
poco de maquillaje para ver si lo hacemos cerrar. 


Ahora nos encontramos con la novedad de que el se- 
ñor Bustamante se autoinfligió la herida. ¡Mire qué no- 
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vedad! ¿Y por qué el 8 de diciembre nos vinieron a decir 
otra cosa? Porque yo tomo la palabra del ministerio del 8 
de diciembre con el mismo valor político que la del mi- 
nistro hoy, pues ese día vinieron al Parlamento —no a una 
rueda de boliche— los funcionarios que el ministro mandó. 
Y en esa ocasión no nos dijeron que el guardia se había 
autoinfligido la herida, sino que habían hecho una denun- 
cia penal, que se estaba investigando y que si había con- 
secuencias para el director Yroa se tomarían las medidas 
correspondientes. ¿Es un tema de comunicación? ¿Es un 
tema de lenguaje? No sé qué es, pero por supuesto que no 
les creo, señora presidenta, porque me parece que el relato, 
claramente, se cae. 


Capaz que ha pasado para los señores legisladores algo 
inadvertido, un aspecto que a mí me parece grave y que 
tiene que ver con la regularidad administrativa, con la 
honradez y con la probidad de los funcionarios públicos. 
El tema de las chacras —hay denuncias por peculado— se 
sobrevoló. Inclusive, el señor ministro dijo que tenía un 
nivel de coincidencia importante con lo que quien habla 
había sostenido, que no le parecía bien que estas cosas 
ocurrieran y que estaba viendo de qué manera salir de esta 
situación o cambiar esta realidad. Ahora, de la venta clan- 
destina de bienes públicos el señor ministro no habló una 
sola palabra, y el señor director Yroa, que es el responsa- 
ble más directo —es el director de la unidad que administra 
esas dos chacras—, menos lo hizo. Aclaro que el ministro, 
obviamente, tiene la responsabilidad jerárquica y la res- 
ponsabilidad política como tal. ¿Hubo peculado? ¿Existe 
la posibilidad de que se haya practicado la venta ilegal de 
bienes públicos por parte de funcionarios públicos? Esta 
afirmación es de una gravedad tremenda, pero las autori- 
dades del Ministerio del Interior no han traído tranquili- 
dad al Parlamento, no nos han dicho ni que no es así ni que 
tienen la convicción de que no es por esto ni por aquello. 
¡No lo han dicho! El señor director Yroa dijo que lo citaron 
a declarar y fue. Pero comprendan que a la oposición eso 
no puede traerle sosiego ni tranquilidad; lo único que hace 
es confirmar la preocupación con la que llegamos a esta 
instancia y acrecentar nuestras dudas, y no es por mala fe, 
sino por sentido de responsabilidad. Parece que tenemos 
conceptos muy distintos a los del ministro con respecto al 
sentido de responsabilidad. Tal vez esa sea una de las con- 
clusiones que personalmente pueda sacar de esta instancia 
parlamentaria. 


Por lo tanto, a esta altura —salvo que se aporten nuevos 
elementos; el ministro habló durante largo rato, habrá di- 
cho todo lo que tenía para decir y, como se dice en la jerga 
parlamentaria, esta sesión no tiene consecuencias políti- 
cas—, si bien no habrá declaración de ningún tipo, sí po- 
demos dar opiniones. Mi opinión es que la comparecencia 
del ministro ha resultado absolutamente insatisfactoria en 
cuanto a precisar el alcance de las denuncias que aquí se 
han planteado. Nosotros no las hemos formulado, sino que 
las hemos recogido, compendiado y traído al Parlamento 
porque, como se ha dicho, han tenido otros orígenes. 
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En nombre de mi partido político, dadas las circuns- 
tancias, obviamente no vamos a pedir la renuncia del señor 
ministro del Interior, ya que eso simplemente sería para 
tener diez segundos en la televisión. Ya sabemos cómo 
es la ecuación política del país y el juego de las mayorías 
parlamentarias; desde luego, como viene ocurriendo des- 
de 2010, el Gobierno nacional va a mantener a cal y can- 
to a un ministro con el cual es notorio que hemos tenido 
enormes diferencias desde el punto de vista de la gestión. 
Sí queremos decir que la permanencia del señor director 
Yroa al frente de la Guardia Republicana para nosotros es 
absolutamente insostenible. A la luz de todo lo que hemos 
mencionado, de las respuestas y comentarios que hemos 
recibido, a nuestro juicio no se puede sostener al señor di- 
rector Yroa en su cargo. 


Cuando el señor ministro del Interior designó al direc- 
tor Yroa tenía un sumario abierto por supuestos manejos 
irregulares de pagos del Servicio 222. En esa oportunidad 
también fueron sumariadas otras dos jerarquías de muy 
alto rango de la Policía. Me refiero a los subjefes de la Po- 
licía de Tacuarembó y de Montevideo. Según tengo en- 
tendido, aún tienen el sumario abierto. Hace tres años, el 
señor ministro Bonomi, que tanto ha confiado en el señor 
inspector Yroa, resolvió cerrar el sumario que aún no es- 
taba terminado y designarlo como director de la Guardia 
Republicana. Tal vez tuviera potestades para eso. Después 
de ello vino todo lo demás, que hemos comentado a lo 
largo de esta sesión. 


El señor director Yroa está siendo investigado penal- 
mente con relación a hechos sobre los que el propio minis- 
terio dice que hay que esperar la resolución de la Justicia. 
Él ha venido a echarle la culpa al funcionario que lo agre- 
dió, y con eso confirma que forcejeó con un funcionario. 
Yo no quiero un director de la Guardia Republicana que 
forcejee con los funcionarios, más allá de quién haya pro- 
vocado el incidente o, para que se entienda, haya tirado 
la primera piedra. Si ese funcionario se desacató, debió 
sumariarlo, sancionarlo y aplicar todo el capítulo sobre 
sanciones previstas del Reglamento General de Discipli- 
na, que son muy severas con respecto a la inconducta de 
los funcionarios policiales. Sin embargo, estamos frente 
a una pelea de tipo horizontal entre quien se supone es el 
superior jerárquico y un funcionario de inferior jerarquía, 
que forcejean, que está siendo investigada por la Justicia, 
y cuando viene a sala, el director dice «el que empezó fue 
él». A nosotros esto no nos da tranquilidad. No estamos 
hablando de personal subalterno; estamos hablando de la 
quinta jerarquía del Ministerio del Interior, del director de 
la Guardia Republicana, del director de la cuarta Fuerza 
Armada —como se dice popularmente—, el jefe de la uni- 
dad militarizada de la Policía nacional. Por lo tanto, no 
estamos de acuerdo con que permanezca en su cargo en 
esas condiciones. 


Además, quedó claro que no nos da tranquilidad —ni 
se la puede dar al país— como administrador de los bienes 
que tiene a su cargo. En las chacras policiales se ha denun- 
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ciado peculado; se ha hablado —hay testimonios— acerca 
de que se ha vendido clandestinamente determinada mer- 
cadería que se ha trasladado —lo dije antes— en camiones 
de la guardia a una chacra en la zona de Piedras Blancas, 
en la intersección de camino Conocido Petirossi y Rafael. 
Si después de una larguísima exposición del señor minis- 
tro y de los asesores que lo acompañan eso no merece el 
más mínimo comentario, ni siquiera que nos dijeran que 
no es cierto, obviamente no podemos darnos por satisfe- 
chos. Las respuestas que hemos recibido no nos pueden 
dar tranquilidad. 


Por lo tanto, como hemos dicho, en estas condiciones 
el señor ministro Bonomi continuará siendo ministro del 
Interior —ya lo sabíamos antes de que empezara esta se- 
sión—, pero la Guardia Republicana, que se supone motivó 
consenso, acuerdo y coincidencia entre todos hace cinco 
o seis años; que se supone lleva ese nombre porque debe 
estar al servicio de la democracia, del Estado de derecho, 
de la vigencia y la defensa de los derechos humanos, está 
a cargo de un ciudadano que al Partido Nacional no le me- 
rece, a esta altura, la confianza necesaria. 


SEÑORA TOPOLANSKY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
legisladora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señora presidenta: he es- 
cuchado con mucha atención la exposición inicial hecha 
por el legislador Abdala y las respuestas formuladas por el 
ministro del Interior y sus asesores. 


En primer lugar, quiero decir que de ninguna mane- 
ra aceptamos que se acuse al ministro de mentir. Es una 
acusación muy grave, sin fundamento, con relación a un 
ministerio que hace a la seguridad pública. Es inadmisible 
que se diga eso en esta sala, con la liviandad con que se ha 
hecho y sin ningún fundamento. Nos parece un atropello 
en una sesión que ha sido convocada en régimen de co- 
misión general para conversar sobre algunos puntos que 
habían sido explicitados en la moción que votamos por 
unanimidad en la Comisión Permanente. 


En segundo término, de las supuestas acusaciones for- 
muladas por el legislador Abdala con respecto a irregu- 
laridades, abusos y dudas, no se ha puesto ningún hecho 
ni prueba sobre la mesa. Es más, insulta al Ministerio del 
Interior tachando de libelo a la Unidad de Comunicaciones 
frente a un comunicado. Todos sabemos lo que es un libe- 
lo, no lo voy a explicar. 


Algunos funcionarios de la Guardia Republicana com- 
parecieron ante la Comisión de Legislación del Trabajo de 
la Cámara de Representantes; fueron recibidos, como co- 
rresponde. La comisión tomó la iniciativa —como corres- 
ponde— de citar al Ministerio del Interior, y no hizo nada 
más porque, seguramente, valoró que las respuestas dadas 
aclaraban la situación denunciada. 
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Compartimos totalmente el concepto que se ha desa- 
rrollado con respecto a la forma en que debe conducirse 
esta nueva unidad que se creó —como se ha dicho— para 
custodiar la seguridad de los habitantes y preservar a las 
personas, su vida y el desarrollo de la sociedad. Puede pa- 
recer un concepto de Perogrullo, pero no lo es, porque es 
una concepción en la que hay que trabajar para lograr un 
cambio cultural; y esos cambios no se producen en cinco 
minutos, sino que llevan un proceso. La seguridad de los 
habitantes, que como se dijo, es la garantía del goce de los 
derechos humanos es algo crucial en la vida de cualquier 
sociedad. Esto nos hace resaltar la importancia que tiene 
que las conceptualizaciones comiencen a estar en la discu- 
sión pública, así como en la educación y conformación de 
los cuerpos policiales. Esto es algo muy importante para 
toda la sociedad porque es lo que da garantías. 


Queremos recalcar que hay una serie de normativas, 
como bien se dijo, con relación a algunos funcionarios pú- 
blicos, que son diferenciales de las de otros funcionarios 
públicos. Los funcionarios policiales, militares y diplomá- 
ticos tienen determinadas normativas diferentes, y está 
bien que así sea. Creo que eso no se puede cuestionar. En- 
tonces, cuando se mencionaba el artículo 37 relativo a la 
prohibición de realizar manifestaciones que atenten contra 
el respeto a los poderes del Estado, etcétera, me parece 
muy bien que se ponga énfasis en cumplir dicha norma- 
tiva. Podemos establecer la normativa, pero si después no 
la cumplimos, en realidad, la normativa está de más. Hay 
que mantener el equilibrio que señalaba el señor fiscal de 
Corte, que nos permite tener la tranquilidad de que cuando 
definimos la forma en que debe proceder el personal poli- 
cial, que es de lo que estamos hablando en este momento, 
se ajuste a derecho. Es lo que se ha hecho: ajustar a dere- 
cho esa forma de proceder. 


En este momento la Guardia Republicana tiene mil 
quinientos efectivos; unos quince o diecisiete —el núme- 
ro no lo anoté—, fueron a hacer la denuncia, y están en 
su derecho. Pero las denuncias deben ser formuladas con 
fundamentos. La Comisión de Legislación del Trabajo de 
la Cámara de Diputados hizo muy bien en escuchar a las 
partes, y luego dio el caso por cerrado. No estoy juzgan- 
do a ninguno de los diputados; creo que procedieron bien, 
aunque no integro esa comisión. 


Sabemos que cuando hay cambios muy grandes, es 
verdad, se puede registrar resistencia. Voy a citar un ejem- 
plo completamente lejano, pero que hace también a fun- 
cionarios públicos. Recuerdo en esta misma sala, cuando 
se hizo la reestructura de salvataje del Banco Hipoteca- 
rio, que había funcionarios bancarios que se resistían a 
ser trasladados a la Agencia Nacional de Vivienda por un 
montón de razones que no vamos a explicitar. Era natu- 
ral porque los cambios siempre generan resistencia, pero 
no llegaron a determinados extremos. Me alarman los re- 
gistros gráficos salidos en las redes sociales. Los que me 
conocen saben que no soy habitué de las redes sociales, 
no pongo nada en ellas y tampoco las leo, pero he que- 
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dado asombrada y alarmada porque reflejan conductas de 
una serie de funcionarios de extremísima gravedad. Pensé 
que a treinta años de finalizada la dictadura militar, de 
triste recuerdo en nuestro país, no existían estos resabios. 
Está muy bien que se proceda, aunque sean solo diecisiete, 
porque todos sabemos que una manzana podrida pudre el 
cajón. Me horrorizan estas fotos, realmente no sabía que 
existían y ello es de enorme gravedad. Está muy bien que 
se apliquen las distintas normas jurídicas, tanto las corres- 
pondientes a la Ley Orgánica Policial como los reglamen- 
tos y decretos que tengan que ver con la conducta, porque 
de lo contrario, ¿para qué los tenemos? Si eso amerita que 
se abran sumarios o que posteriormente se tomen medidas 
disciplinarias, es lo que hay que hacer. Me parece que a 
nadie debe caber la duda. 


Con respecto a los casos que han pasado a la Justicia 
penal porque son de su órbita, hay que esperar el resulta- 
do, porque como he oído mil veces repetir en esta sala y en 
otros ámbitos, nadie es culpable hasta que no se demues- 
tre. En principio, demuestra seriedad que si la cuestión 
es de orden penal sea pasada a la Justicia penal y que se 
hagan todas las investigaciones de orden administrativo, 
sumarial o las que correspondan; no tengo el detalle de 
cómo se procede en forma puntual dentro del Ministerio 
del Interior, pero es lo que pasa en todos los ministerios. 


Me asombro de que queden dudas acerca de que un 
cuerpo de policías debe estar bien armado, mejor que los 
delincuentes. Diría: sin comentarios. La verdad es que es- 
tamos frente a aquello de que palos porque bogas y porque 
no bogas palos. Si no tienen suficiente armamento, palo, y 
si tienen más armamento, palo. Es rarísimo esto. 


Con relación a que hay que ir desde la prevención 
gradualmente y llegar al último escalón que es la repre- 
sión, en una línea de acercamiento a la población, para 
que vaya adquiriendo confianza en la institución Guardia 
Republicana, se dé ese relacionamiento y se sienta real- 
mente protegida, es algo que debemos cuidar con mucho 
detalle, porque si los funcionarios que van en un móvil 
expresan —como quedó demostrado en la fotografía— que 
van a molestar, no están cumpliendo con el objetivo que 
se les pidió. 


Quiero decir que me pareció muy interesante todo el 
desarrollo de lo que brinda el departamento de salud men- 
tal. Obviamente que hay funciones en todo el ámbito del 
Estado mucho más estresantes que otras, eso es natural. 
Muchas veces hemos oido de suicidios, tanto en el ámbito 
policial como en el militar. Es más, hace poco leía en la 
prensa que los guardias que tenían armamentos sin balas 
en el Batallón Florida lo tenían de esa manera porque ha- 
bía habido un suicidio y entonces, en el acierto o en el 
error, el jefe del cuartel decidió tomar esa medida. Es decir 
que el estrés, la tensión psicológica son cosas que influyen; 
si no se toman medidas sería un problema; que se haga, 
precisamente no es problema. Es obvio que se trata de fun- 
cionarios que están sometidos a una situación muy fuerte, 
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a una presión que hay que imaginar si no conocemos los 
detalles de la actividad que realizan. 


En definitiva, quiero decir enfáticamente que no hemos 
escuchado ninguna denuncia de irregularidad o abuso; no 
hay ningún fundamento. El único fundamento que hay es 
que se acusa al ministro de mentir y no estamos dispuestos 
a aceptar ese tipo de exposiciones porque nos parece que 
desvirtúan el llamado a la Comisión Permanente en régi- 
men de comisión general. 


Consideramos que baja el nivel de una convocatoria 
de este tipo. 


Queríamos hacer estas precisiones aunque obviamen- 
te, no conocíamos el relato que haría el señor legislador 
Abdala. Igualmente, fuimos tomando nota a fin de llegar 
a estas respuestas. 


Gracias. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido la 
palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: en primer lugar, no siento que me traten de mentiro- 
so, sino de que estoy mal asesorado. Por lo tanto, digo que 
el señor legislador Abdala es el que está mal asesorado. 
Que se entienda como se entienda. 


(Interrupción del señor legislador Abdala). 


—En segundo término, no pretendi decir: yo dije, y 
consta en la versión taquigráfica. Antes de responder hay 
que leer la versión taquigráfica. No dije lo que el señor 
legislador Abdala dijo que dije. 


Respecto a la pregunta relativa al nivel de aclaración 
de los delitos —discúlpeseme que me adelante al siguiente 
tema—, no nos comparamos con ningún país de América 
Latina porque estamos enormemente por encima de todos. 
Nos comparamos con el FBI y con Inglaterra y corremos 
en desventaja porque para el ministerio y para los urugua- 
yos algo está aclarado, no cuando se lleva el caso ante la 
Justicia, sino cuando esta falla. Para el FBI y para Inglate- 
rra algo está aclarado cuando se lleva al fiscal; si después 
el juez dice que no hay delito, igual lo consideran aclara- 
do. Entonces, no podemos compararnos totalmente —¡gual 
salimos bien parados—; la comparación es bastante irreal 
porque estamos comparando el fallo al que llegó la Justicia 
con lo que la Policía llevó ante la Justicia. En este caso 
pasa lo mismo. Para el señor legislador, lo que está denun- 
ciado es cierto y habla acerca de lo que ocurrió porque fue 
denunciado, pero para nosotros no es así; fue denunciado 
e investigado. Algunas cosas ya fueron aclaradas desde 
el punto de vista administrativo y por lo tanto, para noso- 
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tros no son ciertas; sin embargo, el señor legislador sigue 
diciendo que son ciertas. Y en eso no hay acuerdo; algu- 
nos seguirán hasta mañana diciendo que pasó tal cosa y 
nosotros respondiendo que no, porque ya fue investigado 
administrativamente, y no fue así. 


(Ocupa la presidencia la señora legisladora Topolansky). 


Tampoco nos vamos a poner de acuerdo si se sigue 
comparando en una forma caprichosa —dije caprichosa— la 
situación al 8 de diciembre con la del día de hoy, porque 
aquel día la investigación no había culminado. Entonces, 
lo que se pudo haber dicho sin la investigación culminada 
es una cosa y lo que diga hoy, con la investigación termi- 
nada, es otra, y eso no significa contradicción. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señora le- 
glsladora. 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede inte- 
rrumpir la señora legisladora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: seguí el deba- 
te desde la presidencia, pero quiero intervenir. 


En primer lugar, comparto las expresiones de la señora 
legisladora Topolansky que allanan muchos aspectos, pero 
quería complementarlas con otros puntos. 


Tampoco acepto que se califique al ministro de men- 
tiroso. Los agravios en un llamado a sala en régimen de 
comisión general, no ayudan, cuando además la voluntad 
política expresada por todos los partidos era la de inter- 
cambiar ideas e información acerca de un tema que sí ha- 
bía propuesto el señor legislador Abdala. 


Luego de este intercambio sigo comprobando que evi- 
dentemente tenemos dos formas de encarar la seguridad 
y la convivencia; quedan plasmadas cuando en esta sala 
y en las comisiones se analizan estas cuestiones. En este 
sentido, están quienes siguen aferrados al criterio del or- 
den público y nosotros que insistentemente seguiremos 
trabajando sobre la seguridad y la convivencia como te- 
mas vinculados a la protección de los derechos de los ha- 
bitantes. Está bueno que tengamos diferencias y que los 
habitantes las conozcan, pero yo me pregunto: los habitan- 
tes del Cerro, frente a las cosas que vimos, ¿estarán muy 
contentos? ¿Se sentirán seguros? Que contesten quienes 
deseen hacerlo. No sé si los habitantes del Cerro han ac- 
cedido a esto. 


Pero hay otras cuestiones que quiero mencionar. Me 
parece una terrible picardía hablar de la obediencia debida 
en los términos en los que aquí se habló. La obediencia 
debida tiene condicionamientos, por suerte, y está bueno 
que así sea y todos acá en sala conocemos por qué hay 
excepciones a la misma. 
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Pero hay otras cuestiones que quiero mencionar. Me 
parece una terrible picardía hablar de la obediencia debida 
en los términos en los que aquí se habló. La obediencia 
debida tiene condicionamientos, es para que, al no tener 
que afiliarse a la obediencia debida, se asuma que en todas 
las circunstancias no se puede hacer lo que se quiera. De 
alguna manera, aquí se explicitó que la Policía y los cuer- 
pos correspondientes tienen jerarquía y practican, precisa- 
mente, una disciplina vinculada a la jerarquía. Entonces, 
traer a colación la obediencia debida en esos términos, 
no solo es una picardía, sino que me resulta una soberana 
irresponsabilidad. 


Me permito hacerles una recomendación: repasen la 
versión taquigráfica de esta sesión y verán que el señor le- 
gislador Abdala utilizó el modo condicional. Sin embargo, 
luego se transforma en modo indicativo. 


Por otro lado, el tratamiento de los suicidios es una 
cuestión muy delicada, no solamente en este ámbito, sino 
a nivel mundial. Tiene que ver con la salud, con la pre- 
vención del contagio de conductas y con una cantidad de 
cuestiones que se están abordando de manera muy respon- 
sable y seria, como nunca se había hecho en estos cuerpos. 
Celebro que así sea y no quiero decir que considero una 
enorme irresponsabilidad hablar sobre esta situación com- 
pleja cuando Uruguay tiene índices muy altos para seguir 
abonando una teoría que a nivel internacional se revierte 
usando prácticas totalmente distintas a las planteadas por 
el señor legislador. 


Culminando mi exposición, por suerte decidimos que 
ambas Cámaras cuenten con comisiones especiales para 
abordar la seguridad y la convivencia. Estos ámbitos fue- 
ron solicitados por el señor ministro del Interior y acor- 
dados por todos los partidos políticos para abordar estos 
temas. Pero el verano es muy largo y a veces se traen a 
esta Comisión Permanente temas que deberían abordarse 
en aquellos ámbitos. 


Gracias. 
SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
gislador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señora presidenta: se agregaron 
algunos elementos con posterioridad a la intervención del 
señor ministro que obviamente voy a comentar en forma 
rápida y de manera descontracturada. 


Parece que la señora legisladora Payssé ha bajado de la 
presidencia a los efectos de extender juicios éticos sobre 
nuestro comportamiento a la hora de hacer planteamien- 
tos en el ámbito de la Comisión Permanente. Me tienen 
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absolutamente sin cuidado y no reconozco a la señora le- 
gisladora Payssé la autoridad suficiente para extender una 
sentencia de absolución o de condena respecto a algunos 
asuntos que mencionaba. 


En primer lugar, creo que la señora presidenta, legis- 
ladora Payssé, no me escuchó bien y tampoco al señor 
ministro, quien acaba de ratificar que yo no lo traté de 
mentiroso. Digo esto porque una cosa es ser mentiroso y 
otra es decir mentiras. Se pueden decir mentiras inducido 
por error con relación a lo que propala. Yo admito que ese 
haya sido el caso en la comparecencia del señor ministro 
en la mañana de hoy. Ahora, con respecto a que el señor 
ministro dijo una cantidad de inexactitudes con relación a 
los hechos fácticos que estamos discutiendo, ¡no me cabe 
la más mínima duda! Uno de ellos tiene que ver con la 
investigación, y ahora voy a contestar al señor ministro. 


Él parte del supuesto de que yo digo que está todo pro- 
bado. ¡Yo no digo eso! Lo que sí expreso es que no me 
digan que el ministerio está actuando sobre la base del 
principio de imparcialidad —principio esencial en el dere- 
cho administrativo—, que también alcanza a la actuación 
policial y a las normas que regulan la función de los in- 
tegrantes del instituto policial, porque no ha hecho eso. 
El ministerio ha actuado con subjetividad. ¡Con tanta 
subjetividad y predeterminación ha actuado, que una de 
las inexactitudes en las que incurre el ministro, es decir 
a la Comisión Permanente que la Dirección de Asuntos 
Internos está actuando, porque no está actuando! ¿De qué 
investigación me hablan cuando no se convoca a declarar a 
los denunciantes? Resulta que dos de los funcionarios im- 
plicados en todos estos hechos —uno de ellos, el que sufrió 
una herida, digamos que presuntamente, en función de la 
práctica del tiro temeraria que realizaba el director Yroa, 
y el otro que fue solidario con él, y que además hizo otras 
denuncias ante la Dirección de Asuntos Internos—, ¡no han 
sido convocados por esta dirección! Y cuando se habla de 
la Dirección de Asuntos Internos dicen que no pueden ha- 
cer nada. ¡Eso es lo que pasa en la realidad! 


Por tanto, no es que el ministro sea mentiroso, sino 
que las afirmaciones que se hacen aquí no condicen con 
la realidad. 


Con respecto a la obediencia debida, tengo la impresión 
de que la señora legisladora Daniela Payssé no ha leído 
—la exhorto a que lo haga, porque me consta su particular 
sensibilidad respecto a todos estos temas— el decreto del 
Poder Ejecutivo del día 4 de enero de 2016 —tiene pocos 
días; exactamente hoy cumple un mes—, que es el nuevo 
Reglamento General de Disciplina de los funcionarios 
policiales, donde claramente se define el concepto 
de obediencia debida en términos que yo comparto. 
El artículo 5. establece que el personal policial tiene 
especialmente prohibido cumplir órdenes manifiestamente 
ilegales o que atenten contra los derechos humanos, el 
sistema republicano, etcétera. La obediencia debida no es 
eximente de responsabilidad. 
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Todo esto ¿en cuál de las dos visiones sobre la orien- 
tación policial encaja? ¿En la del Frente Amplio o en la 
nuestra? De lo contrario, caemos en las visiones mani- 
queas: quienes están del lado de los derechos humanos y 
quienes somos sus supuestos detractores; quienes tienen 
el monopolio de la sensibilidad con relación a los temas 
de los individuos y quienes estamos, simplemente, para 
despreocuparnos por eso. Entonces, cuidado, cuando en 
relación con esto todavía se nos trata —como ya lo hizo el 
ministro antes— de irresponsables, algo que tampoco va- 
mos a aceptar. 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede conti- 
nuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: insisto con que es muy difícil llegar a algo cuando 
partimos de puntos de vista diferentes y hasta tenemos in- 
formación diferente. 


Insisto: la Dirección de Asuntos Internos no solo está 
haciendo una investigación interna —que ya terminó-, sino 
que es auxiliar de la Justicia respecto a las denuncias efec- 
tuadas. Si no fuera auxiliar de la Justicia, esta no estaría 
actuando, porque lo hace a través de Asuntos Internos. Y 
esta dirección recibió a los denunciantes y a otros testigos. 
De ahí se llega a conclusiones administrativas y no sé cuá- 
les son las judiciales. 


Claramente, el peculado no es un problema adminis- 
trativo, sino un delito, ante el que debe tomar posición 
la Justicia. Nosotros sí vamos a tomar este tema desde el 
punto de vista interno, pero sobre el peculado se tiene que 
expedir la Justicia, y no nosotros ante el delito. 


Con respecto al otro tema, no tenemos elementos para 
afirmar que lo que está denunciado sea verdad. No está 
comprobado. Lo que yo dije fue que se toma todo lo que 
está denunciado como verdad. Y como tal, se dice que hay 
que remover directores, hacer esto o aquello, etcétera. 


Por otra parte, la mayoría de las veces, antes de un su- 
mario se hace una investigación administrativa. Solo se 
hace un sumario directo cuando el hecho es evidente. Lo 
que mostramos hoy es evidente, se puede hacer un suma- 
rio directo; pero si hay un hecho irregular, primero se in- 
vestiga. La investigación es la que da lugar al sumario. Y 
todos esos pasos son los que se han seguido. 


La Guardia Republicana no hizo denuncia sobre el 
guardia Bustamante. 


(Interrupciones). 


—Insisto: se dice que hubo un forcejeo entre ambos y 
para nosotros esto no es cierto. Hay testigos que dicen que 
hubo otra cosa. Ya veremos cuando la Justicia se pronun- 
cie. Pero nosotros pensamos que es otra cosa. 
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Con respecto a las investigaciones y los sumarios, 
quiero decir que hablamos de dos sumarios. Uno está re- 
lacionado con una movilización que no correspondía. Y el 
otro es acerca del que el señor legislador preguntó por qué 
no se inició antes. Yo agradecí el llamado porque a raíz 
de ello nos llegó un montón de información de cosas que 
pasaron y de otras que son amenazas directas. Todo esto 
muestra que el problema es mucho más grave. Las cosas 
que hemos demostrado no las teníamos hace dos meses; 
las tenemos desde hace una semana. Por eso, ahora va a 
haber otro sumario. Pero es diferente; no tiene que ver uno 
con el otro. Creo que hay cosas que hacen a todo esto, 
pero que nosotros vamos a manejar después. Entonces, re- 
comiendo que se lea la versión taquigráfica, porque hay 
interpretaciones de cosas que hemos dicho que no son co- 
rrectas. No dijimos lo que se dice que dijimos. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
glslador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: entien- 
do que hemos entrado en un empantanamiento: yo dije 


esto, tú me entendiste otra cosa, quiero ser bien preciso. 


El señor ministro se ha adelantado a decir que en ma- 
teria de esclarecimientos de homicidios, Uruguay se com- 
para con el FBI y con Inglaterra, nada más y nada menos. 
Al respecto, quiero ser claro. 


La pregunta que hice, la número cinco, es muy básica 
y sencilla. ¿Por qué este Uruguay, que se compara con el 
FBI y con Inglaterra, cada año tiene una tasa de escla- 
recimiento menor? ¿Por qué está bajando? En definitiva, 
pregunto cuáles son las razones que nos quieren dar —para 
eso vinimos hoy- frente a la realidad de la baja de la tasa 
de esclarecimiento. 


Con todo respeto digo lo siguiente: cuando se mani- 
fiesta que Uruguay se compara con el FBL, cuando se ma- 
nifiesta que nuestro país se compara con Inglaterra, cuan- 
do leo en la prensa que algún jerarca expresa que tenemos 
mejor tecnología que CSI Miami, me viene a la mente la 
caja de bananas de la frontera con la que cargaron la mo- 
chila de una menor asesinada en la playa. ¡Nuestro CSI, 
nuestro FBI para cargar las pruebas usa cajas de banana 
de la frontera! 


Entonces, creo que todos necesitamos un poquito más 
de humildad. Es necesario explicar qué es lo que está pa- 
sando para analizar qué podemos hacer para mejorar y que 
los índices de aclaración de homicidios no sigan bajando. 
A eso refiere nuestra pregunta. 
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Por otra parte, cada día siento más que en este Cuerpo 
se nos señala qué podemos preguntar y qué no, qué pode- 
mos decir y qué no. Ese es un error. Acá podemos pregun- 
tar y decir lo que queramos; se podrá estar de acuerdo o 
no, se rechazará o no. Señalar qué es lo que puede decir y 
qué es lo que no puede decir un señor legislador es afectar 
sus fueros y, sobre todo, es afectar los fueros de todos los 
integrantes de esta Comisión Permanente. 


Gracias, señora presidenta. 


Gracias, señor ministro. 


SENORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede conti- 
nuar el señor ministro. 


SENOR MINISTRO DEL INTERIOR - Señora presi- 
denta... 


SENOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
gislador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede inte- 
rrumpir el señor legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Muchas gracias, señor ministro. 


Pido disculpas y espero que esta sea la última vez que 
interrumpo al ministro, entre otras cosas, porque advierto 
que estamos por ingresar a la consideración del segundo 
punto de la convocatoria. 


Solicité esta interrupción porque no puedo dejar pasar 
dos afirmaciones, que abonan lo que he sostenido en el 
sentido de que la posición del ministerio —no ya del minis- 
tro— con relación a estos hechos es inconsistente. 


El ministro acaba de decir que en cuanto a la agresión al 
oficial Bustamante —que analiza la Justicia por una denun- 
cia de lesiones—, la Guardia Republicana no hizo denuncia 
alguna. Ahora bien: eso no fue lo que dijo el Ministerio 
del Interior, que encabeza el ministro Bonomi, hace pocos 
días —el 8 de diciembre— en la Comisión de Legislación del 
Trabajo. Tengo en mi poder la versión taquigráfica de esa 
sesión, en la que figuran las manifestaciones, primero, del 
inspector Sesser, subdirector general de secretaría y, des- 
pués, del doctor Florio, asesor letrado del ministro. ¡Por 
eso digo que al ministro lo asesoran mal! 


En esa oportunidad, con relación a la agresión que su- 
frió el guardia Bustamante el inspector Sesser dijo que fue 
la propia Guardia Republicana la que realizó la denuncia 
ante la Justicia. Entonces, repregunté si fue la Guardia la 
que denunció al director Yroa y, más adelante, el doctor 
Florio —obviamente, en nombre del ministerio—, me con- 
testó: «S1 dentro de una unidad [...] alguien manifiesta que 
ocurrió un delito, [...] debe dar cuenta de los hechos a la 


COMISIÓN PERMANENTE 65-C.P. 


Justicia para que aclare la situación. Simplemente eso es lo 
que ocurrió: el inspector Yroa no se presentó ante el juez 
para autodenunciarse». 


Lo cierto es que se presentaron ante el juez. El minis- 
tro acaba de decir que no fue así. Entonces, ¡pido que se 
reconozca que el ministerio no ha sido —voy a buscar un 
término adecuado a los efectos de no generar discordia— 
prolijo al manejar estos hechos, al intentar esclarecerlos, 
al administrar la verdad públicamente, al responder a las 
denuncias que se hicieron! ¡Por lo menos hagan eso! 


Con el sumario pasa algo similar. El ministro me agra- 
dece que haya generado esta instancia porque parece que a 
raíz de eso descubrió lo que ponían en las redes y ahora va 
a iniciar sumarios por eso. Pero ¡estas cosas ya las cono- 
cían! ¡Que el ministro no sea pícaro! Se habrán agregado 
hechos nuevos, pero el mismo inspector Sesser —a esta al- 
tura me parece que el señor ministro, cuando vuelva al mi- 
nisterio, probablemente le tire de una oreja, porque vino a 
decir cosas que hoy están generando, por lo menos, alguna 
incomodidad— dijo cuando empezó su exposición: «Hay 
algunos policías que a través de las redes sociales preten- 
den cuestionar las órdenes del servicio, incitando a resistir 
los cambios que se realizan en la Guardia Republicana. 
Dichos cambios tratan de quitar el rótulo de unidad exclu- 
sivamente represiva [...]». O sea que dijo todo lo que escu- 
chamos antes. Ahora, el ministro nos dice que no fue así, 
que lo descubrieron en las últimas horas o a raíz de nuestra 
convocatoria al Parlamento, y por eso nos agradece. Pero 
los hechos demuestran que no fue así, y también que el 
sumario dispuesto a fin de año no tiene que ver con estos 
hechos. ¿Por qué no se basó en el problema de las redes 
sociales si era tan grave? Probablemente lo era; coincido 
con el análisis que la señora presidenta hizo hace instantes 
desde su banca. Ahora, si es tan grave, ¿por qué el sumario 
no dice que el trámite y la separación del cargo se deben 
a la seriedad de las afirmaciones en las que incurrieron a 
través de las redes sociales y simplemente señala que es 
porque se concentraron el día 5 de octubre en solidaridad 
con un compañero? Es decir que, por lo menos, la resolu- 
ción está mal fundada. Cuidado cuando esto termine en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, aunque eso es 
lo que menos me preocupa. Ante la perspectiva de que el 
ministerio pierda un juicio —sobre todo si lo pierde bien—, 
me preocupa que se arrasen las garantías funcionales de 
los trabajadores. No debemos olvidar que el personal po- 
licial son trabajadores, especiales pero trabajadores al fin, 
y en un Estado de derecho tienen garantías y derechos es- 
tablecidos en la Constitución y la ley, que el ministerio 
está obligado a cumplir. Entonces, no alcanza con que se 
aprueben reglamentos de disciplina floridos como este, 
que está muy lindo —realmente es muy bueno; lo comparto 
totalmente—, si después no se cumplen; no alcanza con que 
el ministro venga a hacer discursos al Cuerpo que después 
se den de bruces con la realidad que estamos denunciando. 


Gracias, señora presidenta. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Topolansky).- Puede conti- 
nuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Gracias, seño- 
ra presidenta. 


En primer lugar, quiero aclarar —aunque este tema lo 
vamos a tratar después— que en este último año no bajó el 
nivel de esclarecimiento; por el contrario, subió. Reitero 
que esto lo vamos a tratar después porque, de lo contrario, 
podemos confundir los temas. 


Por otra parte, no voy a insistir con respecto a una con- 
tradicción. Se planteó un fuerte tema de fondo y esto es 
absolutamente secundario. Además, Sesser no va a recibir 
un tirón de orejas porque esto es absolutamente menor. El 
problema es otro: no se termina de entender el tema del 
traslado. En una unidad de esas características el traslado 
no representa una sanción. Cuando están en funciones y 
actúan en discordia con lo que están haciendo, es un pro- 
blema para el funcionamiento de la unidad. Esa es la razón 
del traslado, que no es una sanción. La sanción viene des- 
pués de un sumario. No voy a insistir; solo voy a decirlo 
una vez más, y si me retrucan, no voy a hablar de nuevo. 


El sumario se da a partir de un hecho que ocurrió. No- 
sotros conocíamos algunas fotos. Algunos de los textos 
que acompañan la foto no los conocimos hasta ahora. Eso 
será motivo de un sumario que todavía no se ha iniciado 
y que, como dijimos, vamos a iniciar mañana. Lo dijimos 
varias veces; figura en la versión taquigráfica. Entonces, 
no nos digan que no lo hicimos. Lo vamos a empezar ma- 
ñana. Capaz que al leer la versión taquigráfica esto se en- 
tiende. Entonces, el sumario que ya se realizó tiene que ver 
con otra cosa y el que vamos a hacer, tiene que ver con este 
tema; son cosas diferentes. 


(Interrupción del señor legislador Abdala). 
(Respuesta del orador). 


—Por último, como hemos dicho —también se ha mani- 
festado en otras intervenciones—, los cambios como los de 
la Guardia Republicana y de la Policía llevan un proceso. 
En ese proceso algunos aspectos corresponden al mando y 
otros a los guardias. 


(Ocupa la presidencia la señora legisladora Payssé). 


—Cuando un guardia hace algo que no debe, tratamos 
de averiguar si lo hizo por orden del mando o por decisión 
individual. Por tanto, no vamos a acusar al mando cuando 
ha habido un exceso individual. Si eso se produce una y 
otra vez y no tiene respuesta, diremos: «Señor comandan- 
te: usted no controla, porque le pasa muy seguido». Si le 
pasa excepcionalmente, es individual. 


A mí no se me escapa —tampoco voy a rehuir este tema— 
que el proceso tiene que ver con la interna, con los distin- 
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tos partidos políticos y dentro de mi partido hay quienes 
ven en la Guardia Republicana a la vieja Guardia Repu- 
blicana. Los que quieren entorpecer el proceso de cambio 
hacen cosas para que los que en mi partido político ven a 
la vieja Guardia Republicana nos digan: «¿Ven que es la 
vieja Guardia Republicana?». No vamos a caer en esa. Hay 
quienes hacen denuncias con intención; entonces, no solo 
vamos a analizar —¡lo vamos a hacer!— la veracidad de la 
denuncia, sino sus razones. En este caso, la razón es impe- 
dir un proceso. Esto no cambia de un día para otro; cambia 
mediante un proceso que se inició en un acuerdo multipar- 
tidario. A mí no me duelen prendas porque me digan que 
hay gente, que no se dieron los nombres, que se mencio- 
naron los partidos y que tienen un solo diputado. No me 
preocupa. Sé que es así y que esa situación se da porque 
estamos en medio de un proceso; entonces, hay unos que 
ven adonde vamos y otros de donde venimos. Hay quie- 
nes quieren seguir en la Guardia de donde venimos y no 
aceptan adonde vamos, y quieren entreverar la discusión. 
No vamos a entrar en esa; vamos a seguir con ese proceso. 


Si el mando tiene que ver con los excesos, ¡ah, iremos 
contra el mando! Sin embargo, tenemos la percepción de 
que no es así. Entonces, lo de la obediencia debida no co- 
rresponde porque no hubo ningún tipo de orden en ese 
sentido, sino que la orden fue la contraria. Es más: los po- 
licías procesados no produjeron esas situaciones en espa- 
cios públicos, donde se pudieran ver, sino en un traslado, 
en el interior de un ómnibus, y hubo testigos que son poli- 
cías que entienden el cambio. No nos queremos confundir 
con esto, y no lo vamos a hacer. 


Muchas gracias, señora presidenta. 
SEÑOR GONZÁLEZ.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Señora presidenta: no vamos 
a tratar de sustituir la carencia de argumentos con el au- 
mento de decibeles, como se está haciendo en esta sesión. 
Tenemos muy claro lo que se ha planteado por parte del 
ministerio. Nos parece que el ministro ha sido contunden- 
te en las explicaciones brindadas sobre cuestiones que, a 
nuestro juicio, no ameritaban una convocatoria de la Co- 
misión Permanente, que son de la cotidianeidad de una 
fuerza que nuclea a mil quinientas personas armadas y 
con instrucción militar. Me parece que entrar en aspectos 
absolutamente menores es desconocer ese ámbito. 


Cuando se hablaba del inspector Yroa y se lo acusaba 
de haber forcejeado, pensaba que quizás yo tendría que es- 
tar en la misma situación, porque —debo admitirlo— alguna 
vez forcejeé con un coracero. Por eso, me rechina bastante 
cuando se habla de estas cuestiones. 


(Diálogos). 
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—Es verdad; una vez fuimos dirigentes estudiantiles 
y forcejeamos con algún coracero, así que nos rechina 
bastante cuando se habla de esta fuerza de choque. Sin 
embargo, debemos entender que la Policía tiene el mono- 
polio del uso de la fuerza y, por lo tanto, hablamos de una 
organización que debe tener verticalidad. Esa verticalidad 
está siendo saboteada, y el señor ministro lo ha presentado 
claramente. No me preocupan tanto las publicaciones que 
aparecen en las redes sociales, sino el temor de la gente 
que debe ser protegida por esas personas. ¿Dónde están 
los derechos de aquellos que nos sentimos protegidos por 
el policía? Por las dudas, aclaro que no tengo nada contra 
los policías; inclusive, mi abuelo fue policía. Me parece 
que, por lo menos, debemos ponernos en alerta cuando 
vemos estas situaciones que, según los datos que se han 
manejado en sala, provienen del 1 % de la fuerza. Hay 
que dimensionar las situaciones, porque quince personas 
representan el 1 % de esta fuerza. 


Se ha puesto sobre la mesa y se ha tratado de resaltar 
el asunto de las chacras. Quiero preguntar adónde van a ir 
todos los caballos requisados en la calle por maltrato, se- 
gún la ley de protección animal. Se alojan en esas chacras. 
Entonces, cuando se mencionan, hay que preguntarse para 
qué están; no están para criar los corderos de fin de año 
para las altas jerarquías, como alguna vez pasó, sino para 
alojar a esos animales y también para llevar a los caballos 
de la fuerza, que sufren estrés por el servicio que cumplen, 
porque es ahí donde se recuperan. Me parece que tenemos 
que profundizar un poco más antes de tirar tan liviana- 
mente los temas sobre la mesa. 


Entiendo que los parlamentarios tienen la libertad de 
decir lo que piensan y poner todos los temas arriba de la 
mesa, pero creo que deberíamos autoimponernos respon- 
sabilidad cuando nos referimos, por ejemplo, a suicidios, 
porque estamos hablando de familias que sufrieron una 
pérdida. 


También se habló de salud mental, que me parece es 
algo clave. Yo recibí atención psiquiátrica, no por haber te- 
nido un enfrentamiento con alguien con un arma de fuego, 
sino por haber visto la consecuencia de un arma de fuego 
sobre la cabeza de un cristiano. Una persona se pegó un 
tiro, yo abrí la puerta y me encontré con la cabeza destro- 
zada. No dormí por varios días. 


Entonces, creo que la atención psiquiátrica es clave 
cuando se están viendo permanentemente situaciones que 
pueden afectar la psiquis de un individuo. Estoy pensando 
en los bomberos y en un montón de gente que se enfrenta 
a situaciones límite. Sin duda, la salud y la higiene mental 
es un tema importante, que debe ser atendido en forma 
permanente. 


Por lo tanto, me parece sustancial la medida que tomó 
el Parlamento cuando votó el presupuesto nacional. 
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También se habló en esta sesión de nuestra fuerza po- 
lítica y de nuestras contradicciones. Quiero decirles que 
el resumen del pensamiento de nuestra fuerza política a 
este respecto está en la página 133 de nuestro programa 
de gobierno, que hace referencia a la profundización de la 
reforma organizativa de la Policía nacional orientada a la 
gestión basada en el conocimiento y la inteligencia aplica- 
da. Así como se exhortó a la legisladora Payssé a leer, yo 
exhorto al legislador Abdala a que lea nuestro programa. 
Allí aparecen referencias a la puesta en funcionamiento 
de la nueva Ley Orgánica Policial, a la reasignación de 
recursos entre jurisdicciones policiales, a la planificación 
y distribución de recursos materiales y humanos, etcéte- 
ra. Lo que se está llevando a cabo está escrito, no lo está 
inventando el ministro Bonomi; está en el documento sín- 
tesis del proyecto de nuestra fuerza política. Eso es lo que 
nosotros estamos llevando adelante y es lo que nos com- 
prometimos a realizar. 


Confío plenamente en la administración del ministro 
Bonomi que, como lo definió en forma clara, es parte de 
un proceso que está dando resultados y apunta a mejorar 
la convivencia. En ese sentido, todos estamos comprome- 
tidos. 


Es cuanto quería decir. 
Muchas gracias. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: quiero saber si 
se abrió la lista de oradores. Pensé que el ministro respon- 
dería las preguntas del legislador Bordaberry, pero hubo 
otras intervenciones. 


Entonces, luego de la clara intervención del señor le- 
gislador Abdala y de que el ministro conteste al legislador 
Bordaberry, ¿intervendremos nuevamente? ¿Lo haremos 
dos veces? ¿Esperamos? 


Es una consulta sobre el procedimiento, porque han 
hecho uso de la palabra varios legisladores y quiero saber 
si me anoto ahora o espero la respuesta del señor ministro 
a las importantes preguntas formuladas por el legislador 
Bordaberry. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por la vía de los hechos, 
ambos legisladores presentaron las preguntas que consi- 
deraron pertinentes; unas fueron planteadas en forma de 
introducción y comentarios, y otras preguntas fueron re- 
partidas y se anunciaron. 


Este intercambio me hace concluir que está culminan- 
do la consideración del primer asunto y que pasaríamos 
al segundo habida cuenta de las intervenciones que hubo 
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y de que el señor ministro está respondiendo y aportando 
elementos sobre el primer asunto. 


Creo que luego de que culminen estos intercambios, el 
señor ministro ingresará al asunto planteado por el legis- 
lador Bordaberry, quien dijo que intervendría luego de que 
el señor ministro respondiera las preguntas. 


Teniendo en cuenta esta lógica, a quienes quieran in- 
tervenir por el primer asunto les recomiendo que lo hagan 
ahora, y que una vez culminado este aspecto pasemos a 
considerar el segundo asunto. 


En ese sentido, la Mesa quiere saber si el señor legisla- 
dor Heber quiere que lo anote para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR HEBER - Así es. 
SEÑOR MERONL- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MERONI.- Señora presidenta: vamos a hacer 
algunas breves puntualizaciones. 


Compartimos lo que han expresado el señor ministro 
y las autoridades del ministerio en todo lo concerniente a 
las preguntas formuladas por el señor legislador Abdala. 


El señor legislador Abdala afirmó que a la Comisión 
de Legislación del Trabajo —lo dijo con sumo respeto, sin 
denostar a nadie— concurrieron autoridades de cuarto o 
quinto orden. La Comisión invita a los ministros, pero la 
Constitución de la república establece que los ministros se 
pueden hacer representar por quien o quienes entiendan 
pertinente. 


Por lo tanto, no compartimos lo expresado por el señor 
legislador Abdala. Entendemos que los fueros no nos dan 
la libertad de verter conceptos realmente irresponsables, 
porque en este caso se está desconociendo la Constitución 
de la república. 


El señor legislador también planteó lineamientos que 
debería llevar adelante el Ministerio del Interior. No creo 
que el Parlamento sea quien deba llevar adelante una ges- 
tión de gobierno, porque para eso fue electa una fuerza 
política, que es la responsable de aplicar las políticas en 
el ministerio. 


El señor legislador también afirmó que al señor minis- 
tro lo habían asesorado o informado mal; capaz que fue a 
la inversa, que informaron o asesoraron mal al señor legis- 
lador Abdala. 


Hemos trabajado en otros ámbitos con el señor legisla- 
dor y nos asombra alguna actitud, porque levantar la voz y 
golpear la mesa no nos da la razón. 
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El señor ministro presentó pruebas y documentos de 
que en algunas cabezas todavía existe nostalgia. Alguna 
gente extraña a algún ministro de épocas pasadas, cuando 
realmente se violaban los derechos humanos. 


El programa de gobierno del Frente Amplio, como 
dijo el señor legislador González, y las políticas llevadas 
adelante por el Ministerio del Interior y el ministro Bonomi, 
precisamente, quieren cambiar esta metodología aplicada 
hace años en nuestro país, inclusive, la estigmatización 
—tal como vimos en una de las presentaciones— que se ha 
hecho a quienes viven en algunas zonas de Montevideo. 
Creemos que eso no colabora para que la fractura social a 
la que fue llevada nuestro país de una vez por todas sane 
y todos seamos vistos de la misma manera, porque en el 
Cerro hay clase trabajadora, hay policías y legisladores. 


Por lo tanto, no compartimos que se pretenda estig- 
matizar a algunas zonas de nuestro departamento ni los 
resabios de políticas aplicadas en épocas negras de nues- 
tro país. 


Era cuanto queríamos decir. 
Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: hemos escucha- 
do, a nuestro juicio, la brillante intervención del señor le- 
gislador Pablo Abdala y las respuestas del señor ministro. 
Realmente no salgo de mi asombro, porque nos metimos 
a discutir si dije o no dije, qué fue lo que dijo o interpretó; 
me parece que la legisladora Topolansky y la legisladora 
Payssé, que actualmente ocupa la presidencia, no escucha- 
ron bien las palabras del legislador Abdala. Se utilizaron 
una cantidad de minutos para contestar afirmaciones que 
nunca se hicieron. 


El señor legislador dijo claramente que hay una seve- 
ra contradicción entre lo que se dijo en la comisión y lo 
que ahora afirma el señor ministro. También dijo que el 
asesoramiento está induciendo al señor ministro a faltar 
a la verdad o a mentir —como se lo quiera llamar—, lo que 
generó alarma en la Comisión Permanente. Se ha dicho: 
«No vamos a admitir que se diga que el ministro es men- 
tiroso». Nadie lo afirmó; se están contestando cosas que 
no son ciertas. 


El ministro sostiene una posición, pero, a mi juicio, el 
señor legislador ha demostrado claramente que Asuntos 
Internos no está haciendo las investigaciones administra- 
tivas que corresponden en función de que los miembros 
denunciantes no fueron convocados. Ese es un dato obje- 
tivo de la realidad. Y el señor legislador está demostrando 
que se afirman cosas que no sucedieron. 
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Al mismo tiempo, el señor legislador trae a colación 
información del Senado y de la opinión pública que dan 
cuenta de que el inspector Rovert Yroa agredió físicamen- 
te a un subordinado, hecho que terminó en una denun- 
cia penal, 


¿Es normal que un director de la Guardia Republicana 
se agarre a trompadas con un subalterno? ¿Qué nos quie- 
ren decir? ¿Qué es lo que nos quiere decir el ministro? ¿Es 
normal que un director no tenga la autoridad suficiente 
para hacerse respetar y que se agarre a golpes de puño, 
a tal grado de provocar quemaduras de tercer grado en el 
forcejeo? ¿Es lógico que esto esté pasando en la Guardia 
Republicana y que el ministro, en vez de excusarse con 
que las denuncias están en la Justicia, no actúe en función 
de que hay un director que está forcejeando y empujándo- 
se con los subalternos? Yo no salgo de mi asombro frente 
a estas cosas. 


¿Es lógico que teniendo polígonos de tiro se ande dis- 
parando por otros lados? ¿Es lógico eso? ¿Hay alguien que 
me lo pueda explicar? Acá se dijo que las municiones que 
se usan no pueden traspasar determinados límites, pero 
hay un polígono de tiro y este hecho generó heridas a un 
agente. Entonces, ¿es lógico que anden tiroteándose den- 
tro de la misma unidad? ¿No estamos hablando de una si- 
tuación de irresponsabilidad en la conducción del director 
de esta guardia, que anda a los empujones, a las trompadas 
con los subalternos y disparando tiros dentro de la propia 
unidad, cuando hay polígonos diseñados para eso? 


En cuanto al traslado de los funcionarios, escuchamos 
en sala una explicación del señor ministro y una tesis so- 
bre lo que se quiere cambiar en la Guardia Republicana 
con relación a aquellos que aspiran a mantenerse en lo que 
era la estructura y la funcionalidad pasada —en tal sentido, 
el propio ministro quiere dar una impronta hacia el futu- 
ro—, y que el traslado de los funcionarios no representa 
una sanción. Bueno, me gustaría tener pruebas de que esto 
no representa una sanción, pues para mi sí lo es. 


Hubo varios traslados -me acotan que fueron diecisie- 
te— y esta mañana en la sesión hubo una discusión en el 
sentido de si eso se vinculaba con la actitud lamentable 
—muy dolorosa, por cierto— de muchos funcionarios que 
se suicidaron. Se trata de cinco personas; tres de ellas se 
suicidaron en un mes, concretamente, en veintiocho días. 
Yo desconocía todos los hechos que he escuchado en el día 
hoy. Me hubiera gustado que el ministro dijera que esta si- 
tuación no tiene un efecto vinculante con las medidas que 
él ha tomado en cuanto a los traslados. Sería muy grave 
comprobar en la Justicia que es así. Por lo que pude es- 
cuchar, los familiares de estos funcionarios salieron a de- 
nunciar a la prensa y a hacer una vinculación directa entre 
la actitud que lamentablemente han tenido estas personas 
con la decisión administrativa adoptada, en gran parte por 
la angustia y el trauma que se había generado al menos en 
dos de ellos. ¿Esto no merece una investigación a fondo? 
¿Qué es lo que está pasando en la Guardia Republicana? 
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El legislador Abdala trajo denuncias sobre la adminis- 
tración del patrimonio de la unidad y preguntó si había 
apoyatura legal, administrativa, en la medida en que se 
utilizan bienes del Estado. ¿Eso está debidamente contro- 
lado o se maneja, como dijo el señor legislador, como pa- 
trón de estancia que dice «vendo, compro», y es un comer- 
cio más que tiene el país en lo que puede ser una actividad 
productiva de la Guardia Republicana? ¿Es verdad esto? 


Estos puntos no se contestaron con claridad; yo no es- 
cuché una respuesta contundente. Se dijo: «Sí, hay contro- 
les». Pero cuando estamos precisando recursos humanos 
para cumplir una tarea tan esencial como la que lleva a 
cabo la Guardia Republicana, no puedo creer que estemos 
dedicando parte de su personal a cuidar chanchos, a pas- 
torear ovejas y a controlar la salida que va a una chacra. 
¿Estamos dedicando personal de la Guardia Republicana 
a administrar una actividad productiva de la propia guar- 
dia? A mí me hubiera gustado escuchar que se dijera: «No; 
no es así. Hemos contratado gente puntualmente para esto, 
pero no es una actividad que vaya a cumplir la Guardia 
Republicana». Me hubiera gustado escuchar algo más con- 
tundente por parte del señor ministro, pero eso no pasó y 
no sabemos por qué se hacen estas prácticas. ¿Será para 
autoabastecerse? ¿Hay un estudio económico respecto a 
si esto es conveniente? ¿No nos resulta más caro desarro- 
llar una actividad productiva en una chacra policial que 
comprar directamente la comida para no tener el riesgo 
productivo que esto significa, si la idea es mantener o sol- 
ventar de alguna manera los recursos de alimentación que 
la unidad precisa? ¿Se ha hecho ese estudio? ¿De qué es- 
tamos hablando? 


El ministro se ha ofendido —comparto lo expresado por 
el senador Bordaberry y coincido con la no aceptación de 
sus explicaciones del diputado Pablo Abdala— y ha tenido 
la actitud de erigirse como quien tiene el monopolio o la 
autoridad suficiente de determinar si es responsable o no 
para hablar de determinados temas. Yo creo que el legisla- 
dor Abdala habló con mucho cuidado y respeto de un tema 
que tiene la obligación de traer. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¡Apoyado! 


SEÑOR HEBER.- Considero que él está obligado a 
traerlo y lo hizo con mucho cuidado, porque no quiso des- 
calificar ni bajar de nivel, en la medida en que en estos te- 
mas debemos tener una especial delicadeza, pero se tienen 
que tratar. 


Aquí se ha hablado de un director que anda a los empu- 
jones con sus subalternos, que anda a los tiros, que traslada 
funcionarios, que maneja la administración como si fue- 
ra propia y que, además, ha tenido una instancia médica 
que, por lo menos, genera atención. Lamento que hoy esté 
presente, porque no tengo el placer de conocerlo personal- 
mente, pero hay una cantidad de cosas que naturalmente 
debemos razonar y plantear. Su presencia no nos puede in- 
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hibir de tratar una preocupación que tiene nuestro partido 
sobre cómo se está conduciendo la Guardia Republicana. 


Entonces, despejados todos estos temas, digo que en 
esta sesión, en horas de la mañana, no hemos recibido del 
señor ministro las respuestas que esperábamos. No las he- 
mos tenido con contundencia, como hubiéramos querido, 
ni se presentaron las pruebas suficientes que demostraran 
que estábamos equivocados en la información. A mi jui- 
cio, el legislador Abdala demostró que el ministro sigue 
mal asesorado. Y hemos tenido experiencias en que los 
asesores del ministro dijeron en la Comisión Especial de 
Seguridad Ciudadana del Senado que el ministro estaba 
mal asesorado en episodios que han trascendido en esta 
casa. ¡Han afirmado que el ministro estaba mal asesorado 
cuando son quienes, en definitiva, tienen que asesorarlo! 
O sea que asesoramientos que están institucionalizados 
no son usados por el ministro y tenemos las pruebas en 
las comisiones: contradicciones de subalternos del señor 
ministro que vinieron a decir una cosa, cuando ahora el 
ministro manifiesta otra. En definitiva, el panorama en la 
Guardia Republicana y a nivel de información es bastante 
caótico. Entonces, si no se indujo a la mentira, para no 
herir la sensibilidad de los señores legisladores del Fren- 
te Amplio y del señor ministro, mintió el subalterno que 
concurrió a la comisión de la Cámara de Diputados. Dicen 
cosas distintas. Tenemos un panorama bastante complica- 
do en cuanto a la conducción de este ministerio, que deja 
mucho que desear y por eso nos reservamos parte de nues- 
tra intervención a la espera de las respuestas que el señor 
ministro debe dar a las siete preguntas formuladas por el 
señor legislador Bordaberry. 


Para muestra basta un botón; en la Guardia Republi- 
cana pasa lo que está pasando, se viene a sala y se genera 
confusión, contradicción y falta de contundencia en las 
respuestas. Si la Guardia Republicana no tiene el orden 
que debería tener ni demostraciones de conducción claras, 
vamos a escuchar cuestiones más abarcativas como las 
respuestas a las preguntas sobre seguridad nacional for- 
muladas por el señor legislador Bordaberry. La antesala 
que ha planteado el legislador Abdala sobre la Guardia Re- 
publicana nos deja con mucha preocupación. De acuerdo 
con la afirmación que el señor legislador Abdala realizó 
en nombre del Partido Nacional, a nuestro juicio la autori- 
dad no puede continuar al frente de dicha unidad. Ahora 
tenemos estos problemas, que antes no sucedían. Nunca 
tuvimos que llamar la atención a la Guardia Republicana, 
y ahora hay traslados, suicidios, agresiones, heridos, tiros 
y demás. Algo está pasando que generó este estado públi- 
co en un tema que nos preocupa. Por más que se quiera 
defender la administración, hay que admitir que esta es 
una situación grave y complicada que hay que resolver. 
No sé si el ministro la va a resolver o a ocultar. En este 
sentido, esperaremos las respuestas que seguramente se- 
rán polémicas, según las preguntas planteadas por el señor 
legislador Bordaberry. 


Gracias. 
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SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: me parece que uno tiene que leer la versión taqui- 
gráfica para ver si se entiende que se dijo lo que se está 
pidiendo que se diga. 


Respecto al forcejeo, que también ahora se vuelve a 
dar por cierto —es decir, la denuncia se transforma en un 
hecho cierto—, para nosotros no existió; no es normal, 
pero no hubo forcejeo. La denuncia la hizo el guardia en 
la seccional policial n.? 13, y esta hizo la denuncia penal. 
El ex director nacional de Policía —lo dije con nombre y 
apellido, Julio Guarteche— hizo la denuncia ante la Di- 
rección de Asuntos Internos. No estoy mal asesorado; se 
equivocó Sesser. Yo estoy diciendo las cosas como fueron. 
Se podrán imaginar que cuando venimos al Parlamento, 
repasamos. Estoy diciendo lo que pasó: la denuncia la hizo 
el guardia y Sesser confundió la denuncia de Asuntos In- 
ternos con la denuncia penal. Fue hecha por la Policía ante 
la Dirección de Asuntos Internos. Lo hacemos siempre, 
aunque no sea cierto. Siempre que se denuncia a alguien, 
lo investiga una persona que no está involucrada y, en este 
caso, ese alguien que no estaba involucrado es de Asun- 
tos Internos. Pueden repasar la versión taquigráfica que 
en esta figura. 


Es muy doloroso el suicidio, y por eso no voy a ha- 
blar de las situaciones que se produjeron porque después 
se hace público. Repasen la versión taquigráfica y podrán 
ver que no hay vinculación entre el suicidio y los hechos. 
No voy a decir más que eso. No digo que no pregunten. 
Todos tienen derecho a preguntar, pero hay temas que me- 
recen otra sensibilidad. De todos modos, eso lo determina 
cada uno. 


Por último, quiero señalar que hacemos análisis econó- 
micos. Ahora vamos a cerrar la panadería de la Jefatura de 
Policía de Montevideo porque el análisis económico nos 
indica que es más rentable no producir internamente. 


Hacemos análisis económicos y de las situaciones 
como las de las chacras, y por este motivo las cerramos. 
Esto venía de antes. Es más: hay un diputado suplente que 
manejaba dos de ellas. ¿Cómo no vamos a saber que las 
chacras son un problema? ¿Cómo no vamos a saber eso? 
Se trata de un proceso y las jefaturas no quieren tener más 
las chacras. Quedan dos, y hay razones para que sigan 
existiendo; veremos cómo se manejan. 


Por favor: repasen la versión taquigráfica antes de de- 
cir que no respondimos, porque ya lo contestamos. El le- 
gislador se quejaba porque yo no lo escuchaba y no era así, 
porque oí lo que dijo. Estaba oyendo todo, pero los demás 
no oyeron lo que dijimos con todas las letras, los nombres 
y cómo fue hecha la denuncia. 
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No tenemos más información al respecto. 
Gracias, señora presidenta. 
SEÑORA GELMAN-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
legisladora Gelman. 


SEÑORA GELMAN- Señora presidenta: en realidad, 
parte de lo que iba a decir fue aclarado por el señor minis- 
tro. Su exposición fue bastante clara. 


El tema del forcejeo, además de haber sido explicado, 
está en la Justicia. En la versión taquigráfica que se men- 
cionó figura que se trataba de una situación confusa. En- 
tonces, si hay alguna confusión, la Justicia la aclarará y se 
procederá en consecuencia. Estimo que así se hará. 


Cabe señalar que el funcionario policial está sometido 
a situaciones de estrés, por lo que amerita la aplicación de 
los dispositivos mencionados por el señor ministro. Este 
asunto fue objeto de preocupación, especialmente durante 
los últimos años. Eso me consta, más allá de mi historia 
personal, que pueden conocer los señores legisladores; es 
de público conocimiento que yo fui criada en la casa de un 
policía y trabajé en el Hospital Policial por once años. Por 
lo tanto, sé cuánto se ha preocupado el ministerio en los 
últimos años, y creo que ha avanzado con el tiempo. 


Los traslados son habituales en cualquier unidad de 
este tipo. A la luz de las publicaciones hechas por varios 
de sus integrantes en las redes sociales —asociadas a otras 
páginas donde, más allá de la nostalgia que se invocó, 
hay fotos de los años 1975 y 1980; allí prácticamente 
se hace una apología de la represión y de la violencia 
institucional—, a mí me da tranquilidad que personas que 
no estaban en condiciones de desempeñarse en esa unidad 
que tiene ciertas características hayan sido trasladadas a 
otras dependencias. Estas cosas también son propias de 
los cambios. Se preguntó cuál era la visión política al 
respecto y, efectivamente, las políticas de seguridad hoy 
son las que determina el poder civil. 


Además, ha quedado claro a qué normas está sujeto el 
funcionario que se desempeña en estas fuerzas. Para mi, 
eso es tranquilizador. 


Era lo que quería agregar, ya que con respecto a los 
demás temas se ha profundizado suficiente. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Pido la pa- 
labra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro para responder las preguntas formuladas por el 
señor legislador Bordaberry. 
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SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora pre- 
sidenta: voy a responder las preguntas planteadas, pero 
quiero aclarar que me convocaron para hacer referencia a 
la evolución y esclarecimiento de los delitos. Por lo tanto, 
voy a hablar de la evolución de los delitos y, en ese marco, 
voy a responder cada una de las preguntas formuladas. 


Nosotros tenemos estadísticas de la evolución de los 
delitos desde el momento en que estas se empezaron a 
hacer, es decir desde 1980. Cabe aclarar que no se puede 
analizar el día a día de los delitos, sino que se debe estu- 
diar su evolución para poder interpretarlos. En realidad, 
nosotros no manejamos las cifras para hacer alarde —o lo 
contrario— de lo que se está haciendo sino que lo hacemos 
para caracterizar lo que está pasando a fin de poder trans- 
formarlo. Sin duda, las cifras son un elemento de análisis, 
y este no se agota en lo que pasó ayer sino que se debe 
tener en cuenta cómo se viene manejando, cómo va evolu- 
cionando y por qué. 


En la primera clasificación se incluyen los delitos con- 
tra la propiedad y contra la persona. Asimismo, en los de- 
litos contra la propiedad se toman en cuenta los hurtos, 
las rapiñas, los copamientos y el abigeato; en los delitos 
contra la persona se toman en cuenta los homicidios, las 
lesiones, las riñas y la violencia doméstica. También existe 
otro tipo de delitos, pero estas dos categorías contienen 
más del 90 %. 


Primero, vamos a hacer referencia a los delitos contra 
la propiedad y, en particular, a los hurtos y las rapiñas; 
posteriormente abordaremos los delitos contra las perso- 
nas, en concreto, los homicidios. Por último, vamos a pre- 
sentar información sobre los niveles de esclarecimiento de 
los delitos en Uruguay. 


A continuación, haremos referencia a los delitos contra 
la propiedad, especialmente los hurtos y las rapiñas. Des- 
de que existen estadísticas confiables se puede observar 
que los delitos contra la propiedad han tenido una tenden- 
cia persistente al aumento. El gráfico que estamos obser- 
vando indica el promedio de delitos contra la propiedad 
en Uruguay según los distintos períodos de gobierno; la 
serie da cuenta desde el año 1980 a la fecha. En realidad, 
analizando esta serie de treinta y cinco años se observa 
lo que dijimos inicialmente: hay una tendencia constante 
al aumento, y ese es el motivo por el que nos propusimos 
reducir en un 30 % los delitos contra la propiedad. En ese 
sentido, esperamos que quienes tuvieron responsabilida- 
des en gobiernos anteriores con respecto a un aumento tan 
desmesurado y descontrolado de estos delitos tengan la 
sensatez de reconocer la realidad y su responsabilidad, y 
también la valentía y el coraje intelectual necesarios para 
comprender la realidad actual. 


Como dije, hablar de la evolución de los delitos contra 
la propiedad es decir que han tenido un aumento constan- 
te, y que lo que ha variado es la intensidad del crecimiento. 
Nosotros nos hemos propuesto bajar estos niveles delicti- 
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vos, pero para hacerlo hay que entender cómo llegamos a 
este punto. 


En realidad, si hablamos de evolución de los delitos y 
tomamos en cuenta los últimos veinte años, los datos son 
muy claros: en Uruguay, entre 1994 y 2004, los delitos 
contra la propiedad aumentaron un 113 %; es decir que 
se duplicaron y crecieron un poco más. En esa década la 
seguridad se descontroló; fue así porque los delitos contra 
la propiedad pasaron de 49.527 a 105.409 en todo el país. 
Lo voy a reiterar para que quede claro: hubo un aumento 
del 113 %. 


Por otro lado, en la década de 2004 a 2014 ese creci- 
miento —que estaba fuera de control- se desaceleró, y si 
bien hubo un aumento, fue casi diez veces menor al de la 
década anterior, ya que alcanzó un 14 %. En realidad, nos 
planteamos contener el descontrol de la seguridad y ahora, 
luego de haberlo estabilizado —por decirlo de alguna ma- 
nera—, nos estamos proponiendo lograr el descenso de los 
delitos contra la propiedad. 


En la década de 1994 a 2004 las rapiñas aumentaron 
un 128 %, ya que estos delitos pasaron de 3072 a 7000. En 
cuanto a los hurtos, crecieron un 112 %, considerando que 
en 1994 se produjeron 46.455, y en 2004 treparon a 98.409. 


A pesar de la contundencia de esta evidencia empírica, 
a veces se maneja una amnesia selectiva particular, y se 
quiere instalar la idea de que el problema de la seguridad 
llegó con el Frente Amplio, pero la realidad es muy distin- 
ta si hablamos de evolución de los delitos, y por eso quere- 
mos poner la situación en perspectiva, ya que la memoria 
de algunos es magnífica para olvidar. En realidad, tienen 
memoria para elegir lo que olvidan, en particular lo que 
hicieron cuando fueron gobierno. 


El gráfico que vemos en la pantalla muestra con clari- 
dad que el crecimiento más relevante de los delitos contra 
la propiedad en Uruguay ocurrió entre 2000 y 2004, ya 
que en esos cinco años se produjo un 79 % de aumento. 
Quiero que se tenga claro ese dato, porque algunos legis- 
ladores quieren dar cátedra acerca de lo que hay que hacer, 
pero cuando tuvieron la responsabilidad de gobernar rom- 
pieron un récord, porque los delitos aumentaron un 79 % 
en 5 años, y un 113 % en 10 años. 


Asimismo, considerando que estamos hablando de la 
evolución de los delitos, puedo decir que los datos confir- 
man que en los últimos 10 años la situación en cuanto a los 
delitos contra la propiedad ha mejorado en comparación 
con la evolución que hemos visto. ¿Esto significa que es- 
tamos conformes o de brazos cruzados porque todo está 
bien? No; para nada. Creemos que hay que mejorar mucho 
más y que es posible si tenemos claro el problema, si lo 
estudiamos y somos transparentes con las cifras; si somos 
responsables, sensatos y tenemos una estrategia y un plan. 
En realidad, sabemos adonde vamos, ya que tenemos un 
plan y aplicamos una estrategia. 
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En 2015 esta tendencia se ha mantenido, y a nivel na- 
cional el crecimiento se sigue desacelerando, ya que solo 
fue de un 2,8 %. 


Además, en Montevideo, por cuarto año consecutivo 
descendieron los delitos contra la propiedad, en este caso 
en un 3 %. Este descenso es muy importante, teniendo en 
cuenta que en la capital ocurre el 49 % de los delitos contra 
la propiedad del Uruguay y el 81,2 % de todas las rapiñas 
del país. Cambiar Montevideo y su área metropolitana re- 
presenta cambiar la tendencia principal del problema. Por 
ese motivo, nuestro plan tiene prioridades y orientaciones. 


Vamos a volver a los números y a la evolución del 
delito, haciendo foco en los últimos años. Para poner en 
contexto esa evolución hay que comprender el proceso de 
reforma policial que se inició en la Jefatura de Montevi- 
deo hace un tiempo y que hoy muestra resultados que nos 
marcan el camino. 


Para nosotros, Montevideo es el modelo del cambio al 
que apuntamos. Y no solo para nosotros, porque el Banco 
Interamericano de Desarrollo, en un informe enviado al 
Ministerio del Interior, señala que la Jefatura de Monte- 
video ha encarado una profunda reforma integral desde 
el año 2013 para reducir la incidencia de los delitos que 
venían en aumento. Expresa que algunos de los aspectos 
relevantes son la mejora de los salarios, la formación y el 
equipamiento de los policías de todos los rangos, el au- 
mento de la cantidad de vehículos y la presencia policial 
en la calle, así como las cámaras de videovigilancia, la 
mejora de la atención a las emergencias, la reducción del 
tiempo de respuesta, el fortalecimiento de los sistemas de 
información y el análisis criminal, entre otros. Se señala 
que como resultado de estas acciones se advierte una evo- 
lución favorable en la cifra correspondiente a los delitos. 
Los delitos totales han disminuido. En esa reducción se 
destacan los delitos consumados contra la propiedad. El 
informe expresa que los homicidios han aumentado leve- 
mente en 2015, pero siguen siendo episodios de baja inci- 
dencia y que Uruguay es uno de los países con menores 
tasas de homicidios de la región. 


Este informe, titulado Resultados preliminares de ex- 
periencias de patrullaje en Montevideo, Uruguay, asegura 
también que en los últimos años tuvo lugar en Montevideo 
una reforma comprensiva y profunda de la organización 
del patrullaje, que se ha racionalizado sobre la base de la 
información. En primer lugar, se señala que se observa 
que, si bien el delito sigue estando muy concentrado en 
algunos segmentos de la calle, desde la aplicación de la 
nueva estrategia de patrullaje en 2013 se ha dispersado, 
especialmente en el caso de las rapiñas. En el período 
2006-2012, el 50 % de los delitos se concentraba en el 4 
% de las cuadras de la ciudad y ahora se concentra en el 
5,3 %. En el período 2006-2012, el 50 % de las rapiñas se 
concentraba en el 2 % de las cuadras y ahora se concentra 
en el 3,6 %. Este puede ser uno de los factores que expli- 
que la percepción de inseguridad de la población en un 
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contexto en el cual está bajando el delito: ahora el crimen 
ocurre en más cuadras que en el pasado, con menor inten- 
sidad promedio por cuadra. Entonces, el informe concluye 
que en Montevideo el crimen está concentrado y que dicha 
concentración es bastante estable a lo largo del tiempo, 
aunque responde a las políticas que lleva a cabo la Jefatura 
de Montevideo. En este contexto, y en la medida en que 
la concentración del patrullaje tenga un efecto neto en la 
reducción del crimen total, puede tener sentido desarro- 
llar la estrategia de concentrar el patrullaje donde hay más 
crimen. Según el Banco Interamericano de Desarrollo, la 
Jefatura de Montevideo ha avanzado hacia la aplicación 
de políticas basadas en evidencia como pilar de su refor- 
ma policial. Las reformas profundas de la Policía son cos- 
tosas; requieren decisión política, líderes idóneos y una 
masa crítica de personal calificado para implementarlas. 
Además, requiere sabiduría para experimentar y adaptarse 
a las circunstancias cambiantes del delito. En ese sentido, 
el BID señala que la Jefatura de Policía de Montevideo 
es un ejemplo en la región en la adopción de nuevas so- 
luciones y tecnologías, además de su voluntad de evaluar 
rigurosamente los impactos de las alternativas adoptadas 
para diseñar nuevas políticas sobre la base de resultados 
obtenidos. Además, expresa que la Jefatura de Policía de 
Montevideo ha adoptado nuevos sistemas de información 
y ha fortalecido su área de análisis criminal, que los fun- 
damentos de la reforma son consistentes con las buenas 
prácticas internacionales y que los resultados prelimina- 
res demuestran que la reforma policial está bien orientada. 
Hasta aquí lo señalado en el informe del BID. 


Hemos hablado de la evolución y ahora vamos a dete- 
nernos en los últimos años. Queremos mostrar el modelo 
de cambio aplicado para el caso de Montevideo —reitero: 
aquí ocurre el 81 % de las rapiñas y el 49 % de todos los 
hurtos del Uruguay-— y sus resultados. En función de estos 
resultados vamos a profundizar los cambios en los próxi- 
mos meses y a promover su ampliación al área metropoli- 
tana y paulatinamente al resto del Uruguay, con énfasis en 
las principales ciudades del país. 


La reforma de la Jefatura de Policía de Montevideo de- 
finió cuatro zonas operacionales en las que se agrupan las 
veinticinco seccionales de la Policía. 


En el mapa que estamos viendo en este momento se 
muestra esa división. En la medida en que presentaremos 
datos desagregados por zonas de Montevideo, es relevante 
tener en cuenta de qué estamos hablando. La zona 1 agru- 
pa las seccionales 12, 2.2, 3,2, 4%, 5%, 6% y 77%, donde vive el 
18 % de los montevideanos. La Ciudad Vieja es la zona 
con mayor cantidad de población flotante durante el día 
de toda la ciudad. En la zona 2, que agrupa las seccionales 
92, 103, 119, 13%, 14? y 15%, vive el 31 % de los montevi- 
deanos. En la zona 3, correspondiente a las seccionales 
82, 123, 16%, 177, 18% y 25%, vive el 29 % de los monte- 
videanos, en una extensión de 177 kilómetros cuadrados. 
Por último, la zona 4, que agrupa las seccionales 19., 20, 
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21*, 222 23? y 24*, es la más extensa, con 274 kilómetros 
cuadrados y un 22 % de los habitantes de la ciudad. 


Si analizamos las tendencias de larga duración, que 
son las relevantes al analizar la problemática de seguri- 
dad, encontraremos que esa tendencia casi estructural de 
aumento permanente de los delitos contra la propiedad en 
el país que hemos constatado en los gráficos anteriores, se 
ha quebrado en Montevideo. En la última década se obser- 
va un descenso acumulado del 12 %. Recordemos que esta 
tendencia opera a contramano de la evolución histórica 
que hemos visto. En los últimos años, en particular desde 
2013, ese descenso es más pronunciado. 


¿Qué ha pasado en Montevideo para que tengamos 
esta tendencia que, indudablemente, nos está marcando 
un camino? El documento del Banco Interamericano de 
Desarrollo ya lo advierte y por esa razón ha seleccionado 
el caso uruguayo como un modelo para la región. La razón 
es simple. En materia de seguridad, en forma rápida, con 
políticas erráticas, se alcanza un aumento significativo del 
delito, pero no resulta posible desandar el camino con la 
misma celeridad. ¿Por qué? Ya lo hemos dicho en otras 
concurrencias: cuando el delito aumenta consolida nuevos 
fenómenos sociales y culturales, fortalece o crea lealtades 
en el mundo criminal y abre espacios para el desafío a 
la autoridad en un camino que muchas veces tiene difícil 
retorno. Por lo tanto, bajar el delito no resulta tan lineal 
como subirlo. 


Del análisis de la evolución de los indicadores de cri- 
minalidad en las últimas dos décadas surgen algunas con- 
sideraciones necesarias. En primer lugar, resulta notoria 
la aceleración observada en el crecimiento de los delitos 
contra la propiedad en la fase recesiva de la economía uru- 
guaya, denotando cierta correlación entre los niveles de 
criminalidad y la etapa del ciclo económico. No obstante, 
no se constató un fenómeno similar una vez encauzada la 
recuperación socioeconómica luego del año 2004, mante- 
niéndose los niveles de crimen total en valores similares 
a los observados durante la crisis. Esto puede estar dando 
cuenta de un fenómeno que ha sido observado en otros 
países y que ha sido racionalizado teóricamente en algu- 
nos trabajos recientes. No hay un correlato automático en- 
tre el descenso de los delitos y el mayor crecimiento de la 
economía. Este fenómeno se produce cuando una persona 
participa de actividades criminales durante la recesión 
económica —pierde vinculos relevantes con la actividad 
legal y formal de la economía, al tiempo que crece su ca- 
pital humano criminal; es decir, aprende a cometer críme- 
nes, se especializa y perfecciona—, pero a su vez genera 
vínculos sociales y redes que luego determinan lealtades y 
fidelidades que son difíciles de quebrar. Este proceso hace 
más complejo el retorno de estas personas al sector legal 
de la economía una vez que la crisis y la recesión termi- 
nan. A esta dinámica le tenemos que agregar el compo- 
nente territorial que homogeiniza social y culturalmente 
barrios de la periferia y reproduce una cultura de disputa 
de la legitimidad de la autoridad. 
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Ese es el motivo por el cual el descenso del delito no 
va en el mismo sentido que la evolución de la economía. 
La consolidación de una subcultura del delito genera fuer- 
te identidad y lazos de lealtades, además de derribar un 
conjunto de valores de tolerancia, de respeto a la vida y de 
cultura del trabajo, que luego no se recuperan a la par de 
la economía. 


Esto ha sido estudiado en distintos países y ha sido 
motivo de varias publicaciones que, de diferente forma, 
dicen lo mismo. En ese sentido ha habido publicaciones 
en Uruguay, pero no desde la criminología sino desde la 
economía. Por esto los logros que tenemos en Montevideo 
son tan relevantes: se ha podido romper ese proceso. 


Estamos frente al cuarto año consecutivo de descenso 
de delitos contra la propiedad en Montevideo. El análisis 
de lo que sucede en la capital en estos últimos años es, 
pues, muy relevante para el diseño de una estrategia que 
consolide este proceso, lo amplie para el área metropo- 
litana y alcance los principales centros urbanos del país. 
Una baja de cuatro años consecutivos en los delitos contra 
la propiedad en Montevideo no sucede desde 1980, año 
en el cual se inicia un proceso de construcción sistemáti- 
ca y comparable de información sobre seguridad pública. 
Entender la importancia de este cambio permitirá com- 
prender con profundidad el tema por el cual hoy se solicita 
nuestra presencia: la evolución de los delitos. 


El cambio de tendencia en Montevideo que se produ- 
ce a partir del año 2012 tiene como explicación central el 
inicio de algunas políticas que vamos a profundizar en el 
período que se avecina: el sistema de patrullaje basado en 
información, el sistema de videovigilancia, un mejor equi- 
pamiento —en tecnología, vehículos y armamento—, mejor 
entrenamiento y mejores salarios. Esta baja pronunciada 
de los delitos en Montevideo se ha iniciado en la ciudad de 
forma consolidada. 


Si analizamos los datos de la última década en 
Montevideo advertiremos que, desde el inicio, este cambio 
de tendencia se consolidó en las zonas de Montevideo 
que nuclean el 49 % de los habitantes. En la zona 1, la 
caída de los delitos ha sido del 33 % y en la zona 2, del 
21 %. En términos de toda la ciudad, el descenso ha 
sido del 12 % para el periodo de la última década. Estas 
zonas de la ciudad, además de ser el lugar de residencia 
de la mitad de los montevideanos, reciben diariamente 
la mayor parte del flujo de personas que se traslada a 
trabajar en transporte público, así como la casi totalidad 
de los turistas en Montevideo. Debemos recordar que esta 
ciudad es un importantísimo destino turístico, que el año 
pasado recibió a 935.000 turistas de los 2:965.000 que 
visitaron el país. Por lo tanto, lograr un descenso en esta 
área es un éxito estratégico, porque alberga a la mitad de la 
población y, además, porque concentra a la casi totalidad 
de la población flotante de la ciudad, tanto sea por razones 
laborales, de compras, entretenimiento, paseo o visita 
turística. 
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Al poner el foco en los últimos años, se observa un 
descenso del 7 % de los delitos entre los años 2012 y 2015. 
Las zonas 1 y 2 siguen liderando la transformación y se 
comienza a visibilizar un cambio de tendencia en las zonas 
3 y 4, que estos años también logran una caída incipiente. 


Los datos de 2015 y su comparación con el año 2014 
arrojan un descenso global. Hemos advertido núcleos du- 
ros de concentración del delito, en particular en determi- 
nados barrios de la capital, donde a partir de este año se 
reforzará el patrullaje con un sistema combinado de video- 
vigilancia en la ciudad que aumentará un 200 % la capa- 
cidad actual. Entonces, Montevideo tendrá un sistema de 
más de tres mil cámaras y un reforzamiento del patrullaje 
en las zonas donde se concentra el delito con personal de 
alta dedicación. 


En el marco de la tendencia del descenso de los deli- 
tos contra la propiedad en la capital, hay zonas de barrios 
populares y de la periferia con situaciones que vamos a 
encarar con mucha fuerza y responsabilidad. Hay áreas 
que pertenecen a las seccionales 17.*, 19.*, 23.* y 24.* que 
mantienen guarismos elevados de delitos y que aún no se 
han plegado al proceso de descenso. El mapa muestra la 
variación de la cantidad de delitos contra la propiedad, 
por seccional, en el año 2015 en comparación con el año 
2014. Se observa con claridad la existencia de una zona al 
oeste de la ciudad y otra al norte, constituida por barrios 
de trabajadores donde el delito es aún persistente, y muy 
persistente. 


Trabajar sobre la base de evidencias, diseñar el patru- 
llaje en función de información sistemática y utilizar los 
recursos focalizándolos donde ocurren los delitos es par- 
te de la estrategia de la nueva Policía que estamos cons- 
truyendo. Tener presencia permanente en la ciudad y en 
aquellas zonas en las que hay mayor cantidad de hurtos y 
rapiñas es una estrategia de seguridad que apunta a garan- 
tizar derechos. 


No sé si quedó claro que la baja de los delitos contra la 
propiedad se verifica a través de una baja más importante 
en los hurtos, que son más numerosos, y de un aumento 
de las rapiñas. Los dos juntos llevan a la baja de los de- 
litos contra la propiedad, pero no es parejo, más allá de 
que lo que ha transcurrido del mes es poco para medir. De 
todas maneras, sí hay una baja de las rapiñas de aproxi- 
madamente 9 % en Montevideo y de 5 % en el país; en el 
interior no se produjo la misma baja que en Montevideo. 


Comienza a darse un comportamiento diferente con 
los hurtos, que sí bajan en Montevideo, pero no sucede lo 
mismo... 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor 
legislador. 
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SEÑORA PRESIDENTA .- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Podría decirnos el número 
total de rapiñas ocurridas en el año 2015, que fue lo que 
preguntamos? 


El ministro acaba de decir que en enero, en Montevi- 
deo, bajaron un 9 % y en el resto del país un 5 %. Pero yo 
estoy preguntando por el año 2015 porque, como bien ha 
dicho el ministro, no se puede tomar solamente un mes. 


Asimismo, en los datos que se nos ha proporcionado se 
mezclaron las rapiñas y los homicidios —en una especie de 
ensalada—, pero nos gustaría que se nos diera los datos por 
separado para poder distinguirlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
ministro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El número de 
rapiñas consumadas es de 19.420. Se produjo un aumento 
de 4,5 % con respecto al año 2014. 


(Dialogos). 


—Ahora nos vamos a referir a los homicidios. En la evo- 
lución de los delitos contra las personas se incluyen homi- 
cidios, lesiones graves y gravísimas, y violencia domésti- 
ca como temas principales. Al igual que con las rapiñas, 
vamos a verlos en una serie larga, teniendo en cuenta los 
últimos veinte años. 


En el cuadro que estamos proyectando podemos ver 
que los delitos contra las personas han tenido una evo- 
lución desigual en el tiempo, que es importante tener en 
cuenta. Observamos un impulso y un freno. El impulso 
ocurrió en la década del descontrol de la seguridad; nos 
referimos al período comprendido entre los años 1995 y 
2004. En esa etapa, los delitos contra las personas aumen- 
taron un 59,7 %. Pido que se considere bien el dato y se 
registren los impulsos que se advierten en el análisis de 
la evolución del delito. Con este escenario asumimos el 
gobierno en el año 2005. Diez años después podemos decir 
que, en conjunto, hemos puesto un freno relevante a ese 
crecimiento, más aún si se tiene en cuenta la velocidad 
con la que se estaba produciendo. ¿Qué ha sucedido en ese 
campo? Desde el año 2005 hasta 2015, el conjunto de los 
delitos contra las personas ha descendido en Uruguay un 
7,5 %, que se explica en su totalidad por el descenso de 
esos delitos en Montevideo y por el mantenimiento de los 
niveles heredados de la década anterior en el resto del país. 
Para ser más claros, y en línea con lo que hemos plantea- 
do, el modelo del cambio es lo realizado en Montevideo 
que, como se puede advertir, también en este campo tiene 
resultados positivos y significativos. 


Ahora queremos poner el foco en un tema trascenden- 
te: la violencia doméstica. Desde el año 2005 a la fecha se 
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llevan estadísticas específicas sobre violencia doméstica, 
delito que durante décadas ha estado invisibilizado. No- 
sotros hemos tratado de hacer visible lo invisible a través 
de la promoción de un conjunto muy relevante de inicia- 
tivas para que este delito se denuncie, se investigue y se 
castigue. La evolución de estos delitos ha tenido, desde el 
año 2005 hasta la fecha, un aumento muy significativo en 
cuanto a su visibilidad, ya que hemos instalado dispositi- 
vos adecuados para que eso suceda. Además, las fuertes 
campañas de sensibilización en torno a este tema han pro- 
ducido un cambio cultural en la sociedad, que hoy tolera 
mucho menos este tipo de violencia. 


A continuación, vamos a abordar la situación de los 
homicidios y su evolución. En una primera etapa presen- 
taremos los datos correspondientes a 2015 y luego pondre- 
mos en perspectiva ese dato para observarlo en una serie 
histórica que nos permita sacar conclusiones. 


Durante el año 2015 se registraron 289 homicidios 
—con este dato ya estamos respondiendo directamente una 
de las siete preguntas que se nos formularon—, lo que re- 
presenta un aumento de 7,8 % con relación al año 2014. 
El 59 % de los homicidios ocurrió en Montevideo; 9 % en 
Canelones y 32 % en el resto del país. Proporcionalmen- 
te, la mayor variación ocurrió en Montevideo. En cuatro 
seccionales de la capital -17.*, 24.*, 19.* y 18.2 se concen- 
tran seis de cada diez homicidios; o sea que en veintiuna 
seccionales se concentran cuatro de cada diez homicidios. 


El uso de armas de fuego se ha incrementado en los 
homicidios. En el año 2015, el 67,1 % de los homicidios se 
produjo con armas de fuego; cuatro años atrás, el uso de 
armas de fuego ascendió a 49 %. Hay un 18 % de aumento 
en el uso de armas de fuego. Esto también marca un perfil 
del fenómeno del aumento de los homicidios. Como vere- 
mos más adelante, este hecho tiene una estrecha relación 
con el conflicto entre criminales. 


En el siguiente cuadro se observa la evolución de los 
homicidios desde el año 1980 hasta la fecha, agrupada por 
periodo de gobierno. El mayor crecimiento de homicidios 
en el país se produjo en el período comprendido entre los 
años 1990 y 1994, con un aumento del 27 %. La adminis- 
tración que se inició en el año 1985 tuvo un aumento de 
los homicidios de un 25 % con relación al período anterior. 
El período comprendido entre los años 2010 y 2014 tuvo 
un aumento de 12 % y el período comprendido entre los 
años 1995 y 1999 tuvo un aumento del 10 %. De los seis 
períodos de gobierno —tenemos estadísticas oficiales—, en 
cuatro aumentaron los homicidios en un rango del 10 % 
al 27 %, mientras que en dos periodos el guarismo des- 
cendió: en el período 2000-2004 descendió un 4 % y en el 
período 2005-2009 descendió un 2 %. 


Un dato que es relevante tener en cuenta en la evolu- 
ción de los delitos de homicidio en los últimos años es el 
cambio en la circunstancia precipitante o en el motivo que 
los provoca. En el gráfico que presentamos se pueden ver 
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los datos de los últimos cuatro años, cuando comienza a 
crecer el conflicto entre criminales como factor explica- 
tivo del crimen. Desde el año 2012 hasta 2015, inclusive, 
el peso de los homicidios cuya causa precipitante fue el 
conflicto entre criminales, pasó a explicar ese cambio del 
29 % de homicidios al 36 %. En términos proporcionales, 
representa un aumento de 24 % en todo el país porque, en 
Montevideo, fue de 49 %. 


La proporción de homicidios a causa de rapiñas per- 
manece estable en un 18 %, así como las referidas a vio- 
lencia familiar; no se mantiene siempre en ese porcentaje, 
sino que a veces es un poco más y, otras, un poco menos. 


Este crecimiento del conflicto entre criminales tie- 
ne una concentración geográfica en zonas específicas de 
Montevideo lo que, en buena parte, explica la situación 
actual. 


Lo comprobado parte de una base que es discutible, 
puesto que para determinar ese porcentaje de homicidios 
cuya causa es el conflicto entre criminales se toma en 
cuenta solo a los delincuentes con antecedentes, pero hay 
un rubro otros, que incluye a los homicidios que entende- 
mos también se producen por conflicto entre criminales, 
aunque las víctimas no tienen antecedentes. Teniendo en 
cuenta ese caso, el porcentaje es mayor. 


El fenómeno del conflicto entre criminales es un fac- 
tor relevante que explica los niveles alcanzados en el año 
2015. El 46 % de los homicidios que se produjeron en la 
ciudad de Montevideo estuvieron relacionados con con- 
flictos entre criminales, mientras que en el interior del país 
ese fenómeno fue del 23 %. 


Por otro lado, si analizamos la perspectiva histórica de 
las últimas dos décadas, observaremos una tendencia a la 
concentración de los homicidios en la ciudad de Montevi- 
deo: en el año 1995, se concentró allí el 48 % del total de 
homicidios del país y, en 2015, el 59 %. A partir de 2002, 
este proceso se aceleró, tal como se registra en la gráfica. 
La concentración en Montevideo de seis de cada diez ho- 
micidios que se producen en el país tiene una característi- 
ca particular: casi la mitad de los homicidios en la capital 
del país corresponde a conflictos entre criminales. Ade- 
más, estos homicidios se producen, casi en su totalidad, en 
dos áreas específicas de la ciudad: en un sector del oeste 
de Montevideo y en un área del norte, que corresponden a 
las seccionales policiales 17.*, 24,?, 19? y 182. 


Nos parece relevante entender lo que sucede para ac- 
tuar. Por eso, este análisis nos permite conocer la evolu- 
ción de los homicidios con un marco interpretativo, con 
fundamentos científicos, que no apelan a instalar el miedo, 
sino a transparentar la realidad. 


Con referencia a los niveles de esclarecimiento de los 
delitos, vamos a presentar datos sobre los homicidios y los 
delitos contra la propiedad, en especial hurtos y rapiñas. 
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Además, vamos a presentar datos de los niveles de escla- 
recimiento alcanzados para alguno de estos delitos por el 
FBI de Estados Unidos de América y por Inglaterra. En 
Uruguay, entendemos por esclarecimiento el proceso por 
la Justicia de una persona a la cual se le imputa un delito; 
no obstante, en Estados Unidos de América, Inglaterra y 
Canadá —no vamos a presentar información de Canadá— se 
asume que un caso está esclarecido cuando el fiscal en- 
tiende que la Policía ha reunido suficiente evidencia para 
Iniciar una acusación, que sería algo así como el esclare- 
cimiento policial en nuestro país. Sin embargo, una vez 
iniciado ese proceso, se lleva adelante un juicio que no 
necesariamente resuelve el procesamiento de las personas. 
Por ende, al comparar nuestros niveles con los de esos paí- 
ses, debemos tener en cuenta ese hecho. 


En el año 2015, en Uruguay, el nivel de esclarecimiento 
de los homicidios ascendió al 59,2 %, lo que representa un 
aumento con relación al año anterior. El FBI tiene un nivel 
de esclarecimiento del 64,5 % —debe tenerse en cuenta lo 
señalado anteriormente— y la Policía de Inglaterra reporta 
un nivel de esclarecimiento del 88 %; nosotros estamos 
más cerca del FBI que el FBI de Inglaterra. Teniendo en 
cuenta que el 64,5 % de esclarecimiento de los homicidios 
del FBI no incluye procesamiento —no implican un proce- 
samiento efectivo, sino la convicción razonable por parte 
del fiscal de la existencia de pruebas suficientes—, los nive- 
les actuales de esclarecimiento de homicidios en Uruguay 
son comparables a los del FBI —aunque parezca dispara- 
tado— y están muy por arriba de los niveles de la región. 


Con relación a las rapiñas, en Uruguay hay un nivel de 
esclarecimiento de un 25,7 % de las rapiñas a comercios 
y de un 8 % de las rapiñas a transeúntes. Según el FBI, en 
Estados Unidos de América, hay un esclarecimiento del 
29,6 % en las rapiñas y de un 20 % de los hurtos en gene- 
ral. En el caso de Inglaterra, los niveles de esclarecimiento 
para las rapiñas ascienden a un 21 %. Muchas veces, la 
Policía detiene a una persona y proporciona pruebas por 
una cantidad determinada de rapiñas y, sin embargo, se la 
procesa por una menor cantidad de rapiñas porque el juez 
entiende que con el trabajo que tiene le llevaría demasiado 
tiempo y aprovecha que ya tiene al detenido adentro. En- 
tonces, no aparece exactamente el nivel de rapiñas que la 
Policía aclaró. 


Por otra parte, muchas veces quienes analizan esto li- 
geramente entienden que lo aclarado es que la persona de- 
linquió, pero no tienen en cuenta que cometió más rapiñas. 
También comparan la cantidad de rapiñas cometidas con 
la cantidad de personas detenidas, pero eso es absoluta- 
mente incorrecto, porque la persona procesada ha cometi- 
do muchas más rapiñas, por lo que el número de personas 
procesadas es menor. Hay que tener esto en cuenta. Nos 
estamos refiriendo a la situación en la que un juez pro- 
cesó a una persona por tres rapiñas aunque sepamos que 
cometió ocho. Se cuentan las tres rapiñas, no se cuenta la 
persona. 
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Voy a responder las preguntas concretas —aunque algu- 
nas ya fueron contestadas—, para luego hacer un redondeo. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
gislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señora presidenta: las pre- 
guntas n.* 1, 2 y 5 ya fueron contestadas. Faltarían las 
n.* 3, 4, 6 y 7, y la señora legisladora Rapela desea agre- 


gar otra. 


SEÑORA RAPELA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR. - Sí, señora le- 
gisladora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir la seño- 
ra legisladora. 


SEÑORA RAPELA - Señora presidenta: sabido es que 
en las últimas semanas hubo una serie de preocupantes 
robos e intentos de robo a múltiples unidades militares. El 
6 y 20 de enero robaron dos fusiles en el Batallón Florida 
n.? 1; el 24 de enero, en la Escuela Militar; el 27 de enero, 
en la Brigada Aérea n.? 1; el 2 de febrero, en el Grupo de 
Artillería n.* 2. Asimismo, en enero hubo un intento de 
robo en un predio del Cuerpo de Fusileros Navales. 


Esto es sumamente preocupante —reitero— por dos co- 
sas. En primer lugar, que luego de estos episodios se con- 
cluye la impunidad reinante de los delincuentes, que ha 
superado cualquier tipo de límites y es inaceptable. Ni los 
cuarteles, con militares fuertemente armados y entrena- 
dos para utilizar sus armas, representan un límite para el 
accionar delictivo. 


En segundo término, la interrogante que surge luego 
de estos episodios es el destino del armamento robado o 
cuál hubiese sido el destino de las armas que no pudie- 
ron robar. 


Entonces, luego de estos episodios y con el fin de es- 
clarecerlos para prevenir otros en el futuro, quisiera saber 
qué está haciendo el ministerio y qué tipo de diligencia 
está coordinando con el Ministerio de Defensa Nacional. 
Además, queremos saber a qué atribuye el ministro este 
nuevo escalón en la audacia de los delincuentes, que ahora 
atacan cuarteles. 


Muchas gracias. 


COMISIÓN PERMANENTE 77-C.P. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: la tercera pregunta refiere a por qué no se liberó 
aún información y datos sobre los delitos de 2015. Gene- 
ralmente, esta información la damos en marzo, y así pro- 
cederemos. 


La cuarta interrogante refiere a la construcción de un 
observatorio nacional de criminalidad. Nuestro planteo 
consistió en un sistema nacional de información con par- 
ticipación del observatorio del Ministerio del Interior, la 
Universidad de la República, el INE y el Poder Judicial. 
Lo que en este momento se está estudiando es el intercam- 
bio entre los cuatro organismos. La finalidad es poner en 
línea algunas cosas. 


Algo que debí haber informado más temprano con res- 
pecto al esclarecimiento de las rapiñas es que el índice 
de rapiñas se elabora sobre la denuncia. Luego, la Policía 
muchas veces detiene a la persona y la Justicia la procesa 
por hurto. Queremos tener en línea esas cosas. 


El INE dispone de una base de datos muy importante 
y pensamos que puede contar con información mucho más 
rica que la que tenemos. Estamos conversando. 


Con respecto a la sexta pregunta y a la de la señora 
legisladora Rapela, voy a solicitar que el jefe de Policía 
de Montevideo haga una ampliación luego de que yo las 
conteste. 


No se trata de lucha de narcos por territorios, sino 
de lucha de delincuentes por territorio. Existen «merca- 
dos» —entre comillas— de estas actividades; hay quienes 
se creen propietarios de esos mercados y advierten que no 
se ingrese. Si lo hacen, comienza una guerra. Además, ha 
habido un crecimiento del mercado de pasta base y tam- 
bién crecieron los grupos que lo abastecían, por lo que ese 
mercado se redujo y aparece la lucha. 


Como dije, el jefe de Policía de Montevideo ampliará 
al respecto. 


En lo que tiene que ver con la tasa de participación de 
menores y mayores en los delitos de rapiña y homicidio 
en los que se inician procesos judiciales, en 2015 fue del 
10 %. Hubo una evolución: en 2011, 13 %; en 2012, 15 
%; en 2013, 11 %; en 2014, 7 % y en 2015, 10 %. Esto 
está referido a homicidios. No tenemos el detalle de las 
rapiñas, pero esa información la podemos hacer llegar. 


El robo a unidades militares también nos alarma, nos 
llama la atención, así como llama la atención a los mili- 
tares. Estos delitos tienen que ver también con la lucha 
por territorios. Considero que no podemos meternos en la 
seguridad de estos lugares, porque eso corresponde al Mi- 
nisterio de Defensa Nacional. Tenemos que participar, sí, 
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en la investigación de lo que sucedió y dar elementos para 
la seguridad —si los tenemos— al Ministerio de Defensa 
Nacional. Pero la seguridad le corresponde al Ministerio 
de Defensa Nacional. Mi opinión, absolutamente personal, 
es que después de lo que pasó, a los delincuentes les será 
muy difícil ingresar a estos lugares. 


Le voy a pedir al jefe de Policía de Montevideo que 
amplíe estas respuestas, así como la que fuera agregada 
por la señora legisladora Rapela. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
jefe de Policía de Montevideo, Mario Layera. 


SEÑOR LAYERA.- Señora presidenta: mis respuestas 
se basan en criterios técnico-profesionales que surgen de 
la evidencia, del análisis criminal que realiza una ofici- 
na en particular de la Jefatura de Policía de Montevideo 
desde hace cuatro años, a efectos de identificar el origen 
de la situación criminal, de las conductas criminales y de- 
terminar el posicionamiento táctico y las investigaciones 
de cada uno de los hechos. Cada uno de estos hechos son 
analizados en detalle y luego consolidados dentro de un 
determinado tipo, a los efectos de racionalizarlos para ca- 
pacitar a nuestros investigadores y poder instrumentar la 
labor de prevención de las unidades que trabajan en la vía 
pública sobre lo que está sucediendo. 


En términos técnicos podemos decir que hemos tra- 
tado de desalojar de la opinión pública las expresiones 
—que fueron instituidas sobre todo por la prensa— «ho- 
micidios por ajuste de cuentas» y «lesiones por ajuste 
de cuentas». Estas expresiones fueron acuñadas en el 
exterior; tienen que ver con características específicas 
de delitos que se dieron y se dan en otros países. Por eso, 
en los casos de homicidios en nuestro país hablamos de 
conflicto criminal. 


En Uruguay, el conflicto criminal tiene preponderan- 
cia en cuanto a la actividad de la conducta criminal refe- 
rida al narcotráfico. En sus inicios, este elemento fue el 
detonante de enfrentamientos entre individuos y grupos 
que querían consolidarse en el tráfico y la distribución 
de drogas. 


Remontándome al pasado, puedo decir que esto se ini- 
ció a fines de la década del noventa y principio de la de 
2000, cuando en nuestro país se comenzó a distribuir una 
sustancia que todos conocen como pasta base de cocaína. 
No voy a extenderme demasiado en los factores internos 
y externos que provocaron el aumento de esta sustancia. 
Sí voy a decir que la distribución causó el cambio en la 
conducta criminal: personas dedicadas al hurto o la rapiña 
adhirieron a participar del narcotráfico porque los bene- 
ficios económicos —que son el objetivo principal de toda 
conducta criminal— eran mayores. 
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Como dijo el señor ministro, el combate frontal a es- 
tas organizaciones —tanto del exterior que se pretendieron 
instalar en nuestro país para manejar todo el mercado, 
como internas— terminó con muchos agentes criminales 
en la cárcel, de diferentes nacionalidades. Ellos fueron los 
que extendieron su conocimiento en el interior de nuestras 
cárceles. Creemos que el tráfico y la conducta criminal 
de los traficantes cambiaron en virtud del conocimiento 
que les fue inculcado por narcotraficantes extranjeros que 
estuvieron alojados en nuestra cárcel. En principio, co- 
menzaron a adoptar medidas de violencia extrema en sus 
relaciones. 


Desde el año 2007 hasta el presente ha habido una con- 
tracción del mercado de pasta base que alimenta, princi- 
palmente, el área metropolitana, que es el lugar de mayor 
distribución y consumo de esta sustancia. La contracción 
del mercado obliga a los individuos que participan a en- 
frentarse entre ellos. Así, ocurren muchísimas conductas 
que no tienen nada que ver con el ajuste de cuentas que a 
veces se menciona; se trata de enfrentamientos cuyo ori- 
gen obedece a una multiplicidad de motivaciones. 


Ahora, ese enfrentamiento primario derivó en que sl- 
tuaciones que se originan en las cárceles y que antes se 
manejaban allí, han salido. Eso lleva a que se realicen eje- 
cuciones en la vía pública. 


Otros conflictos, como los pasionales o sentimentales, 
también han derivado en violencia extrema. 


Es decir que estamos observando la búsqueda de la 
muerte del contrincante. 


Además, esta conducta tiene indicadores de acumu- 
lación de armas. De esta manera contesto, en parte, la 
pregunta relativa a qué es lo que estamos observando en 
cuanto al ataque a los cuarteles: la intención es acumular 
el máximo poder de fuego para enfrentarse entre ellos, es 
decir, para dirimir sus conflictos. 


Esta problemática se ubica en zonas concretas de la 
ciudad de Montevideo —generalmente, no se extiende más 
allá de ella— y causa una preocupación importante. 


Según nuestros analistas, los aspectos principales de 
estos homicidios —no los voy a mencionar todos porque 
constituyen una matriz de indicadores muy importante— 
son: los antecedentes que puedan tener tanto la víctima 
como el victimario —si se lo conoce—, el entorno de la es- 
cena del hecho analizada por la Policía científica y el ar- 
mamento utilizado. 


Otra información adicional que manejamos en forma 
permanente es el contexto de los grupos e individuos que 
participan en estos hechos. Esta información es relevante 
para nosotros; es la base de las investigaciones que luego 
se proporcionan a la Justicia competente. 
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Por otro lado, un indicador fundamental, que también 
tiene que ver con el esclarecimiento de los homicidios 
cuando son por conflicto criminal, es la ausencia de tes- 
tigos, a pesar de que muchas veces las filmaciones de lo 
ocurrido demuestran que había varias personas en el lu- 
gar que podrían proporcionar información y no lo hacen. 
La conducta de dominio, de feudalización de un territorio 
busca, por medio de determinados líderes criminales ne- 
gativos, causar en la gente, en los vecinos, en el entorno, 
una amenaza permanente sobre su vida y su propiedad. 
Eso motiva que las personas no colaboren con informa- 
ción que es fundamental a los efectos de proporcionar las 
pruebas suficientes para la actuación judicial y lograr el 
esclarecimiento pleno de los hechos. En los medios de 
prensa he tratado de estimular la participación en forma 
reservada y confidencial, para que nos entreguen la in- 
formación que poseen; muchas veces nos la hacen llegar 
por medios no adecuados para proporcionarla a la Justicia 
como una evidencia. 


Entonces, la respuesta de por qué el delito de homi- 
cidio se incrementa en Montevideo es que se debe a los 
conflictos criminales. Además, para nosotros resulta di- 
fícil obtener información. Inclusive, a veces el tiempo de 
investigación es demasiado extenso y la información me- 
diática que produce la prensa no está acompasada con el 
trabajo que realizamos. Asimismo, el trabajo de la Policía 
científica para recoger todos los indicios en la escena del 
hecho lleva un tiempo de proceso para ser volcado a los 
investigadores y puesto a disposición de la Justicia com- 
petente. 


Entonces, hay dos conjuntos de hechos. Por un lado, 
tenemos el crecimiento del conflicto criminal con vio- 
lencia extrema, con una intención de acumulación de ar- 
mas de alto poder de fuego; por eso se están dirigiendo 
a unidades militares. Creemos que estos son hechos ais- 
lados, no como se han querido presentar en algún medio 
de prensa, es decir, como algo organizado. Simplemente, 
un acto que sale bien dentro de la conducta criminal es 
asumido por los demás para copiarlo y realizarlo con los 
mismos beneficios. Reitero: consideramos que son he- 
chos aislados y no van a pasar a mayores si se adoptan 
las medidas de seguridad correspondientes. No obstante, 
como respuesta a la actividad táctica, cuando sucedió el 
robo de los dos fusiles en el batallón, inmediatamente se 
dispuso una alerta máxima a nivel interno, de las empre- 
sas y de las instituciones financieras, porque una de las 
hipótesis era que este armamento podía ser utilizado en 
eventos importantes, con un alto compromiso de riesgo 
de vida en el caso de que sucedieran. Era lo que se pre- 
tendía evitar. Se dieron órdenes operativas a todo nivel, a 
los efectos de prevenir y aumentar los niveles de atención 
en los lugares donde hay mayor concentración de valo- 
res, precisamente, en instituciones bancarias o privadas. 
También se alertó a las empresas de seguridad privada 
en ese sentido. Asimismo, se emitió una alerta interna, 
porque entendemos que a partir del proceso de ayer, en 
que se incautó una gran cantidad de armas, va a haber 
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una intención de ataque a los policías, los soldados y todo 
aquel que esté armado legítimamente, para obtener ar- 
mamento y recuperar lo que han perdido en los últimos 
procedimientos policiales. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Señora presi- 
denta: quiero terminar con dos o tres puntos que sintetizan 
lo que estábamos diciendo. 


Entendemos que, en el marco de la disminución de los 
delitos contra la propiedad, aumentan las rapiñas; en el 
marco de la baja de los delitos contra la persona, aumentan 
los homicidios. Precisamente, para nosotros esto tiene que 
ver con lo que está atrás de todo, que es el problema exis- 
tente con el microtráfico y el narcomenudeo, las luchas a 
partir de eso y los delitos conexos. 


Por otra parte, quedó claro que la gran mayoría de 
los homicidios se comete, fundamentalmente, en cuatro 
barrios de Montevideo. El más importante crecimiento 
de las rapiñas se produce en cinco barrios de Montevi- 
deo. A mí no se me escapa que lo que voy a decir puede 
tener contradicción entre la propia izquierda. Son los 
barrios más pobres de Montevideo donde se comete la 
mayor cantidad de homicidios y de rapiñas; entonces, 
se trata de trabajar fuertemente para seguir reduciendo 
los delitos contra la propiedad y contra la persona. Para 
eso hay que actuar en esos barrios, y hay quienes dicen 
que eso es estigmatizarlos; para nosotros, es proteger a 
la gente más humilde de esos barrios, que es la que se 
encuentra en mayor riesgo en este momento. Para noso- 
tros es proteger a la gente más humilde de esos barrios; 
no es estigmatizarlos, sino reconocer que son los que 
están en mayor riesgo en estos momentos. El papel de 
la Policía es tratar de evitar esos riesgos; entonces, hay 
que actuar ahí. 


Por otra parte, desde que entramos al ministerio plan- 
teamos que estas cosas hay que resolverlas con políticas 
de Estado. Nosotros dijimos en esta sesión un montón de 
cosas que se prestan para cualquier interpretación, pero lo 
hicimos porque hay que saber todo esto para poder dar- 
le respuesta. También sabemos que el que quiera hacer 
caudal político, en vez de decir que los delitos contra la 
propiedad bajaron un 12 %, va a decir que aumentaron un 
4,5 % las rapiñas; en vez de decir que bajaron los delitos 
contra la persona, va a decir que aumentaron en algo más 
de 7 % los homicidios. 


Eso es para hacer caudal político; está bien, todo el 
mundo lo hace. Pero si queremos resolver el problema, se 
necesitan políticas de Estado, y estas se basan en una per- 
cepción compartida de la amenaza, en una caracterización 
objetiva del problema. Yo no digo que van a hacer esto 
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porque me estoy quejando. Trajimos las cifras de rapiñas 
y de homicidios y ya sabemos que les damos pan a los 
titulares. No aportan nada para resolver el problema, sino 
en cuanto a la confrontación política; estamos en eso y, 
bueno, no me cabe la menor duda de que lo van a usar así, 
pero más allá de que lo usen así, lo que importa es cómo 
se enfrenta la situación. 


El otro día hubo un llamado a un pacto. Estaba de li- 
cencia y no me metí en el tema; ahora no estoy de licen- 
cia. Insisto: se necesitan políticas de Estado y situación 
compartida de amenaza. Para mí, el llamado al pacto 
se basó en hechos incorrectos. En Colombia no echaron 
a ningún narcotraficante; fue al revés. Estuvimos con 
el señor jefe de Policía de Montevideo en Colombia y 
hablamos con las autoridades políticas, policiales y de 
inteligencia. Lo que están previendo es que se termina la 
guerra. Esto es así porque cuando fuimos les quedaban 
muy pocos acuerdos por terminar y creo que ahora ya 
estarán orientados; la gran dificultad que tenían era es- 
tablecer las zonas de desarme; la guerrilla pedía sesenta 
y cuatro zonas, no estaban dispuestos a dárselas y creo 
que se han puesto de acuerdo en muchas menos. Ade- 
más, ya está resuelto quiénes van a ser los observadores 
y quiénes van a financiar el proceso de paz. Entonces, la 
paz se viene. 


Lo que ellos nos decían es que cuando la paz se venga, 
el problema será el narcotráfico, el microtráfico y todos 
los delitos conexos; inclusive, están cambiando el sistema 
de inteligencia para atender esa situación. En Colombia 
no echaron a nadie; por el contrario, el problema está cre- 
ciendo. 


El negocio del narcotraficante colombiano es la pro- 
ducción y la venta hacia afuera. Si los echaran de ahí —no 
lo hicieron—, no tienen que ir a un lugar donde hay un pro- 
blema pero no tienen producción. Ese no es el problema; 
ellos van a defender la producción, porque su negocio es 
ese y no otro. 


No es que se hayan venido al sur; al sur se están vinien- 
do para extender el delito. Pero no se trasladan quienes 
cometen el delito; asesoran a otros para que cometan el de- 
lito. No fueron a Argentina; no los echaron de Argentina. 
Apenas hubo un cambio de gobierno que dice combatir las 
cosas, pero no ha habido nada. El director del Indec dice 
que necesita un año para computar las cifras; no ha habido 
baja en Argentina, no hubo nada. ¡Entonces, esa gente no 
se va a venir de Argentina para acá! El negocio es otro. 


Sí podrían venir —si los corrieran— a refugiarse en Uru- 
guay, pero no para transformarlo en el escenario de sus 
negocios, porque Uruguay no tiene el mercado de Colom- 
bia, de Brasil ni de Argentina; tampoco tiene la produc- 
ción ni la vía de tráfico. Entonces, no van a venir; ese no 
es el problema. El problema es lo que ya tenemos, y para 
combatirlo necesitamos políticas de Estado para estudiar 
si habría que adecuar leyes, etcétera. Nos han trancado dos 
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años el uso del Guardián. El uso del Guardián es para ata- 
car esto. Se ha publicado en la prensa lo que puede resistir 
un blindado; a eso me refiero cuando hablo de políticas de 
Estado. Entonces, podemos tener las confrontaciones po- 
líticas que quieran y si quieren usar números, utilícenlos, 
pero eso no va contra el gobernante, sino contra quien va 
dentro del blindado. 


Estamos dispuestos a trabajar en ese sentido, pero an- 
tes que nada, caracterizando el problema. Sé que muchos 
no estarán de acuerdo —van a decir otra cosa— con que fue 
importante disminuir los delitos contra la propiedad, ver 
dónde están creciendo y dónde han bajado y por qué, para 
hacer algo parecido en otros lados, porque uno tiene que 
desarrollar las políticas a partir de los problemas que tiene 
y no a partir del problema que dejaron o aumentaron otros. 
En ese sentido, tratamos de hacer un estudio bastante a 
fondo y de informarlo al Parlamento; no fuimos lineales 
en las respuestas y optamos por analizar un proceso, pero 
respondiendo todas las preguntas, más allá de que se en- 
tienda que no respondimos el primer tema; nosotros cree- 
mos que sí. El problema es que no aceptamos que lo que 
fue denunciado haya sucedido. Se nos pregunta como si 
hubiera sucedido: «¿Acaso es correcto que el director se 
agarre a piñazos con un guardia?». No es correcto, pero 
no sucedió. 


Entonces, partimos de cuestiones diferentes, pero para 
acordar políticas de Estado debemos tener, por lo menos, 
una percepción compartida de la amenaza. Si nos pone- 
mos de acuerdo con eso, podremos llevar adelante cual- 
quier tipo de política compartida. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR BORDABERRY- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: antes 
que nada, quiero saludar al señor legislador Abdala por la 
iniciativa de esta convocatoria, que siempre es importante, 
sobre todo en estas épocas, en que hay más tiempo para 
mirar con más detenimiento, sin las urgencias que siempre 
hay en el año. 


Creo que los hechos que él trajo a colación son graves 
y el señor legislador Abdala recurrió a un procedimiento 
adecuado para plantearlos, en un régimen de comisión ge- 
neral y no de interpelación, porque le quita dramatismo 
a las convocatorias, poniendo el énfasis en el hacer, en la 
corrección y en conseguir la información. 


Creo que los hechos ameritaban esta convocatoria; 
hubo suicidios en una unidad del Ministerio del Interior, 
que podrán estar vinculados o no; eso lo determinarán las 
investigaciones. Y vaya si es importante que se hagan es- 
tas convocatorias, sobre todo en el marco de los robos a 
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los cuarteles. Pero resulta que los soldados que están de 
guardia no tienen balas en sus rifles, según algunos, para 
que no se suiciden, porque muchos se suicidaban. ¡Vaya si 
es importante plantear estas y otras situaciones! Creo que 
es nuestra tarea como legisladores plantear los hechos y 
profundizarlos en la forma que lo ha hecho el legislador 
Abdala. 


Señora presidenta: le aseguro que cuando me levanto 
para encarar estas instancias me digo: «Hoy no me voy a 
enojar. Hoy voy a tratar de aportar. Hoy voy a tratar de ser 
positivo, de ayudar». Pero termino el día conteniéndome 
una y otra vez, y también voy a tratar de contenerme en 
esta Ocasión. 


Lo cierto es que el ministro me deja preocupado. Me 
deja preocupado, sí, porque parecería que vamos bien. Sin 
embargo, creo que esa no es la percepción de la enorme 
mayoría de los uruguayos sobre la seguridad ni es lo que 
dicen los números. He citado más de una vez a aquel pre- 
sidente de un club de fútbol muy popular en el Uruguay, 
del que no soy hincha —próximamente inaugurará un es- 
tadio— quien decía que los números no mienten, sino los 
que hacen los números. Y, ojo, no estoy acusando a nadie 
de mentiroso —espero que el señor ministro no lo tome a 
mal; no quiero reeditar una discusión que ya hubo- sino 
que digo que, según con qué comparemos, según el indi- 
cador que se tome como referencia, los resultados pueden 
ser mejores. 


Entonces, toda la presentación que se hizo hoy —voy 
a tratar de resumir un concepto que desarrollaré— con- 
sistió en decir «bajaron los delitos contra la propiedad», 
y se mete en la misma bolsa las rapiñas y los hurtos. En- 
tonces, se dice que hay menos hurtos, aunque hay más 
rapiñas. Es así que, en esta mezcla del promedio, resulta 
que bajaron los delitos contra la propiedad y, al final, 
se hace lo que el señor ministro dijo que no iba a hacer, 
que es valerse de un número para después no permitir 
una política de Estado. Eso es hacernos trampas al so- 
litario, porque vamos a ser claros —todos los uruguayos 
lo saben—: no bajaron los hurtos, sino las denuncias de 
hurto. ¿Cuántos de los presentes hemos sufrido hurtos 
y no denunciamos? Yo levanto la mano. ¡Si ya ni vale 
la pena denunciar, si hay un descreimiento total de los 
resultados! Muchos comentan: «Me robaron; por suerte 
no me lastimaron». 


Entonces, sumar los hurtos y las rapiñas no es vá- 
lido. Es como si nos quisieran hacer tomar un jarabe 
y le pusieran granadina: no quedaría tan amargo, pero 
seguirá siendo jarabe y seguirá siendo amargo; esa es 
la verdad. 


Por eso, creo que es hasta ingenuo hacer esto. Me hace 
acordar a mi abuela, que en Durazno hacía unos canelones 
tremendos y cuando el relleno le quedaba muy picante le 
ponía un poco de yogur porque suavizaba el gusto. Esto 
es lo mismo: a la rapiña sumo los hurtos —que no se de- 
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nuncian—, porque suaviza las cifras y metemos un titular 
que dice: «Bajaron los delitos contra la propiedad». Por 
eso, nuestras preguntas fueron claras y entendemos que 
afirmar que existe amnesia selectiva es muy fuerte. Creo 
que antes de ver la paja en el ojo ajeno debería verse la 
viga en el propio. 


Y disculpe si ahora me pongo bíblico, señora presi- 
denta, porque al final lo que quedan son los números y lo 
dijo el señor ministro: «En 2015 hubo más homicidios». 
No lo digamos por lo bajo y medio a la pasada; seamos 
claros: aumentaron los homicidios y, desde que se llevan 
registros, 2015 fue el año en el que se registró mayor 
cantidad de homicidios en la historia del Uruguay. Esto 
no es bueno. Se podrá decir que, porcentualmente, en 
tal año subió más o lo que quieran; tengo en mi poder 
los números, ministro por ministro, de cuánto aumen- 
tó; vamos a ver cómo evolucionó. Lo cierto es que hubo 
más homicidios y diciendo que estamos midiendo por 
promedios y que bajaron los delitos contra la propiedad 
no arreglamos el problema que tenemos. En 2011 hubo 
199 homicidios. El año que terminó fueron más de 290, 
según como se hagan los cálculos. Esta es otra cosa que 
también se hace. Resulta que históricamente se contaban 
como tales los homicidios, tanto los que cometían los 
delincuentes como los de quienes se defendían repelien- 
do. No digo que estuviera bien o mal, pero así se con- 
tabilizaban. Hace unos años se cambió la forma de con- 
tabilización, pero no se han cambiado las estadísticas 
hacia atrás. Seguimos comparando hacia atrás, como se 
contaba antes, que daba más que como se cuenta hoy. 
Lo estamos haciendo mal. También cambió la forma de 
contabilizar las rapiñas. Antes se contabilizaban las ten- 
tativas de rapiñas y las rapiñas consumadas, y solamente 
las consumadas. Ese nuevo criterio lo acepto, pero lo 
que hay que comparar son las rapiñas consumadas antes. 
No digo que haya estado mal cambiar, sino que debemos 
comparar como se debe comparar. 


Otro asunto que me parece importante destacar es 
que también aumentaron las rapiñas esta semana. No nos 
quedemos con esta discusión; que no sea una charla de 
sordos. Sucedió en estos días y fue titular de los diarios: 
cuatro asesinatos en tres días en el Cerro. Muertes e 
incendios en casas. Feroz batalla entre narcos por el 
dominio de la villa. Bombas molotov, a diez o quince 
minutos de acá. Un bebé y un joven de 25 años muertos por 
un tiroteo en Casabó. Y resulta que venimos a decir que 
bajaron los delitos contra la propiedad; es cierto, bajaron 
en la estadística, pero no en la realidad. Esta es la realidad 
que hoy tienen los policías que salen a pelear contra los 
delitos que enfrenta la enorme mayoría de los ciudadanos. 
Un elemento que en algún momento deberíamos empezar 
a tener en cuenta es el enorme presupuesto que estamos 
dedicando a la seguridad del Uruguay. Y no hablo 
solamente del presupuesto del Ministerio del Interior, 
sino del de toda la sociedad. ¿Cuánto estamos gastando 
en empresas de seguridad, en alarmas, en rejas, en 
cuidadores? ¿Cuánto se está gastando? ¿Cuánto se gasta 
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en el Ministerio del Interior? Tengo sobre mi mesa, en 
Power Point, la evolución del presupuesto. Lamento no 
haber sabido que esta iba a ser la discusión, pues las 
preguntas son sencillas. Pero ¡seamos claros! En el año 
2000 eran USD 181 millones; en 2005, USD 241 millones; 
en 2012, USD 766 millones. Y me vuelvo a poner bíblico: 
«Al que mucho se le da, mucho se le exigirá». Resulta 
que damos más dinero, más recursos, exigimos menos 
homicidios, menos rapiñas y más seguridad para los 
ciudadanos en el Uruguay, porque es lo que tenemos que 
exigir, pero que nadie se enoje, porque es nuestra tarea 
como legisladores. 


Las advertencias que hoy hacemos las hemos realizado 
en otras áreas y no fueron escuchadas. Así lo hicimos 
con el senador Moreira en el caso de Pluna reiteradas 
veces y con el senador Heber por el caso de Ancap, todo 
en el período pasado. No escucharon; nos decían que 
estaba todo bien y yo fui preparando el informe de la 
comisión investigadora. Un senador al que quiero mucho 
—no lo nombro porque no está presente— decía que en 
Ancap no había ningún problema de financiamiento. 
Nos decían que había que compararse con el patrimonio 
de la empresa o el producto bruto. Disculpe, señora 
presidenta, porque me estoy yendo por las ramas. Hoy 
volvimos a hacer las mismas advertencias porque es 
nuestro deber como legisladores de la oposición. No 
estamos bien. No nos encandilemos con los números que 
nos muestran lo que queremos ver. No nos encandilemos 
con el tema de si son homicidios por ajuste de cuenta, 
es decir entre delincuentes. Después van a empezar a 
cometer homicidios contra aquellos que no lo son, y no 
lo podemos tolerar. Aquí cerquita están peleando por 
territorio, y aunque es territorio de delincuentes igual 
está mal. Tampoco podemos hacernos trampas con la 
realidad internacional y las tasas de esclarecimientos. 
Un informe de España, país del primer mundo, que está 
pasando por una crisis enorme, establece que en Madrid 
hubo el 75 % de esclarecimiento de homicidios; tienen un 
25 % de homicidios sin esclarecer y están preocupados. 
Tengo los números de cuando vino el director del 
observatorio de violencia criminal. Nos dijo que en 2014 
había una tasa descendiente en cuanto al esclarecimiento 
de los homicidios. Según palabras del propio ministro el 
año pasado al diario £l Observador, en 2014 fue algo más 
de la mitad, el 52 %, mientras que en 2011 fue el 80 %. 
Además, está bajando la tasa de esclarecimiento porque 
no se contaba con esa información; por eso volvemos 
a mejorar. Ojalá así sea, porque nos alegramos mucho. 
Pero además de eso, no entendemos cómo nos tenemos 
que enterar a través del diario El Observador de los datos 
del año 2015 sobre criminalidad, porque resulta que las 
últimas semanas este diario... 
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(Suena timbre indicador de tiempo). 


—Por último, hay una referencia de un medio del Esta- 
do para destacar políticamente, lo cual no se debe hacer. 
Coincido con el señor ministro en que satisfacer es dar 
respuesta. Ese es el camino. 


Celebro que tenga la valentía de decirlo con esa cla- 
ridad —lo apoyamos en eso— y ratificamos la política de 
Estado. Pero la política de Estado no significa aplaudir ni 
decir que todo está bien; no implica convertirnos en esos 
cortesanos que aplaudían en el cuento de Andersen al rey 
que estaba desnudo; significa ser el niño que le dijo «mire 
que va desnudo» cuando todos se lo negaban. 


Digo al señor ministro que nuestra mejor política de 
Estado va a seguir siendo decir lo que está bien y lo que 
está mal, apoyando lo que está bien, proponiendo y pre- 
sentando proyectos de ley, como hemos hecho, y advir- 
tiendo sobre lo que está mal. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro del Interior. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera ha- 
cer una aclaración. 


Todas las estadísticas de rapiñas cuentan las rapiñas 
consumadas. Hace cuatro años incluimos la tentativa —lo 
que antes no se hacía—, pero lo cierto es que la larga es- 
tadística que se presentó es de rapiñas consumadas. No 
se pueden comparar cosas diferentes. Si unos consideran 
entre las rapiñas tanto las consumadas como las tentati- 
vas y otros solo las consumadas, no se puede hacer una 
comparación porque son cosas diferentes. Reitero que las 
estadísticas surgen de los registros y están hechas con las 
rapiñas consumadas. 


Digo como aclaración —no voy a responder otros as- 
pectos que figuran en la versión taquigráfica— que no to- 
leramos para nada los homicidios, pero las cosas no se 
pueden resolver si no se las caracteriza bien. Elegir cuál es 
el tema que voy a poner ahora sobre la mesa no es carac- 
terizar bien sino hacer política. En 2010 y en 2011, no se 
hablaba de homicidios porque habían bajado con respecto 
a 2009; se empezó a hablar de eso en 2012. Ese año, como 
las rapiñas aumentaron menos, se hablaba de los homici- 
dios y no de las rapiñas. Pero el problema es más grande 
y pasa por los delitos contra las personas, entre los que 
están los homicidios, y por los delitos contra la propiedad, 
pero no se soluciona el tema si únicamente se lo usa para 
confrontar. Nosotros no vinimos a decir esto así nomás; 
manifestamos claramente cuál ha sido el aumento y cuál 
el descenso. 
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Además, no compartimos lo que se dijo en cuanto a 
que no se denuncia, y voy a contar una anécdota. Hace 
dos años quisimos investigar el nivel de denuncia ante- 
rior y se nombró a una funcionaria policial para esos fi- 
nes. Un viejo funcionario policial le dijo «no investigues 
más», porque antes se registraban los delitos hasta cierto 
punto, y el resto no se registraba. Nosotros no solo regis- 
tramos todo, sino que también promovemos la denuncia y 
hacemos el mayor esfuerzo para que no solo se denuncie 
en la seccional, sino también en línea y a los patrulleros 
a través de las tablets. La política que estamos llevando 
adelante se basa en ubicar dónde se produce el delito, y 
si no hay denuncia, no lo podemos determinar. Entonces, 
promovemos la denuncia; no la desalentamos, como pasó 
durante mucho tiempo. Todos saben que se desalentaba y 
que no era bien tratado quien iba a una seccional a hacer 
una denuncia. Todos lo saben, pero en este momento no 
es así y seguimos cambiando y educando para atender al 
público en forma diferente, para que diga lo que tenga 
que decir y para que se registre todo y no queden cosas 
afuera. Entonces, no compartimos lo que se dijo a ese 
respecto. 


Lo demás, lo conceptual, ya lo he expresado. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: el señor ministro 
da una serie de respuestas a las siete preguntas que hizo 
el senador Bordaberry, todas ellas muy importantes, y nos 
habla de políticas de Estado. Hay una pregunta del senador 
Bordaberry que para mí es clave. Reitero que todas son 
muy importantes, pero una de ellas tiene directa relación 
con lo que hemos escuchado y con lo que el ministro ha 
discutido con el senador Bordaberry sobre cifras y com- 
paraciones. La pregunta es en qué estado se encuentra la 
construcción de un observatorio nacional de criminalidad 
que opere fuera del ministerio. 


No podemos hablar de ninguna política de Estado si 
no nos ponemos de acuerdo en mirar con ojos de verdad 
y no discutir las cifras, porque cada vez que nos reuni- 
mos con el señor ministro terminamos discutiendo sobre 
si esto viene pasando y no pasaba. Adviértase que los cua- 
dros que presentó el señor ministro en esta sesión fueron 
planteados con una visión política partidaria. Él buscó un 
cuadro en el que se muestra que entre los años 2000 y 
2004 había crecido el delito, como si el tema fuera deter- 
minar que creció más en un periodo que en otro y que esto 
viene desde el año 1980, desde la época de la dictadura. 
Entonces, nos vamos hasta el año 1980 para traer cifras de 
evolución, cuando lo que estamos viviendo es un tema de 
inseguridad creciente y alarmante. Los datos que presenta 
el ministro no muestran la foto que queremos ver acerca 
del crecimiento del delito. Adviértase que se dice «creció 
un 4 %; creció un 10 % o bajó un 5 %». ¡Es una barbari- 
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dad! Tenemos una sociedad muy insegura y el crecimiento 
del 4 % es una barbaridad, porque se reiteran los mismos 
delitos del año pasado, con ese incremento del 4 %, ¡La 
gente no puede más y vive con miedo! Tenemos una socie- 
dad con miedo. Lamentablemente, no tenemos éxito en la 
guerra contra la delincuencia. 


Entonces, el ministro viene al Parlamento y dice «nece- 
sitamos tener una política de Estado». La primera medida 
a tales efectos es sincerarnos respecto de la situación. Pero 
nuevamente va a salir en la prensa que en esta discusión 
el señor ministro dijo que tenemos niveles comparables 
a los logros que tienen el FBI en la lucha contra la delin- 
cuencia —fue mencionado por el senador Bordaberry— y la 
Policía inglesa. Pido perdón al señor ministro, pero esa no 
es la actitud que queremos de su parte, porque si mañana 
agarro a cualquier ciudadano del brazo y le digo: «¿Usted 
sabe que en el Uruguay los éxitos de nuestra Policía son 
comparables con los del FBI?», se me va a reír en la cara. 
Y tendría razón porque no es verdad. No es lo que está 
pasando en el Uruguay; no es lo que vive la población. ¡Es 
engañarnos a nosotros mismos! 


Entonces, lo primero que debemos tener es por lo me- 
nos la garantía de que estamos hablando de las mismas 
cosas e identificar los problemas. ¿Qué importa cuándo 
empezó el delito y si en el año 2003 creció más que en 
2015? La respuesta pasa por dar solución al crecimiento 
que ha habido en estos años y que está angustiando a la 
población. El ministro dice «van a manejar las cifras con 
intencionalidad política», ¡y nos muestra cuadros con in- 
tencionalidad política! Entonces, trae una discusión que 
no arregla el tema ni busca generar puentes para construir 
una política de Estado. No vamos a conseguir ninguna 
política de Estado cuando manifiesta: «Miren los años de 
grave y caótica inseguridad que vivimos». Eso no es lo 
que siente la población. En realidad, entre 2000 y 2004 la 
población no vivió con el grado de inseguridad que se está 
viviendo ahora. Además, el manejo de cifras y estadísticas 
busca ocultar la realidad, y eso es lo que crispa el debate 
sobre la seguridad. Sin duda, eso enfrenta, distancia y ge- 
nera un cuestionamiento. 


Como se sabe, en el Parlamento votamos recursos para 
el Ministerio del Interior a fin de que dé solución a estos 
problemas. En ese sentido, se han realizado inversiones, 
sobre todo en materia de cámaras de vigilancia, lo que dio 
buenos resultados en determinadas zonas de Montevideo. 
Entonces, creo que debemos caminar por ahí, ya que lo 
primero que debe dar el Estado a la población es seguri- 
dad; debe cumplir mínimamente, dando a la población la 
seguridad necesaria como para poder dejar su casa para 
ir a trabajar. Por supuesto, me hago eco de las palabras 
del señor legislador que dijo que no hay que estigmatizar 
barrios, e hizo referencia al Cerro. Estoy totalmente de 
acuerdo con eso, ya que no hay que estigmatizar ningún 
barrio, pero también es cierto lo que dijo el señor ministro 
porque, por el hecho de no estigmatizar, en ocasiones no 
resolvemos el problema. 
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Por lo tanto, si tenemos un problema en determinada 
zona, pues digamos que lo tenemos, porque en esos ba- 
rrios debe haber gente muy honesta que está a la deriva. 
Esa gente es trabajadora, no es delincuente, y está con- 
viviendo puerta por medio con la delincuencia, que es la 
que la roba. Esa gente es la que tiene miedo, la que no 
puede salir de su casa, ni siquiera un domingo para visi- 
tar a sus familiares. Esa es la realidad que vive el pueblo 
uruguayo. Como dije, la gente no puede siquiera salir de 
su casa un domingo porque tiene que dejar a alguien que 
la cuide. Eso es lo que estamos viviendo ahora y lo que se 
debe arreglar. Después, si quieren, nos hablan de política 
de Estado. 


Yo no sé en qué país viven, porque de esta manera, 
señora presidenta, es imposible que podamos ponernos 
de acuerdo. En realidad, negar el problema y traer al 
Cuerpo estadísticas que dicen que vamos bien y que ba- 
jaron los delitos a la propiedad —estaba en las nubes el 
año pasado o el anterior— no soluciona nada. Lo cierto 
es que la gente cada vez más se encierra en su casa, 
pone alambrados y alarmas. Como dijo el señor legis- 
lador Bordaberry, gastamos fortunas tratando de cuidar 
nuestra propiedad y no sentimos que el Estado nos de- 
fienda; sin duda, estamos indefensos, y solo se puede 
defender aquel que posee recursos como para tener un 
guardia en la puerta, que es la franca minoría de las 
minorías de Uruguay. 


En realidad, estamos cada vez peor; damos más plata 
y estamos peor. Eso es lo que dice la gente y nos piden 
que hagamos algo, pero no nos lo dicen solo a nosotros, 
porque los legisladores frenteamplistas saben que lo que 
estoy diciendo es verdad. Saben que cuando visitan cual- 
quier barrio el primer tema sobre el que se pregunta es el 
de la inseguridad, y esto se debe a que no podemos salir de 
nuestras casas ni vivir bien. 


Acá nos vienen con estadísticas. Cuando le diga a una 
persona en la calle "haciéndome eco de las palabras del 
señor ministro— que estamos a nivel del FBI y de los in- 
gleses, y que las estadísticas dicen que los delitos bajaron 
un 5 %, no me quiero imaginar lo que me va a decir, pero 
seguramente no me va a tratar bien. 


Aquí se realizaron preguntas muy relevantes, pero 
una de ellas hace referencia al primer paso que se debe 
dar si se quiere dialogar. Me refiero a la creación de un 
observatorio nacional de criminalidad que opere y reali- 
ce mediciones fuera del ministerio, y al que todos poda- 
mos creer. Digo esto porque, de alguna manera, lo que 
está en juicio son los observatorios que provienen del 
ministerio, que tienen una notoria intencionalidad polí- 
tica de defender a la administración. Así lo vemos noso- 
tros, y así lo tenemos que decir. En realidad, mientras no 
contemos con un observatorio independiente que genere 
credibilidad en la sociedad y tenga la confianza del siste- 
ma político por contar con gente que realice mediciones 
exactas y procure, inclusive, obtener estadísticas relati- 
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vas a las denuncias, la situación no va a cambiar. Digo 
esto porque muchos —al igual que el señor legislador 
Bordaberry- creemos que la gente ni siquiera denuncia 
porque ya no confía en la Policía. Por supuesto, después 
se genera otro problema, porque el que se defiende en su 
casa debido a que se siente indefenso, aquel que lamen- 
tablemente procura armarse, es el que termina preso. Esa 
es la razón por la que vamos a crear una ley con el fin de 
que la gente no pueda armarse. Entonces, la gente no ten- 
drá armas y tampoco será defendida por el Estado. Eso 
es lo que siente la gente. 


Como dije, lamentablemente, mucha gente se está 
armando. En el primer período de gobierno el señor 
Fernández Huidobro —amigo y colega del ministro del 
Interior y actual ministro de Defensa Nacional-—, ante 
una pregunta sobre la inseguridad, manifestó: «Lo que 
les aconsejo es que compren un revólver». Eso lo dijo 
un ministro de Estado en forma pública, y creo que fue 
sincero, porque quiso expresar: «No tenemos forma de 
defenderlos. No los vamos a defender; defiéndanse uste- 
des». Y ahora viene la instancia en la que la gente que se 
defiende, que quiere protegerse a sí misma y a las cosas 
que tanto le costaron, termina presa. Esta es la situación, 
señora presidenta. 


Sin duda, hay fracasos notorios aunque en el 
presupuesto se otorgaron grandes cantidades de dinero 
al Ministerio del Interior, ya que no se han obtenido 
resultados. En realidad, el ministerio está invirtiendo 
mucha plata pero no la vemos. Además, las gráficas de 
treinta o cuarenta años solo demuestran que las cifras 
no bajaron, y la promesa electoral de bajar los delitos de 
rapiñas en un 30 % no creo que se cumpla porque, al paso 
que vamos, no van a bajar ni un 1 %. 


Lamentablemente, esta es nuestra sociedad, y tene- 
mos un ministro que dice que vamos bien y que nuestros 
resultados son comparables a los de las mejores policías 
del mundo. 


Señora presidenta: creo que es imposible ponernos de 
acuerdo porque no concordamos con las cifras, las estadís- 
ticas ni la visión. Además, el ministro cree que está siendo 
atacado. Por lo tanto, es una incongruencia que venga a 
sala a decirnos que quiere hacer una política de Estado. En 
realidad, es imposible que podamos crear un puente con 
quien, en definitiva, está negando el problema. 


Muchas gracias. 
SEÑORA TOPOLANSKY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora 
legisladora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señora presidenta: con 
respecto al segundo tema que hemos abordado, en primer 
término quiero señalar que me congratulo por el hecho de 
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que el señor legislador Bordaberry haya formulado siete 
preguntas bien concretas y no algo difuso como lo que 
planteó el señor legislador Abdala. También me pareció 
oportuna la pregunta realizada por la señora legisladora 
Rapela. 


Hecha esta aclaración, quiero decir que es verdad lo 
manifestado con respecto al incremento del presupuesto 
del Ministerio del Interior destinado a la seguridad ge- 
neral, ya que ha aumentado notoriamente, pero también 
debemos recordar lo que ganaba un policía. Ganaba un 
salario por el cual se le pedía un montón de tareas con 
riesgo de vida y demás, que no era para nada motivante. 
Tenía que trabajar horas y horas en el servicio 222. El tema 
del 222 se discutió muchísimo en el Parlamento; se decía 
que el policía hacía el 222 y después tenía que ir a dormir 
a la comisaría porque humanamente no era posible hacer 
las dos cosas. Todo eso se fue solucionando, pero supuso 
presupuesto. 


Presupuesto supuso también la reestructura. Presu- 
puesto suponen los móviles policiales, el armamento, los 
uniformes. Presupuesto supuso la remodelación de las cár- 
celes. Se me vienen a la mente aquellas latas que se insta- 
laron en el penal de Libertad. Presupuesto suponen todas 
las videocámaras. Obviamente, quisiéramos que todo el 
territorio nacional las tuviera, pero se va avanzando en 
forma gradual porque esto tiene un costo. Presupuesto su- 
ponen las tobilleras. Y podríamos hacer una larga lista de 
presupuesto. 


A mí me parece muy bien lo que se ha hecho con el 
presupuesto del Ministerio del Interior. 


Aquí se dijo al pasar que nosotros toleramos los homi- 
cidios. Eso no es verdad. Nadie tolera un homicidio. Noso- 
tros estamos tratando de desentrañar las causas para poder 
atacar el problema. Es lo mismo que en la medicina: si no 
hay un buen diagnóstico no habrá una cura. No podemos 
aceptar que se diga esto. 


Parece que hubiera pasado inadvertido el informe del 
BID sobre la situación de Uruguay con relación a estos 
temas. Que yo sepa, hasta el día de hoy el BID no es un 
organismo partidario, salvo que alguien lo haya reclutado. 
Me parece importante destacar esto. 


También quiero decir que entiendo que el ministro fue 
explícito en la respuesta a la cuarta pregunta. Dijo que 
se está trabajando en un sistema de observación nacional 
de criminalidad compuesto por cuatro organismos, con 
cuatro miradas diferentes y complementación de base de 
datos, porque se actúa con responsabilidad, con enorme 
solvencia en el sentido de comparar y de ordenar distintas 
miradas para obtener el mejor resultado. 
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En ese mismo sentido se ponen las estadísticas. Po- 
demos ver la foto de la situación, pero la foto son las es- 
tadísticas del día de hoy y punto. Cuando observamos el 
desarrollo —se toma 1980 porque es cuando se empezó con 
las estadísticas; antes no había—, la evolución, vemos a la 
altura en que estamos y cómo se progresó, se subió o se 
bajó y cuánto. 


Por supuesto, si a alguien le toca sufrir un delito, esa 
explicación no le va a corresponder, pero para quien tiene 
que decidir una política es crucial, porque de lo contrario 
resuelve al tanteo, al grito. 


La pregunta que tuvo una respuesta en la que hubo una 
comparación tanto con el FBI como con los servicios bri- 
tánicos estaba referida nada más que al nivel de esclare- 
cimiento. Se dieron los números correspondientes al nivel 
de esclarecimiento que figuran en la versión taquigráfica. 


De las palabras del ministro no deduje que afirmara 
que vamos bien, como se dice con ironía en esta sala. El 
ministro relató una situación y dijo que estamos trabajan- 
do para alcanzar ciertos objetivos. Esa afirmación estuvo 
en la boca de otros legisladores. 


Casualmente, yo vivo en la zona 4, que según el mapa 
que vimos anteriormente es una de las zonas litigiosas, 
y hablo con mis vecinos. En la zona rural en la que vivo 
no se podía tener un caballo, una vaca, un chancho ni 
algún animal robable, por decirlo de alguna manera. 
Ahora es posible tenerlo. ¿Eso quiere decir que en la 
zona 4 esté todo resuelto? No, ni mucho menos. Quiere 
decir que hay cosas que lenta pero constantemente van 
cambiando. 


Finalmente, con relación a la denuncia quiero decir 
que tiene dos partes. La tienen que recibir la comisaría o 
el patrullero, pero el ciudadano también tiene la respon- 
sabilidad de avisar qué está pasando, porque el Estado no 
puede poner un policía al lado de cada ciudadano. Cuan- 
do hacemos la denuncia de un hecho que observamos y 
llevamos detalles, estamos colaborando con la tarea de 
otros ciudadanos que son los que tienen que solucionar 
el problema. Cuando omitimos la denuncia, de alguna 
manera estamos faltando a un deber ciudadano. Nos ca- 
llamos y, entonces, no se sabe qué pasó. Que se diga que 
eso sucede por desahucio, porque algunas veces se hacen 
denuncias y no pasa nada, no justifica que no se haga la 
denuncia, porque a la Policía también le pasa que lleva a 
un delincuente ante un juez, con la prueba del delito, y 
resulta que el delincuente entra por una puerta y sale por 
la otra, por distintas razones. Esto no es un juicio sobre 
el Poder Judicial. Son cosas que pasan y que hay que ir 
ajustando. 


Entiendo que denunciar es un deber ciudadano. Y ese 
deber ciudadano es tan importante como el otro. 
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Probablemente en este tema, al igual que en otros, no 
nos entendamos. Por algo tenemos formaciones políticas 
diferentes. Lo importante es que vayan quedando claras 
las posiciones. De lo contrario, este llamado a comisión 
general resultará estéril. 


Quiero agradecer al Ministerio del Interior el detalle 
de las respuestas que nos ha dado, las gráficas que nos ha 
mostrado y el material informativo que nos deja. 


Me parece que estos temas siempre serán de discusión, 
porque la seguridad es algo permanente. En las ciudades 
la vida cada vez se complejiza más y se introducen delitos 
nuevos, como los delitos informáticos que hasta hace unos 
años no existían. Esta evolución estará siempre en la rea- 
lidad. Por eso creo que está muy bien contextualizar. No 
hay nada peor que opinar sin contexto. 


Gracias. 


SEÑOR ABDALA.-- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR ABDALA.- Señora presidenta: después de 
escuchar la intervención de la señora legisladora Topo- 
lansky, que empezó con una alusión directa, catalogando 
como difusa mi primera intervención, francamente debo 
decir que ella me da una enorme tranquilidad. Esta no- 
che dormiré muy tranquilo, con la satisfacción del deber 
cumplido porque, en definitiva, creo que hemos hecho las 
cosas muy bien. 


SEÑOR MERONL.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
legislador. 


SEÑOR MERONI.- Señora presidenta: el señor legisla- 
dor Heber hizo referencia a lo que yo había dicho anterior- 
mente en cuanto a que no se debía estigmatizar a ningún 
barrio. Considero que no se debe estigmatizar a ningún 
barrio porque en todos los barrios vivimos todo tipo de 
gente. La gente que realmente no está para delinquir agra- 
dece que haya más seguridad y hay más seguridad en ese 
barrio porque realmente la necesitan y porque, por suerte, 
el Ministerio del Interior dispone de más presupuesto para 
ello. Consideramos que la percepción de inseguridad en 
esa zona hoy es totalmente diferente a lo que manifestaba 
el señor legislador Heber. 


Hoy la ciudadanía ve una mejora sustancial en lo que 
refiere a seguridad, sobre todo en las zonas periféricas 
donde se ve mucho más patrullaje. La población que vive 
en esos barrios hoy se siente —a no ser por hechos puntua- 
les— mucho más segura. 
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Quería aclarar que el motivo de la citación del señor 
ministro a este cuerpo es la evolución de las estadísticas, 
que se miran de un lado o del otro, cuando nos sirven las 
miramos desde diez años atrás y cuando no, desde diez o 
desde veinte. 


Desde el año 1980, el ministerio y el Gobierno tienen 
estadísticas en lo que refiere a todos los hechos que ha 
comentado el ministro y consideramos que está bien que 
se den desde que estas existen. Los resultados no solo los 
ve la población. Capaz que no sirve que el Banco Intera- 
mericano de Desarrollo diga lo que dice sobre lo que ha 
mejorado Montevideo y Uruguay en cuanto a seguridad, 
pero es un organismo internacional que a veces nos sirve 
y a veces no. 


Nosotros confiamos en ese informe y respaldamos to- 
talmente lo expresado por el Ministerio del Interior y el 
señor ministro Bonomi. 


Gracias, señora presidenta. 


SENOR MINISTRO DEL INTERIOR. .- Pido la pa- 
labra. 


SENORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el señor 
ministro. 


SENOR MINISTRO DEL INTERIOR..- Señora presi- 
denta: a esta altura, en estos llamados a comisión general, 
ya estoy acostumbrado a que al final se distorsiona lo que 
uno dijo antes, porque se ponen en mi boca cosas que no 
dije —absolutamente, no las dije— o les dan el sentido con- 
trario. 


En este momento ya no me voy a basar estrictamente 
en la objetividad, sino que también voy a entrar en el 
debate. Aclaro que —quizás por deformación— cuando me 
piden una foto yo hago la película y la foto es la del final 
de la película. La foto tiene un proceso y uno no entiende 
la foto si no aclara el proceso. Es la única forma de hacer 
las cosas en todos los órdenes. La evolución explica lo 
que pasa en determinado momento; entonces, la foto del 
mes pasado, comparada con la de este mes, no alcanza. 
Tampoco alcanzan las del año pasado con las de este. 
Por eso hicimos esta evolución y respondimos todas las 
preguntas. 


Por otra parte, hay afirmaciones para distorsionar lo 
que se dijo. No es cierto que la gente no denuncia; no 
es cierto. Además, se tiene en cuenta cuando las rapiñas 
aumentan sobre la base de la denuncia y no se tiene en 
cuenta cuando los hurtos descienden sobre la base de la 
denuncia. O sea que también es selectivo qué denuncias 
se tienen en cuenta y cuáles no. Pero eso no es cierto por 
un hecho objetivo: cuando se recuperan objetos robados 
se le devuelven a quien hizo la denuncia; si la persona no 
hizo la denuncia no se le devuelve nada, y la mayor parte 
de lo robado, si no todo, se devuelve a los dueños porque 
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hicieron la denuncia. Ese es el hecho objetivo. Quien es 
robado, en general, hace la denuncia. Eso es objetivo: la 
mayor parte de lo robado se devuelve, si hizo la denuncia; 
de lo contrario no, porque cualquiera podría recuperar lo 
que la Policía logró. 


Por otra parte, me hicieron una pregunta concreta so- 
bre los niveles de aclaración de los delitos. Eso es objetivo 
y la comparación es subjetiva. Pongan en duda, si quieren, 
la aclaración de hurtos y homicidios; los homicidios son 
absolutamente objetivos. 


Cuando hace pocos meses estuvimos en Colombia con 
el jefe de Policía, invitaron a todas las delegaciones a una 
cena en un lugar emblemático de ese país. El día antes 
apareció una mujer muerta, pero antes de que fuéramos, 
agarraron al asesino. Al otro día de haber ido a ese lugar, 
la persona confesó haber matado a siete mujeres y, antes 
de que nos viniéramos encontraron ocho porque no sabían 
que una de ellas estaba muerta. 


Entonces, cuando decimos que hay 289 homicidios, 
quizás, en lugar de 289 sean 290 porque hicieron desa- 
parecer algún cuerpo, pero no es lo que ocurre en otros 
países. Los homicidios que decimos son los que son, y 
objetivamente se comprueban. Después, con nuestro cri- 
terio —más allá de que sabemos que la Policía aclaró ho- 
micidios en los que luego no se llegó al procesamiento—, 
los que se procesan son los que dan la cantidad de homi- 
cidios aclarados. Eso es objetivo, lo pueden comparar. 
Y lo comparamos con lo que el FBI dice que aclaró. ¡Es 
objetivo! Salga a decir el señor legislador que nosotros 
dijimos eso, porque lo dijimos y lo sostenemos: es objeti- 
vo. Salga a decir también que hay una lista elaborada por 
los organismos internacionales de las cincuenta ciudades 
más violentas del mundo, entre las que están Baltimore, 
San Luis, Detroit y otra más de Estados Unidos de Amé- 
rica, y salió Medellín. En esa lista hay ciudades brasile- 
ñas, colombianas, venezolanas y mexicanas, pero no hay 
ninguna nuestra. ¡Y es objetivo! Salga a decir que no hay 
problema. 


Eso es así, con esos criterios de lo aclarado y lo no 
aclarado. A nosotros nos preguntaron eso y respondimos 
—les guste o no— que en Uruguay el año pasado se aclaró el 
59,2 % de los homicidios. No debe extrañarles que en 2014 
el encargado del observatorio haya dicho en una comisión 
que habían bajado los índices de aclaración, porque se re- 
fería a 2013. Tampoco debe extrañarles si dentro de un mes 
decimos que en 2015 se aclaró el 61 % de los homicidios y 
no el 59,2 %. Los homicidios continúan investigándose y, 
por lo tanto, podemos llegar a esa cifra. Eso no significa 
que nos estemos contradiciendo. El nivel de aclaración que 
hay en este momento acerca de lo que pasó en 2015 puede 
ser diferente al que haya dentro de un mes. Por ejemplo, la 
Policía de Montevideo aclaró cinco homicidios cometidos 
por la misma persona y lo presentó ante el juez, quien lo 
procesó por tres y dejó pendiente los otros dos. Si dentro 
de un mes lo procesa por los otros dos, nosotros aumen- 


COMISIÓN PERMANENTE 87-C.P. 


taremos el índice de aclaración. Si nos comparáramos con 
el FBL y de acuerdo con sus criterios, también tendríamos 
esos dos casos como aclarados, pero de acuerdo con los 
nuestros, no lo están porque no fueron procesados. 


En la lista que mencioné no hay ninguna ciudad uru- 
guaya, pero sé que no se quiere hacer esa comparación. 
Sin embargo, sí se compara cuando se habla de economía 
y se dice que el viento de cola y los factores exteriores pro- 
dujeron el crecimiento económico y no la política llevada 
adelante por nuestro partido. Pero los delitos no se quieren 
comparar; los delitos son errores nuestros y no se quiere 
reconocer nada. 


El BID hace ese documento porque entiende que, en 
general, en la región el delito está descontrolado y en 
Uruguay no. Esa es la posición del BID; recién alguien 
preguntaba qué posición partidaria tiene el BID. Esto no 
lo decimos nosotros; lo leímos, por supuesto que con in- 
tención. Acá todos tienen intenciones, y nosotros también 
podemos tenerlas. Trajimos todos los datos objetivos. Hay 
quienes quieren señalar tres cosas desprendidas del resto, 
pero nosotros decimos las tres cosas con el resto. 


Insisto en que es muy difícil llegar a acuerdos. No- 
sotros planteamos la política de Estado porque lo hemos 
hecho al ingresar al ministerio. Entendemos que es muy 
difícil, y no lo negamos; no vinimos a sala a pedir una 
política de Estado, pero decimos que es necesaria para 
encarar la seguridad en serio. El señor legislador decía 
que eso es imposible; si entienden que es imposible, no 
la reclamen, y reclamen lo posible. Si consideran que es 
posible, reclámenla y busquemos la forma de llevar eso 
adelante. Yo estoy respondiendo porque en estos días —no 
hoy- hubo un planteo. Para mí son correctas las políticas 
de Estado, los pactos, los acuerdos sobre bases objetivas 
y reales, que den cuenta de los problemas que vivimos 
y sus características para que tengamos una percepción 
clara y compartida de la amenaza. Entendíamos que las 
bases sobre las que se planteaba el acuerdo en cuanto a 
que el problema de Colombia y de Argentina se estaba 
corriendo y llegaría a nuestro país, no era correcto. Sí 
hay que buscar las razones del acuerdo, pero no venimos 
a pedirlo, sino a responder a lo que se dijo y a expresar 
que estamos dispuestos a actuar sobre determinadas ba- 
ses. Es más fácil encontrar esas cosas al principio que al 
final de los intercambios, porque al final viene lo que se 
quiere que salga en la prensa. 


La política de Estado se hace sin la participación de 
la prensa; se hace llevando adelante conversaciones de 
otro tipo. No queríamos dejar de expresar que estamos de 
acuerdo, pero no venimos a hacer un pedido. 


Por otra parte, cuando el BID dice que la situación 
en la región está descontrolada, es fácil objetivar el pro- 
blema cuando se pregunta a los turistas por qué vienen a 
Uruguay. Todos sabemos que vienen a nuestro país por- 
que es tranquilo. Ellos lo comparan con sus países; dicen 
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que allí no se puede vivir. Dicen de sus países lo que el 
señor legislador Heber ha dicho del nuestro. Los turistas 
no lo ven de esa forma. ¿Esto significa que yo dije que 
está todo bien? No; es un invento. Yo no dije eso. Es más, 
en forma retórica pregunté: ¿esto quiere decir que está 
todo bien? No. Si les queda alguna duda pueden consul- 
tar la versión taquigráfica. Por lo tanto, no debe ponerse 
en boca mía lo que no he dicho, porque este instrumento 
se pierde totalmente. No solo dije que no está todo bien, 
sino que mencioné todo lo que hay por hacer. Después 
nos vienen a recomendar que hagamos lo que ya estamos 
haciendo, por ejemplo, la videovigilancia. Dijimos que 
queríamos aumentar 200 % la videovigilancia en Mon- 
tevideo, donde se colocarían tres mil cámaras. Y ahora 
agrego que se instalarán cuatro mil en todo el país. ¡Nos 
vienen a recomendar lo que ya dijimos, como si fuera 
algo nuevo! ¡Qué tiene de nuevo! Lo nuevo fue la modifi- 
cación que se realizó en el sistema por cámaras digitales 
de alta definición y con respuesta asociada, para que no 
sea quien esté viendo la cámara el que llame al 911. Se 
buscaba una respuesta asociada a las cámaras, y hoy eso 
está distribuido en Montevideo. Eso es lo nuevo, pero 
todavía no se han dado cuenta de que lo estamos hacien- 
do y vienen a recomendárnoslo. Se tienen en cuenta los 
titulares y no lo que se está haciendo. 


Si queremos discutir en serio, escuchemos lo que se 
dice y tratemos de no distorsionarlo para la prensa. Ade- 
más, se creen que porque gritan, lo que dicen tiene más 
valor. No lo hacen todos, pero sí algunos que lo tienen 
como estilo: arriman la boca al micrófono, a veces hacen 
temblar su voz, para que tenga otra resonancia. Ese no es 
argumento; no se ha planteado ninguno. 


Insisten con transformar la denuncia en una realidad. 
Por lo menos hagan como nosotros, digan «tengo la duda», 
entonces hago la denuncia y que investigue un organis- 
mo independiente. La denuncia puede reflejar la realidad 
O puede ser una absoluta mentira, pero tomar la denuncia 
como realidad y verdad siempre, no está bien. 


Nosotros venimos y vendremos, pero es difícil, no por- 
que las preguntas sean comprometidas... 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
gislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: siempre 
tratando de ir a las fuentes, quisiera saber si el ministro 
recuerda de cuándo fue la última encuesta de victimización 
que hubo y cuánto es el porcentaje de tasa de no denuncia 
de los delitos en esa encuesta. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La que hici- 
mos nosotros fue en 2011 o 2012. 


(Diálogos). 


—Equipos Mori hizo una encuesta no sé si en 2015 o 
fines de 2014; no era de victimización, pero contenía los 
elementos de una encuesta de esa naturaleza, el problema 
es que no recuerdo la tasa de no denuncia, pero el delito 
en negro no había aumentado, no hubo un aumento de lo 
no denunciado. 


Estamos trabajando con el INE para hacer una encues- 
ta de victimización este año y en 2018 para tener una con- 
tinuidad. Estamos trabajando en ese sentido. 


SENOR BORDABERRY.- ¿Me permite otra interrup- 
ción? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Sí, señor le- 
glslador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el señor 
legislador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: es para 
hacer un aporte. De acuerdo con lo que se informó a la 
comisión respectiva en agosto de 2015, la encuesta de vic- 
timización se hizo en 2011 y la no denuncia en materia de 
rapiñas se sitúa en el entorno del 50 %. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el señor 
ministro. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Repito: lo ro- 
bado se le devuelve al que hizo la denuncia; la mayor parte 
de lo robado se devuelve a su dueño, no todo, y eso es 
porque se hace la denuncia. 


Varias veces se ha puesto en mi boca lo que no dije y 
se considera cierto todo lo denunciado y eso tiene tam- 
bién carácter político. El diputado sabe que no todo lo 
denunciado es real. Se dice que debemos traer pruebas. 
No, quien debe tener pruebas es la Justicia; nosotros 
trajimos nuestra versión de los hechos, lo podrán con- 
siderar como prueba o no. Es la versión de los que han 
investigado los hechos. Hemos respondido; no es cierto 
que no hayamos respondido, no es cierto que no haya- 
mos presentado la foto. Esto es lo que hace difícil este 
tipo de intercambios. 
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Vinimos y vamos a seguir viniendo porque es lo 10) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
que corresponde y vamos a seguir respondiendo, pero 
cada vez más tenemos dudas acerca de la efectividad del SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más anota- 


mecanismo porque se distorsiona el final. Lo sustancial de 
lo que dijimos está en la versión taquigráfica así como la 
demostración de que las cosas que se han puesto en boca 


dos, se levanta la sesión. 


nuestra no son ciertas. (Es la hora 16:56). 
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